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a publicación de una revista no se centra exclusivamente en la divulgación de trabajos, investigacio-
nes, estudios o ensayos, sino que también tiene como finalidad hacer llegar a la comunidad científi-
ca, las innumerables interrogantes acerca de lo que acontece en la sociedad, así como sus dinámi-
cas, objetivos y proyecciones. Además, es una ventana para la reflexión, que siempre estará presen-
te en la sociedad actual.

Si bien los últimos sucesos a escala regional han sido determinantes, no podemos negar que también han emergi-
do nuevas miradas acerca de diversas situaciones sobre las que, indudablemente, sería difícil tomar distancia; 
más bien, la escritura en torno a los temas que se presentan en la actualidad forma parte de estas dinámicas 
sociales, como la seguridad ciudadana —que sigue adquiriendo inéditas formas— o el fenómeno de las migracio-
nes, entre otros aspectos que, en esta cuarta entrega, se han hecho claramente visibles, ya que forman parte de 
esta marea insaciable del saber.
 
En esta nueva entrega de la Revista de Ciencia e Investigación en Defensa-CAEN, presentamos seis estudios. El 
primero es de Felipe Arrieta Pinedo, titulado “Capacidades del Ejército del Perú para afrontar las nuevas amena-
zas contra la seguridad nacional”. Esta investigación tuvo como objetivo determinar en qué medida las capacida-
des del Ejército del Perú influyeron en la manera de afrontar las nuevas amenazas contra la seguridad nacional. 
Se determinó la influencia del cuerpo militar en la seguridad de la nación.
 
“Efectos de la migración venezolana en la seguridad ciudadana de Lima Metropolitana”, de Olger Benavides Ponce 
de León, tuvo como objetivo identificar las razones que han llevado a que la migración venezolana en el Perú 
genere impacto en la seguridad ciudadana de Lima Metropolitana, así como entender las vivencias de los migran-
tes venezolanos y valorar el accionar de la Policía Nacional para hacer frente a la inseguridad ciudadana. Median- 5
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te este estudio se determinó que, a mayor flujo de migrantes, aumentan los índices de criminalidad, generando 
zozobra en la población y, por supuesto, impacto en la comunidad receptora. 

El tercer artículo, “Estrategias integradas de ciberseguridad para el fortalecimiento de la seguridad nacional”, 
pertenece a Juan Fernando Ormachea Montes, y gira en torno a la ciberseguridad. Así, el tema central lo ocupa la 
seguridad en las redes sociales y su impacto en la sociedad contemporánea, por lo que el diseño de una estrategia 
nacional de ciberseguridad en el Perú constituye una necesidad que demanda ser satisfecha lo antes posible.

Bajo el título “Las juntas vecinales de seguridad ciudadana y su relación con la lucha contra la delincuencia 
común: estudio de caso de la Municipalidad de San Martín de Porres”, Pedro Jesús Muñante Gómez expone, a 
grandes rasgos, que las juntas vecinales, dentro de la seguridad ciudadana, se han convertido en un instrumento 
organizativo que trata de evitar las mutuas desconfianzas entre ciudadanos y policías; cuestión de vital importan-
cia, ya que existe una alta presencia del delito común en las grandes ciudades, como Lima Metropolitana. En ese 
sentido, la investigación tuvo como objetivo determinar en qué medida las juntas vecinales de seguridad ciudada-
na se relacionan con la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres. 

El quinto artículo se titula “Análisis y reflexiones de la política de seguridad y defensa nacional (2001-2018) en pos 
del fortalecimiento de la seguridad nacional” de Humberto Zavaleta Ramos. Aquí, el autor propone que la seguri-
dad y defensa nacional son cuestiones que producen preocupación en todas las naciones, puesto que, a partir de 
la globalización, han surgido nuevas amenazas que afectan el desarrollo y estabilidad de los países; por ello, los 
Gobiernos están implementando estrategias y llevando a cabo acciones que permitan defender al país y preservar 
la seguridad nacional. El objetivo de esta investigación fue analizar la situación de institucionalidad del Sistema 
de Defensa Nacional en el nivel político y estratégico durante el periodo 2001-2018, y definir su impacto en la 
formulación de la Política Pública de Seguridad y Defensa Nacional.

El último estudio, “Participación de las Fuerzas Armadas en el sistema de gestión del riesgo de desastres”, está 
firmado por Wolfgang Grozo Costa. En él se expone la incidencia de la participación de las fuerzas de la seguridad 
y los eventos de orden natural. Actualmente, los riesgos a causa de desastres naturales han aumentado tanto en 
número como en severidad, convirtiéndose en un tema preocupante, ya que los eventos naturales afectan al 
desarrollo y estabilidad de las naciones, por lo que estas se han orientado a ejecutar estrategias y aplicar políticas 
públicas que involucren la cooperación del Estado, las instituciones públicas y privadas, y los ciudadanos, a fin de 
prevenir y afrontar de manera efectiva los desastres naturales.

Cerramos esta cuarta edición no sin antes extender un profundo agradecimiento a todos aquellos que han hecho 
posible esta entrega y depositan su confianza en nuestra revista. A todos ustedes, nuestro cordial saludo y alta estima.
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Resumen

-

1    Magíster en Desarrollo y Defensa Nacional, CAEN

Capacidades del Ejército 
del Perú para afrontar las 
nuevas amenazas contra 

la seguridad nacional
Capacities of the peruvian 
army to face new threats 

to national security
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La investigación tuvo como objetivo determinar en qué medida las capacidades del Ejército del Perú influyeron en 
la manera de afrontar las nuevas amenazas contra la seguridad nacional. Esta investigación fue de tipo descriptivo 
correlacional causal, enfoque cuantitativo, y el diseño fue no experimental y transversal. Respecto a la población, 
esta estuvo conformada por 9,320,140 personas, entre oficiales generales, superiores y subalternos, técnicos y 
suboficiales integrantes de la 1.ª Brigada Multipropósito, Brigada de Protección de la Amazonía, y la población de 
las ciudades de Lima y Madre de Dios. La muestra se determinó mediante una fórmula aleatoria simple, la cual 
comprendió un total de 384 personas. Las técnicas de recolección de datos fueron la observación directa y la 
encuesta, y el instrumento empleado fue el cuestionario estilo Likert, el cual estuvo compuesto por 18 ítems, de 
acuerdo con las variables de análisis siguientes: capacidades del Ejército del Perú y nuevas amenazas contra la 
seguridad nacional. Al correlacionar las variables de análisis se obtuvo un valor de 0.967 y, de acuerdo con la 
correlación de Rho Spearman, se determinó que existe un grado de correlación alto. Además, al realizar el estudio 
de tablas cruzadas entre el equipamiento y las nuevas amenazas contra la seguridad nacional, se obtuvo un valor 
de 0.971, por lo cual, se rechazó la hipótesis nula y se aceptó la hipótesis de trabajo. Consecuentemente, se 
concluyó que las capacidades del Ejército del Perú influyen significativamente en las nuevas amenazas contra la 
seguridad nacional. Al correlacionar las variables de análisis se obtuvo un valor de 0.967 para el coeficiente de 
correlación de Rho Spearman y un valor de 0.971 correspondiente al estadístico R de Pearson a partir de los cuales 
se determinó que existe un grado de correlación alto razones por las cuales se rechazó la hipótesis nula y se 
aceptó la hipótesis de trabajo. Consecuentemente, se concluyó que las capacidades del Ejército del Perú influyen 
significativamente en el enfrentamiento de las nuevas amenazas contra la seguridad nacional.
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PALABRAS CLAVE: SEGURIDAD NACIONAL, CAPACIDADES MILITARES,
EQUIPAMIENTO, NUEVAS AMENAZAS.

KEYWORDS: NATIONAL SECURITY, MILITARY CAPABILITIES, 
EQUIPMENT, NEW THREATS.

Abstract

 

Introducción

The research aimed to determine the extent to which the capacities of the Peruvian Army influenced the way in 
which new threats to national security were addressed. This research was of a descriptive correlational type, 
quantitative approach, and the design was non-experimental and cross-sectional. The population consisted of 
9,320,140 people, including general officers, superiors and subordinates, technicians and non-commissioned 
officers of the 1st Multipurpose Brigade, Amazon Protection Brigade, and the population of the cities of Lima 
and Madre de Dios. The sample was determined through a simple random formula, which included a total of 
384 people. The data collection techniques were direct observation and survey, and the instrument used was 
the Likert style questionnaire, which was composed of 18 items, according to the following analysis variables: 
capacities of the Peruvian Army and new threats to national security. By correlating the analysis variables, a 
value of 0.967 was obtained and, according to Rho Spearman's correlation, it was determined that there is a 
high degree of correlation. In addition, when carrying out the study of crossed tables between the equipment 
and the new threats against the national security, a value of 0.971 was obtained, for which, the null hypothesis 
was rejected and the work hypothesis was accepted. Consequently, it was concluded that the capacities of the 
Peruvian Army significantly influence the new threats to national security. 

El fenómeno de la globalización ha revolucionado todos los ámbitos del quehacer humano, cambiando a gran 
velocidad las relaciones y estructura del sistema internacional, dejando profundas consecuencias en la seguri-
dad nacional, lo que conduce a un nuevo orden mundial, creando ventaja e incertidumbre, acompañadas de 
nuevas amenazas. Al respecto, hoy en día, la seguridad a nivel mundial se encuentra afectada por la presencia 
de nuevas amenazas y preocupaciones, complejas y diversas, las cuales, a través del tiempo, han afectado de 
manera devastadora a las naciones. 

El contexto internacional obliga a monitorear muy de cerca las actividades nacionales, así como buscar diversas 
fuentes de información. Debido a ello, los conceptos Estado, nación y soberanía han sido afectados por este 
fenómeno transnacional y la seguridad nacional ha cambiado en función de los límites que el Estado se impone 
para decidir su autonomía, cediendo a presiones en el ámbito externo o interno de su propio territorio. Este 
nuevo orden ha incorporado actores transnacionales, quienes influyen en diversos grados y magnitudes las 
acciones propias del Estado; de igual forma, la globalización ha influido sustantivamente en la visión que los 
Estados tienen sobre las condiciones de riesgo o amenazas a la seguridad.

Las consecuencias de las acciones de la humanidad tienen repercusiones en la naturaleza, la contaminación, la 
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pérdida de biodiversidad, el aumento de los residuos, la desertización, la depredación de los bosques, entre 
otras, siendo estas algunas de las huellas ecológicas que el hombre va dejando a su paso, recayendo sobre 
sí, la responsabilidad de la degradación del medioambiente, y el Perú no se encuentra fuera de esta realidad. 
Gómez (2018) señala que, a través de la historia, las Fuerzas Armadas han cumplido distintos roles tradicio-
nales, tales como proteger la soberanía territorial de agresiones armadas externas, para luego cumplir un rol 
subsidiario en el mantenimiento del orden interno y el desarrollo nacional. Además, actualmente, a las 
Fuerzas Armadas se les ha asignado nuevos roles de carácter social, vinculados al desarrollo económico, a la 
realización de acciones cívicas, y a la contribución y apoyo a la población en caso de desastres naturales, así 
como un rol en materia de política exterior.

Por tanto, ahora corresponde fortalecer a las Fuerzas Armadas en cada uno de los roles que le han sido 
asignados, evitando la tentación de asignarles nuevas funciones, bajo el riesgo de desnaturalizar su propósi-
to o razón de ser. Debe recordarse que, últimamente, luego de haber presenciado grandes fenómenos 
naturales en el mundo, tomó fuerza en el hemisferio la idea de establecer Fuerzas Armadas con tareas 
básicamente internas, preparadas para enfrentar las denominadas nuevas amenazas a la seguridad, como 
son los desastres naturales y la destrucción del medioambiente.

Asimismo, cabe destacar que, actualmente, los roles y funciones de los ejércitos alrededor del mundo han 
sido objeto de cambios; es así que, sin descuidar su misión principal, que es la seguridad y defensa nacional, 
se viene impulsando el apoyo a la población mediante la participación en diferentes escenarios, como es el 
caso de los desastres naturales y el combate a la minería ilegal. Para ello se han establecido diversas accio-
nes, como contar con un marco legal adecuado y la creación de organizaciones militares especializadas para 
tal fin. Así, en el panorama mundial, la participación del Ejército como apoyo en caso de desastres naturales 
y la lucha contra la minería ilegal es fundamental e imprescindible.

En ese sentido, el Perú, desde sus inicios, ha enfrentado una serie de amenazas tradicionales y actuales, que 
han surgido debido a cambios en los ámbitos nacional, regional y global. Adicionalmente, esto está influen-
ciado por la multiplicidad de factores internos y externos que, de convertirse en amenazas, exigen al Estado 
estar preparado para hacer frente a todas aquellas que pretendan obstaculizar el logro de sus objetivos y 
vulnerar los intereses nacionales, afectando la seguridad y el bienestar. Ante esta situación de emergencia, 
el Ministerio de Defensa (2017), en cumplimiento de la Ley N:° 29664, Ley que crea el Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres (Sinagerd), aprobó en enero del 2017 la Resolución Ministerial N.° 084-2017 
DE/SG, que establece las normas generales para regular la participación del Sector Defensa en la gestión del 
riesgo de desastres; para esto, mediante el establecimiento de normas, el Poder Ejecutivo reguló la participa-
ción del Sector Defensa, aprobando el Decreto Legislativo N.° 1136 publicado en el Diario Oficial El Peruano 
(2012), donde estableció como función la conducción de la participación de las FF. AA. en situaciones de 
emergencia ocasionadas por desastres naturales. Adicionalmente, el Decreto Legislativo N.° 1137 publicado 
en Diario Oficial El Peruano (2012), estableció la participación del Ejército en acciones relacionadas con la 
defensa civil; asimismo, señaló que debe conducir las acciones de preparación, formación, capacitación, 
especialización, perfeccionamiento, entrenamiento, mantenimiento y equipamiento; igualmente, señala la 
participación de oficio en las situaciones de emergencia que requieran acciones de respuesta inmediata. 

En el año 2018, el Ejército del Perú, en cumplimiento de lo dispuesto por el Gobierno, activó la 1.ª Brigada 
Multipropósito “Mariscal del Perú Eloy Gaspar Ureta Montehermoso”. Esta Gran Unidad fue creada para 
actuar según los nuevos roles que asumen hoy en día las Fuerzas Armadas en todo el mundo, como las 
situaciones de desastre de carácter natural o provocado, siendo su finalidad la de capacitar, instruir y entre-
nar a la fuerza operativa en acciones militares ante desastres naturales y de apoyo social. Asimismo, en 9
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cumplimiento de la Ley que crea el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (Sinagerd), esta se 
constituyó como la fuerza de primera respuesta, conjuntamente con otras entidades del Estado. Entre sus 
funciones destaca la ejecución de diversas acciones, como búsqueda, rescate y evacuación de personas; 
apoyo para controlar incendios y labores de acción humanitaria; además, participa de oficio y con todas sus 
capacidades en la atención de situaciones de emergencia que requieran acciones inmediatas de respuesta. 

Adicionalmente, mediante el Decreto Legislativo N.° 1100, Ley que Regula la Interdicción de la Minería Ilegal y 
Faculta la Participación de las FF. AA., se creó la Brigada de Protección de la Amazonía, Gran Unidad del Ejérci-
to, cuya misión asignada es la de apoyar el accionar de la Policía Nacional y Ministerio Público en las operacio-
nes de interdicción y actividades de erradicación de la minería ilegal, así como la protección del medioambiente 
en la zona perteneciente al departamento de Madre de Dios. Su finalidad es reforzar la presencia militar y 
policial en el interior de la zona de amortiguamiento de la Reserva Nacional de Tambopata, la cual estuvo ocupa-
da durante muchos años por la minería ilegal, garantizando así su erradicación de manera permanente. 

En ese sentido, el motivo para realizar esta investigación fue identificar y analizar aquellos factores en las capacidades del 
Ejército del Perú que influencian adversamente en el enfrentamiento contra las nuevas amenazas a la seguridad nacional 
y, de esta manera, presentar estrategias de gestión para optimizar la misión que tiene actualmente el Ejército del Perú, 
como respuesta a los nuevos roles de las Fuerzas Armadas dispuestos por el Gobierno. Para alcanzar este fin, se revisaron 
investigaciones tanto del ámbito internacional como nacional. A nivel internacional, se revisó la tesis de Rubio (2016), 
donde se evidencia que la minería ilegal afecta directamente la construcción de la paz en Colombia y, además, es una 
fuente de financiamiento de estructuras ilegales, incidiendo directamente en las medidas de construcción de la paz que 
se dirigen a limitar el impacto de la violencia armada. Adicionalmente, Pontón (2016) analizó las competencias y alcances 
de la participación de las Fuerzas Armadas, con el propósito de determinar si le permiten enfrentar esta amenaza no 
tradicional, asignada como misión complementaria en la cual concluyó que la institución está empeñada en dar estricto 
cumplimiento de la legislación ambiental nacional, adecuando su normativa interna a los mandatos nacional.

En el ámbito nacional, se revisó la investigación de Cahua et al. (2019), quienes se enfocaron en determinar el 
grado de relación entre la organización y el empleo de una fuerza militar especializada para desastres naturales 
en el Perú, concluyendo que es viable conformar una fuerza militar especializada, descentralizada y articulada, 
con base en las Grandes Unidades del Ejército del Perú, que faciliten de manera real y propia la conducción de 
la emergencia, optimizando recursos. Asimismo, se tomó en cuenta la tesis de Zorrilla y Jiménez (2018), quienes 
concluyeron que existe un nivel de conocimiento sobre la gestión del talento humano del componente terrestre 
del Comando Operacional del Norte (CON), lo que se relaciona con la efectividad de las acciones militares en los 
desastres naturales. 

Finalmente, se revisó la investigación realizada por Cavero (2016), quien encontró que la gestión de proyectos 
de responsabilidad social en el Ejército del Perú contribuye al desarrollo nacional. A partir de lo indicado, el 
objetivo de esta investigación fue determinar en qué medida las capacidades del Ejército del Perú (EP) influyen 
en el enfrentamiento de las nuevas amenazas contra la seguridad nacional; además de determinar en qué 
medida el equipamiento, la educación, y la instrucción y entrenamiento del EP influyen en el enfrentamiento 
de las amenazas señaladas. Por otra parte, la hipótesis general fue las capacidades del Ejército del Perú 
influyen significativamente en el enfrentamiento de las nuevas amenazas contra la seguridad nacional y como 
hipótesis específicas: a. El equipamiento del Ejército del Perú influye significativamente en el enfrentamiento  
de las amenazas señaladas. b. La educación del Ejército del Perú influye significativamente en el enfrentamien-
to de las amenazas señaladas. c. La instrucción y entrenamiento del Ejército del Perú influyen significativamen-
te en el enfrentamiento  de las amenazas señaladas.
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CAPACIDADES DEL EJÉRCITO DEL PERÚ

La Constitución Política de 1993 señala en su artículo 165, que las Fuerzas Armadas, conformadas por el Ejérci-
to, la Marina de Guerra y la Fuerza Aérea, tienen como “finalidad primordial garantizar la independencia, la 
soberanía y la integridad territorial de la República, asumiendo en un momento dado el control del orden 
interno acorde al artículo 137 de la Constitución” (Sistema Peruano de Información Jurídica, 2016, p. 134).
 
El Acuerdo Nacional del Perú (2017) tiene como primer objetivo fortalecer la democracia y el Estado de 
derecho, ya que son garantía de justicia y vigencia de los derechos humanos, factores fundamentales para 
lograr la paz y el desarrollo del país; además, dentro de este objetivo, en la novena política, se precisa que el 
Estado se compromete a mantener una política de seguridad nacional que asegure la independencia, sobera-
nía, integridad territorial y salvaguarda de los intereses nacionales. En ese sentido, las Fuerzas Armadas (FF. 
AA.) y Policía Nacional del Perú (PNP) tienen un rol vital, ya que el cumplimiento de los objetivos señalados 
permitirá el desarrollo económico y social y, consecuentemente, garantizar la defensa nacional.

Adicionalmente, el tercer objetivo indica que, para alcanzar el desarrollo humano y solidario en el país, el Estado 
debe adoptar políticas económicas sustentables; por ello, en la 19.ª política se hace referencia al desarrollo 
sostenible y gestión ambiental. Al respecto, las FF. AA., PNP y el Ministerio Público deben asegurar el aprovecha-
miento sostenible de recursos, enfrentar la erradicación de la minería ilegal y la destrucción del medioambiente. 
Finalmente, el cuarto objetivo del Acuerdo Nacional se orienta a lograr el funcionamiento democrático e integra-
do de la población, atendiendo de forma eficaz las demandas de esta; por ello, la política 32.ª señala que el 
Estado se compromete a promover una política de gestión del riesgo de desastres, cuya finalidad sea la protec-
ción de la vida, la salud e integridad de las personas; en ese sentido, las FF. AA. cumplen un rol fundamental. 

Mediante el Decreto Supremo N.° 012-2017-DE publicado en el Diario Oficial El Peruano (2017), denominado 
Decreto Supremo que aprueba la Política de Seguridad y Defensa Nacional, se buscó garantizar el orden 
interno, contribuyendo al funcionamiento de la institucionalidad del Estado, además de alcanzar los niveles 
de desarrollo sostenible en beneficio de la seguridad humana. Cabe destacar que este decreto incluyó objeti-
vos y lineamientos orientados a la actuación de todos los actores involucrados, que deben interactuar de 
manera articulada y participativa en las actividades de seguridad y defensa nacional. 

Entonces, de acuerdo con el Ministerio de Defensa (2017), la capacidad militar es el resultado de un conjunto 
de factores que permiten aplicar procedimientos operativos, a fin de lograr un efecto militar deseado en el 
nivel estratégico, operacional o táctico, durante la ejecución de operaciones y acciones militares para enfren-
tar amenazas, desafíos o preocupación en el cumplimiento de los roles estratégicos. Cabe precisar que los 
factores que constituyen la capacidad militar son el equipamiento, la organización, el personal, la infraestruc-
tura, la educación, la logística, la doctrina e instrucción y el entrenamiento.

SEGURIDAD Y DEFENSA NACIONAL

El Ministerio de Defensa (2005) señala que la seguridad es una situación en la que el Estado asegura su 
independencia, soberanía e integridad; además, garantiza los derechos fundamentales de la población en 
general. Mientras que, respecto de la defensa, esta es el conjunto de medidas, previsiones y acciones que el 
Estado desarrolla y ejecuta, de manera estable, en ámbitos internos y externos, es decir, prioriza las acciones 
para el bienestar de la población. Por su parte, Soto (2018) indica que la defensa se relaciona con el bien común, 
siendo este una meta a alcanzar por las naciones, quienes dirigen sus esfuerzos para conseguir los intereses 
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vitales y, a su vez, generar bienestar en la población. Por otro lado, Eissa (2017) resalta que la defensa nacional 
y las nuevas amenazas han originado que las FF. AA. tomen “acciones que se traduzcan en el plano estratégico, 
militar y logístico” (p. 248), a fin de resolver las nuevas amenazas y garantizar el bienestar de la sociedad. 

NUEVAS AMENAZAS CONTRA LA SEGURIDAD NACIONAL

El Centro de Altos Estudios Nacional (2010) indica, respecto al término amenaza, en relación con la seguridad 
nacional, que son:
      
        Los hechos o situaciones que ponen en riesgo o peligro la integridad física y/o moral de una persona, 

grupo social o país, o de los recursos, patrimonio, heredad histórica, etc. También es una forma de 
agresión, manifiesta o encubierta, que atenta contra el desarrollo o la seguridad del Estado. (p. 46)

Adicional a ello, se diferencian dos tipos de amenazas: las tradicionales y las no tradicionales; ambas, a su 
vez, se clasifican en internas y externas. Respecto a las nuevas amenazas, Fernández (2016) indica que estas 
son variadas y perjudican a la seguridad del Estado en distintos grados. Cabe destacar que estas derivan de 
riesgos o amenazas tradicionales que se han convertido paulatinamente en amenazas potencialmente 
destructivas, producto de la globalización y el adelanto tecnológico; entonces, a partir de problemas como 
“los conflictos armados, las catástrofes naturales y los enfrentamientos políticos, surgen otros de dimensión 
trasnacional que se ven potenciados por situaciones complejas como los desequilibrios demográficos, la 
pobreza, la desigualdad, la inestabilidad económica” (p. 211).
 
Molina y Aguilar (2020) indican que las nuevas amenazas están conformadas por los siguientes problemas: 
terrorismo; narcoterrorismo; guerras no convencionales de cuarta generación, que involucran la proliferación 
de armas nucleares, químicas y biológicas en pequeña escala; agotamiento de recursos naturales energéticos 
y crisis ecológica, lo que impacta en la degradación del medioambiente y escasez de recursos; sobrepoblación 
y envejecimiento de la población; problemas de acceso a alimentos, esto como resultado de la diseminación 
de plagas que afectan cultivos y ganado; ciberseguridad, entre otros.
 
Finalmente, Linares (2016) manifiesta que el Perú no es ajeno a las nuevas amenazas, tanto a nivel nacional 
como internacional, lo que afecta la seguridad del país y de la población en general. Por lo tanto, para enfren-
tar eficientemente estas amenazas, las FF. AA. deben asumir nuevos roles y, consecuentemente, recibir mejor 
instrucción, entrenamiento y apoyo logístico. 

MATERIALES Y MÉTODOS

La investigación fue de tipo descriptivo correlacional causal, ya que se describieron las dimensiones corres-
pondientes a cada variable y también se buscó conocer la relación de asociación entre ellas. El enfoque fue 
cuantitativo y el método utilizado fue el hipotético-deductivo. Además, el diseño fue no experimental y de 
corte transversal, debido a que se recolectó la información en un momento dado. 

La población estuvo conformada por 9,320,140 personas, entre oficiales generales, oficiales superiores, oficia-
les subalternos, técnicos y suboficiales integrantes de la 1.ª Brigada Multipropósito, Brigada de Protección de 
la Amazonía, y las poblaciones de la ciudad de Lima y Madre de Dios. La muestra fue determinada mediante 
una fórmula aleatoria simple para estimar proporciones, obteniéndose una muestra óptima de 384 personas. 
Respecto a las técnicas de recolección de datos, se utilizó la observación directa y la encuesta; mientras que 
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en desacuerdo 2

1
3

4

0.5

0.3
0.8
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20.0
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20.0

30.0
60.0

100.0

Indiferente

10 2.6 100.0Total

De acuerdo

Perdidos 374 97.4Sistema

Totalmente 
de acuerdo

Porcentaje Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado

384 100.0Total

el instrumento utilizado fue un cuestionario estilo Likert, el cual constó de 18 ítems. En ese sentido, se correla-
cionaron dos variables para establecer el grado de asociación entre ellas y su influencia reciproca. La primera 
corresponde a las capacidades del Ejército del Perú y la segunda a las Nuevas Amenazas a la Seguridad Nacio-
nal que vienen a ser las variables independiente y dependiente, respectivamente, con tres dimensiones y 9 
ítems cada una. Para analizar la información obtenida, se utilizó el programa SPSS Versión 25. Adicionalmen-
te, se realizó el análisis de fiabilidad Alfa de Cronbach, obteniendo un resultado de 0.889. Para la validación, 
se utilizó el juicio de expertos. Por último, para probar la hipótesis de estudio, se aplicó el coeficiente de corre-
lación de Pearson (r). 

RESULTADOS

Para el análisis de información, se correlacionó las capacidades del Ejército, de acuerdo con las dimensiones de equipa-
miento, educación, instrucción y entrenamiento, y las amenazas contra las nuevas amenazas a la seguridad nacional, 
constituida por las dimensiones de minería ilegal, corrupción, frecuencia y gravedad de fenómenos naturales.

Variable: Capacidades del Ejército

Tabla 1. 
Dimensión: Equipamiento
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Con relación a la dimensión Equipamiento, que integra el soporte logístico integrado con tecnología de punta, 
unidades de ingeniería y capacitación del personal técnico y suboficiales en aspectos relacionados con su 
especialidad, en la Tabla 1 se observa que el 30 % de los encuestados indicó estar de acuerdo respecto a estos 
aspectos en la 1.ª Brigada Multipropósito y de la Brigada de Protección de la Amazonía; mientras que el 40 % 
indicó estar totalmente de acuerdo con esta cuestión. Por otro lado, el 20 % indicó estar totalmente en 
desacuerdo y, finalmente, un 10 % señaló ser indiferente para la cuestión indicada. 

Es importante precisar que un adecuado soporte logístico permitirá el logro de las operaciones y accio-
nes militares, así como apoyar en caso de desastres naturales y en la lucha contra la minería ilegal, con 
equipos y maquinarias operativas y adecuadamente mantenidas, que le permitan el cumplimiento de su 
misión, basado en la capacitación del personal de manera constante y permanente, impulsando la 
preparación especializada, con técnicas modernas y difundiendo nuevos conocimientos, acorde con los 
avances tecnológicos de la actualidad.
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Porcentaje
acumulado

384 10.0Total

Con relación a la dimensión Educación que integra la adecuada formación del personal militar, capacitación 
periódica con base en programas educativos y doctrinarios actualizados, en la Tabla 2 se observa que el 30 
% de los encuestados indicó estar de acuerdo respecto a estos aspectos en la 1.ª Brigada Multipropósito y de 
la Brigada de Protección de la Amazonía; mientras que el 40 % indicó estar totalmente de acuerdo con esta 
cuestión. Por otro lado, el 10 % indicó estar totalmente en desacuerdo y, finalmente, un 20 % señaló ser 
indiferente para la cuestión indicada. 

En todo momento, nuestra institución debe impulsar la preparación física, sicológica, mental e intelectual de 
todo el personal, a fin de contar con una institución digna, solidaria, respetuosa de los DD. HH. y con valores 
para el logro de sus objetivos, misión y visión, con una adecuada capacitación basada en el establecimiento 
de lineamientos, políticas y nuevos roles orientados a enfrentar nuevas amenazas, en particular en temas de 
desastres naturales, minería ilegal y corrupción, cuyos programas de educación y doctrina estén permanente-
mente revisados y actualizados por la Diedoce y demás dependencias encargadas.

Tabla 3. 
Dimensión: Instrucción y entrenamiento

Tabla 2. 
Dimensión: Educación
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En relación con la dimensión Instrucción y entrenamiento, que integra la respuesta profesional y eficiente a 
las nuevas amenazas contra la seguridad nacional, la falta o actualización de conocimientos especializados, 
la falta de recursos económicos y el exiguo equipamiento o la renovación, en la Tabla 3 se observa que el 20 
% de los encuestados indicó estar de acuerdo respecto a estos aspectos en la 1ª Brigada Multipropósito y de 
la Brigada de Protección de la Amazonía; mientras que el 20 % indicó estar totalmente de acuerdo con esta 
cuestión. Por otro lado, el 10 % indicó estar totalmente en desacuerdo, igual porcentaje en desacuerdo y, 
finalmente, un 40 % señaló ser indiferente para la cuestión indicada. 

Es importante mencionar que la actuación del personal militar en las operaciones y acciones militares debe ser 
de manera responsable, con profesionalismo, entrega, compromiso y con un solo objetivo, que es el de servir a 
quien lo necesita. En ese sentido, la institución debe disponer de políticas orientadas a la preparación, educa-
ción, instrucción, entrenamiento con un adecuado soporte logístico, los cuales facilitarán el cumplimiento de 
la misión, así como contar con los recursos económicos que le permitan plantearse metas y objetivos por alcan-
zar, con base en un equipamiento moderno que le permita actuar con todas sus capacidades, de acuerdo con 
la situación, para lo cual la renovación es un aspecto muy importante para mantener la capacidad operativa.

Variable: Minería Ilegal

Con relación a la dimensión Minería ilegal, que comprende si el Ejército del Perú dispone de instalaciones, 
equipo y armamento idóneos para la lucha frontal contra la minería ilegal, así como vehículos terrestres, 
aéreos y fluviales debidamente equipados con tecnología de punta, con personal debidamente capacitado o 
entrenado en aspectos operativos y legales, en la Tabla 4 se observa que el 49.5 % de los encuestados indicó 
estar de acuerdo respecto a estos aspectos en la 1.ª Brigada Multipropósito y de la Brigada de Protección de 
la Amazonía; mientras que el 14.3 % indicó estar totalmente de acuerdo con esta cuestión. Por otro lado, el 
0.3 % indicó estar totalmente en desacuerdo, un 6.8 % en desacuerdo y, finalmente, un 29.2 % señaló ser 
indiferente para la cuestión indicada. 

Es importante precisar que un alto porcentaje de los encuestados considera que se cuenta con un adecuado 
soporte logístico para la lucha contra la minería ilegal, conformado por las instalaciones, el equipo y el arma-
mento, entre otros. En otro orden de ideas, la movilidad es importante en toda operación y acción militar, 
debido a que la necesidad de transportarse, ya sea por vía terrestre, fluvial o aérea es permanente, y se 
precisa hacerlo de forma eficiente y segura para lo cual se requiere que el personal se encuentre debidamente 
capacitado, tanto operativa y legalmente.

Frecuencia

Válido Totalmente 
en desacuerdo 1

26

190

55

0.3

6.8

49.5

14.3

0.3

7.0

85.7

100.0

En desacuerdo
112 29.2 36.2Indiferente

384 100.0Total

De acuerdo
Totalmente 
de acuerdo

Porcentaje Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado

0.3

6.8

49.5

14.3

29.2

100.0

Tabla 4. 
Dimensión: Minería Ilegal
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Tabla 5. 
Dimensión: Corrupción

Tabla 6. 
Dimensión: Frecuencia y gravedad de fenómenos naturales

Frecuencia

Válido Totalmente 
en desacuerdo 11

38

84

25

2.9

9.9

21.9

6.5

2.9

12.8

93.5

100.0

En desacuerdo
226 58.9 71.6Indiferente

384 100.0

2.9

9.9

21.9

6.5

58.9

100.0Total

De acuerdo
Totalmente 
de acuerdo

Porcentaje Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado

Con relación a la dimensión Corrupción, que comprende los casos de corrupción en el Ejército del Perú, si la 
Inspectoría General del Ejército cumple eficientemente sus funciones de supervisión y control durante las 
visitas de inspección programadas e inopinadas y la remuneración del personal, en la Tabla 5 se observa que 
el 29.2 % de los encuestados indicó estar de acuerdo respecto a estos aspectos en la 1.ª Brigada Multipropó-
sito y de la Brigada de Protección de la Amazonía; mientras que, el 6.5 % indicó estar totalmente de acuerdo 
con esta cuestión. Por otro lado, el 3.4 % indicó estar totalmente en desacuerdo, un 8.9 % en desacuerdo y, 
finalmente, un 52.1 % señaló ser indiferente para la cuestión indicada. 

Es importante precisar que, hoy en día, la corrupción es considerada como una nueva amenaza contra la 
seguridad de una nación, la cual se ha insertado en la sociedad y en todos los sectores del estado, vulnerando 
todos los aspectos legales por cumplir. De allí la importancia de la Inspectoría General del Ejército como 
órgano encargado de las funciones de control, supervisión e investigación de los asuntos militares, operacio-
nales y disciplinarios en el ámbito de su competencia, en concordancia con la normatividad legal vigente. Por 
último, es importante resaltar que el personal militar se encuentra remunerado mediante escalas jerárquicas, 
de acuerdo con la ley y normas vigentes; esta remuneración se va incrementando conforme vayan obteniendo 
el grado inmediato superior, producto de su esfuerzo y dedicación. Dichos conceptos remunerativos se 
encuentran estandarizados a nivel de las Fuerzas Armadas.

Frecuencia

Válido Totalmente 
en desacuerdo 13

34

112

25

3.4

8.9

29.2

6.5

3.4

8.9

29.2

6.5

3.4

12.2

93.5

100.0

En desacuerdo
200 52.1 52.1 64.3Indiferente

384 100.0 100.0Total

De acuerdo
Totalmente 
de acuerdo

Porcentaje Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado
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Con relación a la dimensión Frecuencia y gravedad de fenómenos naturales, que comprende si el Ejército del 
Perú está adecuadamente equipado y preparado para ofrecer un oportuno y eficiente apoyo en acciones de 
evacuación, búsqueda, rescate, traslado y atención de heridos ante un sismo o un huayco con una adecuada 
capacidad administrativa, en la Tabla 6 se observa que el 21.9 % de los encuestados indicó estar de acuerdo 
respecto a estos aspectos en la 1.ª Brigada Multipropósito y de la Brigada de Protección de la Amazonía; 
mientras que el 6.5 % indicó estar totalmente de acuerdo con esta cuestión. Por otro lado, el 2.9 % indicó 
estar totalmente en desacuerdo, un 9.9 % en desacuerdo y, finalmente, un 58.9 % señaló ser indiferente para 
la cuestión indicada. 

Es importante precisar que un adecuado equipamiento y preparación de la fuerza permitirá el logro de las 
acciones militares de apoyo en los desastres naturales, así como una capacidad logística y administrativa 
adecuada; además, puede ofrecer un apoyo inmediato y oportuno en caso de producirse un huayco, desbor-
de de ríos, tsunamis, sismos o deslizamientos en algún lugar de la geografía peruana, por ello se cuenta con 
una preparación de manera permanente, mediante simulacros y demás ensayos, con la finalidad de encon-
trarse en la capacidad de reaccionar y brindar el apoyo inmediato.

En lo que respecta a las correlaciones, la tabla 7 resume los valores de correlación entre las variables, así como 
las dimensiones que la conforman donde se evidencia un alto nivel de influencia de las capacidades del Ejercito 
del Perú en hacerle frente a las nuevas amenazas a la seguridad nacional. Allí se muestra que los coeficientes 
de correlación de Rho de Spearman y de Pearson se obtuvo un valor calculado de 0,967 y 0.971 respectivamen-
te para dichas variables. Sobre estos aspectos se profundizará en el aparte de discusión de los resultados.

Tabla 7. 
Resumen de la correlación entre las variables 

CAPACIDADES DEL 
EJÉRCITO DEL PERÚ

Coeficiente de correlación

Sig. (bilateral)

N

0.967

0.028

384

0.971

0.038

384

EL EQUIPAMIENTO

Coeficiente de correlación

Sig. (bilateral)

N

0,898**

0.038

384

0.0886

0.032

384

EDUCACIÓN

Coeficiente de correlación

Sig. (bilateral)

N

0.961

0.021

384

0.897

0.031

384

LA INSTRUCCIÓN 
Y ENTRENAMIENTO

Coeficiente de correlación

Sig. (bilateral)

N

0,931

0.021

384

0.084

0.031

384
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NUEVAS AMEANZAS CONTRA 
LA SEGURIDAD NACIONAL

CORRELACIÓN DE 
RHO SPEARMAN

CORRELACIÓN
DE PEARSON

El objetivo de esta investigación fue determinar en qué medida las capacidades del Ejército del Perú influyen 
para afrontar las nuevas amenazas contra la seguridad nacional, con la finalidad de profundizar los conoci-
mientos existentes respecto a las capacidades del Ejército. A partir de los resultados obtenidos, se determinó 
que los Estados deben tener una fuerza militar preparada, tanto administrativa como operativamente; esto 
permitirá afrontar las amenazas que atenten contra la seguridad nacional de manera oportuna y eficaz, ya 



DISCUSIÓN

Para el estudio de la hipótesis general, sobre el nivel de correlación entre las variables, se obtuvo un valor 
correlacional de 0.967, valor que, de acuerdo con Rho de Spearman, reveló que existe un coeficiente de corre-
lación muy alto entre las capacidades del Ejército del Perú y las nuevas amenazas contra la seguridad nacio-
nal. Asimismo, al relacionar las tablas de medidas simétricas para el estudio de intervalos de Pearson, se 
obtuvo un valor de 0.971, en contraste con el valor de Spearman, de 0.967. Entonces, para un nivel de signifi-
cancia del 95 %, según el nivel de significancia 0.028, se rechazó la hipótesis nula y aceptó la hipótesis de 
trabajo, encontrando que las capacidades del Ejército del Perú influyen significativamente para afrontar las 
nuevas amenazas contra la seguridad nacional.

Respecto a los valores obtenidos al analizar los datos de análisis de la hipótesis general, es importante destacar 
lo señalado por el Ministerio de Defensa (2017), mediante la Directiva General (DG) N.° 05-2017-MINDEF-SG/-
VPD/DIGEPE/DIPPED, Planeamiento Estratégico del Sector Defensa en el Campo Militar 2017-2021, donde se 
afirmó que las capacidades del Ejército son producto de la integración de factores que facultan a emplear proce-
dimientos operativos para conseguir un efecto militar deseado en el nivel estratégico, operacional o táctico, con 
la finalidad de enfrentar amenazas, desafíos o preocupaciones en el cumplimiento de sus roles estratégicos.

Para el estudio de la primera hipótesis específica, sobre el nivel de correlación entre las variables, se obtuvo 
un valor de 0.898, resultado que, de acuerdo con el Rho de Spearman, evidenció que existe un coeficiente de 

sea como integrante de la primera respuesta en caso de desastres naturales o participando en las operacio-
nes de interdicción recuperando zonas depredadas en la lucha contra la minería ilegal; además de restablecer 
los servicios públicos esenciales, y participar en la restitución del proceso económico y social de nuestro país, 
es decir, continuar con el desarrollo nacional. Por este motivo se presenta esta propuesta de solución al 
problema planteado. En la Tabla 7 se puede observar que, para enfrentar el problema señalado, la dirección 
de logística, así como la de educación, deben realizar acciones a largo o mediano plazo para resolver el proble-
ma y afrontar, eficazmente, las nuevas amenazas contra la seguridad nacional. 

Tabla 8. 
Propuesta para enfrentar el problema de investigación. 

Capacidades 
del Ejército 

del Perú 
que influyen 
para afrontar 

las nuevas 
amenazas 
contra la 
seguridad 
nacional

Equipamiento Largo

Mediano

Mediano

Soporte logístico 
integrado

Plataformas, vehículos, 
maquinarias y sistemas

Dirección 
de logística

Dirección 
de educación

Dirección 
de educación

Personal especializado

Formación

Capacitación

Perfeccionamiento

Conocimientos

Renovación

Limitaciones de 
recursos

Educación

Instrucción y 
entrenamiento

Problema Medida Acción Responsable Plazo
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correlación alto entre el equipamiento y las nuevas amenazas contra la seguridad nacional. Asimismo, en el 
estudio de las tablas de medidas simétricas para el estudio de intervalos de Pearson, se obtuvo un valor de 
0.886, en contraste con el valor de Spearman, de 0.898. Entonces, para un nivel de significancia del 95 %, 
según el nivel de significancia del 0.038, se rechazó la hipótesis nula y se aceptó la hipótesis de trabajo, 
encontrando que el equipamiento del Ejército del Perú influye significativamente para afrontar las nuevas 
amenazas contra la seguridad nacional.

Respecto a la segunda hipótesis específica, sobre el nivel de correlación entre las variables, se obtuvo un valor 
de 0.901, valor que, de acuerdo con el Rho de Spearman, reveló que existe un coeficiente de correlación muy alto 
entre la educación y las nuevas amenazas contra la seguridad nacional. Asimismo, en el estudio de las tablas de 
medidas simétricas para el estudio de intervalos de Pearson, se obtuvo un valor de 0.897, en contraste con el 
valor de Spearman, de 0.901. Entonces, para un nivel de significancia del 95 %, según el nivel de significancia de 
0.021, se rechazó la hipótesis nula y se aceptó la hipótesis de trabajo, respecto a que la educación del Ejército 
del Perú influye significativamente para afrontar las nuevas amenazas contra la seguridad nacional.

Finalmente, para el estudio de la tercera hipótesis específica, sobre el nivel de correlación entre las variables, 
se obtuvo un valor de 0.931, valor que, de acuerdo con el Rho de Spearman, reflejó que existe un coeficiente 
de correlación muy alto entre la instrucción y entrenamiento y las nuevas amenazas contra la seguridad nacio-
nal. Asimismo, en el estudio de las tablas de medidas simétricas para el estudio de Pearson, se obtuvo un valor 
de 0.884, en contraste con el valor de Spearman, de 0.931. Entonces, para un nivel de significancia del 95 %, 
según el nivel de significancia de 0.021, se rechazó la hipótesis nula y se aceptó la hipótesis de trabajo, encon-
trándose que la instrucción y entrenamiento del Ejército del Perú influye significativamente para afrontar las 
nuevas amenazas contra la seguridad nacional.

Estos resultados se pueden contrastar con los señalados por Cavero (2016), quien señaló que la gestión de 
responsabilidad social en el Ejército contribuye al desarrollo nacional y mitiga los efectos antes los desastres 
naturales, precisando que hay una relación muy estrecha entre la gestión de responsabilidad social en el Ejército 
y la mitigación de los efectos ante los desastres naturales. Adicionalmente, Pontón (2016) realizó una investiga-
ción bajo tres ejes temáticos (medioambiente, seguridad y Fuerzas Armadas), vinculándolos entre sí y contextuali-
zándolos en la realidad nacional, analizando los riesgos y amenazas tradicionales y no tradicionales, además de 
sus principales manifestaciones en el mundo y en el Ecuador; concluyendo que el problema medioambiental no 
puede ser desatendido por implicar la existencia de la humanidad, a cuya conservación se deben dirigir todos los 
esfuerzos, principalmente los que puede brindar la máxima seguridad de los Estados: las Fuerzas Armadas. Los 
resultados de esta investigación fueron similares a los estudios señalados, debido a que existe una correlación 
positiva muy alta entre las capacidades del Ejército del Perú y las nuevas amenazas contra la seguridad nacional.

CONCLUSIONES

Acerca de la hipótesis general, respecto a si las capacidades del Ejército del Perú influyen significativamente 
para afrontar las nuevas amenazas contra la seguridad nacional, esta fue corroborada y aceptada al ser 
contrastada con la hipótesis alterna. En ese sentido, una mayoría significativa de los encuestados expresaron 
la necesidad de renovar o completar el equipamiento de ambas grandes unidades; gestionar la formación, 
capacitación y perfeccionamiento del personal militar para afrontar el reto de las nuevas amenazas, y optimi-
zar la instrucción y entrenamiento en los diferentes casos referidos a las nuevas amenazas, como los desas-
tres naturales y la minería ilegal. Mejorar estas capacidades permitiría al Ejército del Perú contar con una 
fuerza operativa idónea para enfrentar las nuevas amenazas contra la seguridad nacional. 
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Problema

Con respecto a la primera hipótesis específica, relacionada con si el equipamiento del Ejército del Perú influye 
significativamente para afrontar las nuevas amenazas contra la seguridad nacional, esta fue corroborada y 
aceptada al contrastarla con la hipótesis alterna. En este sentido, estadísticamente, una mayoría significativa 
de los encuestados determinaron, en lo referente a equipamiento, que existe la necesidad de contar con un 
adecuado soporte logístico compuesto de equipos, vehículos y maquinaria moderna, así como de personal 
especializado. Asimismo, se estableció la necesidad de realizar un constante mantenimiento de los equipos y, 
en algunos casos, renovarlos. Finalmente, se estableció que se debe dar impulso a la capacitación del perso-
nal, a fin de mejorar sus habilidades y conocimientos, ya que esto permitirá afrontar eficientemente las 
nuevas amenazas contra la seguridad nacional.

Acerca de la segunda hipótesis específica, sobre si la educación del Ejército del Perú influye significativamen-
te para afrontar las nuevas amenazas contra la seguridad nacional, esta fue corroborada y aceptada, recha-
zando la hipótesis alterna. A partir de ello, se encontró que, según la dimensión educación, existe la necesi-
dad de una constante formación moral, física e intelectual del personal, basada en el establecimiento de 
valores y virtudes que hagan de su accionar un ejemplo digno de imitar. Asimismo, se evidenció la necesidad 
de impulsar una mayor y mejor capacitación del personal, con la finalidad de alcanzar el perfeccionamiento 
de las técnicas y especialidades que poseen.

Finalmente, acerca de la tercera hipótesis específica, respecto a si la instrucción y entrenamiento del Ejército 
del Perú influyen significativamente para afrontar las nuevas amenazas contra la seguridad nacional, esta fue 
corroborada y aceptada, rechazando la hipótesis alterna; por lo cual, se estableció que, la instrucción y entre-
namiento son importantes, ya que influyen en el desempeño del personal militar en las operaciones y accio-
nes militares; por ello, estos aspectos deben realizarse de manera responsable, con profesionalismo, entrega 
y compromiso. Asimismo, se evidenció la necesidad de tener una fuerza militar con preparación técnica, 
táctica y con entrenamiento especializado, además de contar con los recursos económicos que le permitan 
disponer de equipamiento moderno y de última tecnología. Si el Ejército cuenta con todas sus capacidades, 
este podría actuar de manera eficiente contra las amenazas que se presenten.

RECOMENDACIONES

A partir de los resultados obtenidos, se recomienda que los Comandantes Generales de la 1.ª Brigada Multi-
propósito y de la Brigada de Protección de la Amazonía gestionen ante el Comandante General de la II y III 
División de Ejército lo siguiente:
 
      • Renovación o completamiento del equipamiento de esas dos GG. UU. responsables de afrontar las nuevas 

amenazas contra la seguridad. Asimismo, gestionar la formación, capacitación y perfeccionamiento del 
personal militar para afrontar el reto de las nuevas amenazas; optimizar la instrucción y entrenamiento en 
los diferentes casos referidos a las nuevas amenazas, como los desastres naturales y la minería ilegal, 
entre otros, e impulsar estos cambios. Modificar estos aspectos permitirá al Ejército del Perú tener una 
fuerza operativa idónea para enfrentar las nuevas amenazas contra la seguridad nacional. 

       • Mejoramiento de estas dos GG. UU. con equipos, vehículos, maquinaria moderna y personal especializa-
do; impulsar el mantenimiento de los equipos y vehículos, proponiendo en algunos casos la renovación 
del material obsoleto y desgastado; impulsar la capacitación del personal, a fin de mejorar sus habilida-
des y conocimientos. El logro de estas acciones tiene como finalidad, contar con un adecuado soporte 
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logístico y una fuerza operativa capacitada para ofrecer un oportuno y eficiente apoyo a la población, en caso 
de que ocurriera alguna nueva amenaza contra la seguridad nacional. 

     • Incluir en el planeamiento de la Dirección de Educación y Doctrina aspectos sobre educación, capacita-
ción y perfeccionamiento del personal militar. Esto tiene por finalidad actualizar e incrementar los 
conocimientos especializados del personal, que permitan afrontar con eficacia las nuevas amenazas 
contra la seguridad nacional. 

      • Incluir en el planeamiento de la Dirección de Educación y Doctrina, la actualización o reformulación de 
la instrucción y entrenamiento del personal militar, en aspectos relacionados con la participación del 
Ejército, en caso de que ocurriera una amenaza contra la seguridad nacional en sus diversas modalida-
des; esto con la finalidad de proporcionar al personal militar los conocimientos especializados como 
primeros auxilios en situaciones de desastres, normatividad legal, trabajo multisectorial, acciones en 
caso de disturbios civiles, acciones en caso de hurto y pillaje, uso adecuado de la fuerza, acciones contra 
material incautado, contra personas detenidas, etc.
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Resumen

-

1    Magíster en Desarrollo y Defensa Nacional, CAEN

Efectos de la migración 
venezolana en la 

seguridad ciudadana 
de Lima Metropolitana

Effects of venezuelan 
migration on citizen security 

in Metropolitan Lima

Esta investigación tuvo como objetivo identificar las razones que han llevado a que la migración venezolana en 
el Perú genere impacto en la seguridad ciudadana de Lima Metropolitana, así como entender las vivencias de 
los migrantes venezolanos y valorar el accionar de la Policía Nacional para hacer frente a la inseguridad ciuda-
dana. Asimismo, esta investigación fue de tipo descriptiva y empírica, enfoque cualitativo, y el método utilizado 
fue la etnometodología. El diseño fue de tipo no experimental y transversal. La población estuvo constituida 
por los efectivos policiales y la ciudadanía en general; mientras que la muestra estuvo conformada por los 
efectivos policiales que laboran en el área de extranjería y divisiones de la Dirección de Investigación Criminal 
y, adicionalmente, ciudadanos que habitan en Lima Metropolitana. Las técnicas e instrumentos de recolección 
de datos fueron la revisión documental y entrevista, y el cuestionario, respectivamente. Finalmente, para el 
análisis de datos, se utilizó el programa Atlas-Ti. Se concluyó que la migración genera transiciones demográficas 
que afectan las tasas de criminalidad, ya que a medida que aumenta el flujo de migrantes, se incrementa la 
proporción de la población que cuenta con un perfil propenso al delito; a su vez, las tasas delictivas de victimi-
zación y percepción de inseguridad ciudadana se ha incrementado en el país a raíz del éxodo masivo de venezo-
lanos, generando impacto y zozobra en la sociedad nacional.
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La migración no debe ser contextualizada como un problema social, sino como un fenómeno agudizado por la 
globalización, la cual se produce para mejorar las condiciones de vida. De acuerdo con la Asamblea General de 
las Naciones Unidas (1948), la Declaración Universal de los Derechos Humanos indica que migrar es un derecho 
fundamental de todos los seres humanos, ya que implica el uso de su libertad; sin embargo, es preciso destacar 
que el país de destino no tiene la obligación de aceptar al migrante, siendo esta cuestión lo que ha originado 
controversia a nivel internacional. Las migraciones trasnacionales son un fenómeno difícil de entender, ya que 
implica factores sociales, políticos y económicos que, en los últimos años, han obtenido el más alto nivel de la 
historia: en la actualidad existen alrededor de 200 millones de migrantes, que viven fuera de su país de origen, 
a nivel mundial, siendo España el país europeo que ha recibido mayor cantidad de migrantes.

En la actualidad, el tráfico ilícito de drogas se ha acrecentado, siendo este tipo de actividades ilícitas cada vez 
más complejas, originando que las redes criminales quieran abarcar mayores territorios, situación que conlleva 
a que las autoridades de diversos países adopten medidas urgentes que restrinjan la migración —como en el 
caso de Estados Unidos—, con la finalidad de neutralizar el tráfico de drogas. 

Si bien es cierto, las razones de la migración se orientan a mejorar la calidad de vida de las personas y obtener 
mejores oportunidades de trabajo o estudio, entre otros; sin embargo, no se puede ser ajeno a que la realidad 
inmigratoria que registra otros fines, como la delincuencia y el crimen organizado trasnacional, requiere una 
observación e investigación mucho más profunda. Entonces, las migraciones no se producen solo por necesi-
dad, sino también para delinquir, situación que incide gravemente en la seguridad de los países receptores. 

PALABRAS CLAVE: SEGURIDAD CIUDADANA, 
MIGRACIÓN, PERCEPCIÓN, VICTIMIZACIÓN.

KEYWORDS: CITIZEN SECURITY, 
MIGRATION, PERCEPTION, VICTIMIZATION.

Abstract

Introducción

The objective of this research was to identify the reasons that have led to the impact of Venezuelan migration 
in Peru on citizen security in Metropolitan Lima, as well as to understand the experiences of Venezuelan 
migrants and to assess the actions of the National Police to address citizen insecurity. Likewise, this research 
was descriptive and empirical, with a qualitative approach, and the method used was ethnomethodology. The 
design was non-experimental and transversal. The population consisted of police officers and citizens in 
general, while the sample was made up of police officers working in the area of immigration and divisions of the 
Criminal Investigation Department and, additionally, citizens living in Metropolitan Lima. The data collection 
techniques and instruments were direct observation, interview and document review, and the questionnaire. 
Finally, the Atlas-Ti program was used for data analysis. It was concluded that migration generates demogra-
phic transitions that affect crime rates, since as the flow of migrants increases, the proportion of the population 
with a crime-prone profile increases; in turn, crime rates of victimization and perception of citizen insecurity 
have increased in the country as a result of the massive exodus of Venezuelans, generating impact and anxiety 
in the national society. 
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En este sentido, cabe precisar que, durante los siglos XIX y XX, Venezuela fue uno de los países que recibió mayor 
cantidad de migrantes, puesto que presentaba auge económico; sin embargo, esta situación cambió durante el 
mandato de Hugo Chávez, lo que desencadenó la migración de millones de venezolanos. Al respecto, Castillo y 
Reguant (2017) indican que, actualmente, alrededor de dos millones y medio de venezolanos se encuentran fuera 
de su país de origen, esto a consecuencia de la instauración política autoritaria y dictatorial, inestabilidad econó-
mica y alteración social. 

La Superintendencia Nacional de Migraciones (2019) indica que, en el Perú, se ha registrado el ingreso de 
700,000 venezolanos; de ellos, alrededor de 500,000 cuentan con el permiso temporal correspondiente, lo que 
les permite realizar diversos trabajos sin ningún inconveniente. Sin embargo, esta cifra no contempla a los 
venezolanos que ingresaron al país de forma ilegal, cantidad que bordearía el millón.

Por otro lado, hoy en día se puede observar en las noticias que los ciudadanos se quejan del incremento incesante 
de la criminalidad, a la vez que denuncian el desinterés y nulo accionar de los encargados de la represión y 
combate de esta problemática, conllevando a que el 96 % de la población, según los resultados del Instituto 
Nacional de Estadística e Informática (2019), tenga una sensación de inseguridad relacionada con la criminalidad 
común y callejera. 

Así, la seguridad ciudadana que vive el país, especialmente Lima Metropolitana, se ha visto alterada en las últimas 
dos décadas; sin embargo, con el ingreso de los venezolanos, esta situación se ha agudizado, sobre todo si se 
tiene en cuenta que al comienzo no se les solicitaba pasaporte ni reportes de Interpol, por lo tanto, muchos de 
estos migrantes registraban antecedentes policiales en su país y, al llegar al Perú, se fusionaron con delincuentes 
peruanos formando organizaciones criminales que han generado un marcado clima de inseguridad. Adicional-
mente, es necesario señalar que esta sensación de inseguridad se ha acrecentado en el país, al evidenciar una 
activa participación de algunos ciudadanos venezolanos en actos delincuenciales, quienes inclusive tienen mejor 
pericia que los peruanos en el manejo de armas a la hora de perpetrar un ilícito penal. 

Respecto a esta problemática, y para fines de la presente investigación, se revisaron estudios que se relacionaran 
con la seguridad ciudadana y la migración venezolana en el Perú. Uno de estos fue el de Malaver (2017), quien 
indicó que, durante la vigencia del estado de emergencia en el Callao durante diciembre del 2015 y el 15 de 
octubre del 2016, el índice delictivo disminuyó en un 42 %, mientras que los homicidios se redujeron en un 27 %, 
lo que demostró la mejora considerable al disponerse este régimen de excepción en el Callao.

Por otro lado, se tomó en cuenta el estudio de Jiménez (2017), quien indicó que, en el trascurso de los años, el 
Perú se ha ido constituyendo como un lugar de destino; sin embargo, persisten características de una zona de 
tránsito, y los flujos migratorios hacen inferir que el país se convertirá en un lugar de destino para los migrantes, 
por lo cual, debe implementar normas migratorias que ayuden a crear un mecanismo de ingreso, como el permiso 
temporal de permanencia (PTP), a fin de integrar a los venezolanos en la sociedad peruana. Por su parte, Espinoza 
y Oré (2017) realizaron una investigación respecto a los factores socioeconómicos y su influencia en la calidad de 
vida de los jóvenes venezolanos migrantes, en el que se concluyó que tanto aspectos sociológicos como económi-
cos influyen en la mejora de la calidad de vida de los venezolanos. 

Con base a la problemática indicada, esta investigación se enfocó en conocer las razones que han conllevado a 
que la migración venezolana genere impacto en la seguridad ciudadana de Lima Metropolitana; además, se buscó 
entender las vivencias de los migrantes venezolanos y valorar el accionar de la Policía Nacional para hacer frente 
a la inseguridad ciudadana. 
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MIGRACIÓN

Actualmente, la sociedad se encuentra en un mundo globalizado, donde el eje, principalmente, es el factor econó-
mico, ya que este permite cubrir las necesidades individuales y colectivas. Por ello, cuando un país se encuentra 
inestable a nivel político y económico, la población contempla otras opciones para superarse y satisfacer sus 
necesidades, siendo una de estas migrar a otro país con el objetivo de prosperar.

De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (2020), la migración 
es una acción que permite el “crecimiento e innovación, y puede contribuir de manera significativa al desarrollo 
sostenible y la reducción de las desigualdades tanto dentro como entre los países” (p. 8). Entonces, la migración 
permite el avance de las sociedades, pero esta no siempre se evidencia de forma positiva, ya que el desplazamien-
to de las personas puede conllevar a que surjan problemas sociales, demográficos, económicos, entre otros, lo 
que repercute en la noción de la población del país destino respecto a los migrantes. 

La Organización Internacional para las Migraciones (2015) indica que, en la actualidad, la migración se produce, básica-
mente, hacia las zonas urbanas, puesto que, en estas áreas, es donde se concentran las mayores oportunidades para 
que los migrantes, y la sociedad en general, subsista y pueda autorrealizarse. Sin embargo, la alta tasa de migración 
actual ha originado nuevos retos para las autoridades del país destino, ya que “el crecimiento de las ciudades ejerce una 
considerable presión en términos de infraestructura, medioambiente y entramado social de la ciudad” (p. 4). 

En este sentido, Guizardi (2016) indica que la globalización es un aspecto crucial respecto a la migración, ya que 
permite la evolución de la sociedad, reflejando la reproducción de la economía capitalista; sin embargo, esta tiene 
múltiples restricciones, lo que conlleva a que los migrantes sean conceptualizados como un factor que influye 
negativamente en la sociedad, principalmente en el ámbito de la seguridad. Por ello, es necesario que las políticas 
públicas se orienten a cubrir las nuevas necesidades de la sociedad, tanto de los migrantes como de la población 
local. Sin embargo, a consecuencia de la poca preparación de los países destino respecto a la población migrante, 
esta debe establecerse en zonas peligrosas o precarias que afectan su calidad de vida, además de tener acceso 
limitado a recursos; siendo estos aspectos lo que conllevan a que, en algunos casos, los migrantes realicen activi-
dades informales o delictivas, con el objetivo de cubrir sus necesidades.

SEGURIDAD CIUDADANA

Una de las necesidades más importantes de la sociedad es la seguridad, en especial la ciudadana, ya que es una de 
las cuestiones más complejas a cubrir por parte de las autoridades, debido a que tiene la finalidad de garantizar la 
coexistencia pacífica, tranquila y segura para la sociedad, enfocando las políticas públicas en neutralizar la inciden-
cia de crimen y delincuencia a nivel nacional; sin embargo, actualmente, esta no se cubre a cabalidad en las nacio-
nes, conllevando a que la inseguridad ciudadana represente uno de los problemas más importante a nivel mundial.

Paez, Peón y Ramírez (2018) señalan que, en Latinoamérica, el crecimiento de la población ha repercutido negati-
vamente en la seguridad ciudadana, puesto que ha generado un aumento de los delitos, incrementando la tasa 
de homicidios y violencia criminal, lo cual genera miedo e incertidumbre en la ciudadanía, a la vez que produce 
una sensación de inseguridad en la población en general. De acuerdo con Ramírez (2018), para contrarrestar 
estos efectos negativos, uno de los principales aspectos a considerar por las autoridades es brindar una migra-
ción segura, regulada y ordenada, con el fin de filtrar el tipo de personas que ingresan al país de destino y salva-
guardar la seguridad nacional.

A
rt

íc
ul

os
 d

e 
in

ve
st

ig
ac

ió
n

26

Vol. 1, Nº 4, Julio - Octubre 2020    https://bit.ly/3532uVU



Entonces, uno de los factores que ha influenciado en el aumento de la inseguridad es la migración masiva. Al respec-
to, Cuevas (2018) señala que, en el Perú, la sociedad relaciona la inseguridad ciudadana con la migración masiva 
venezolana, ya que a partir de su llegada el índice de criminalidad ha aumentado significativamente en el país. Esta 
problemática conlleva a que la población aplique fronteras simbólicas con los ciudadanos venezolanos, restringien-
do su acceso a oportunidades e impidiéndoles prosperar en el país de destino. Por ello, es necesario que las autori-
dades elaboren políticas públicas óptimas, y que estas se implementen eficientemente, con la finalidad de garantizar 
el desarrollo de la sociedad migrante y nacional, además de mantener el orden interno en el país en cuestión.

MATERIALES Y MÉTODOS

La investigación fue de tipo descriptiva y empírica, ya que se enfocó en conocer las razones que han conllevado 
a que la migración venezolana al Perú genere impacto en la seguridad ciudadana de Lima Metropolitana; por ello, 
tuvo enfoque cualitativo y el método utilizado fue la etnometodología, este estudia los fenómenos sociales que 
son incorporados a todos los discursos y acciones a través del análisis del accionar de los seres humanos. Mien-
tras que, respecto al diseño de investigación, esta fue no experimental y transversal, ya que se describieron las 
variables analizadas (migración y seguridad ciudadana) en un momento dado. 

La población estuvo constituida por los efectivos policiales y la ciudadanía en general; mientras que la muestra 
estuvo conformada por los efectivos policiales que laboran en el área de extranjería y aquellos que realizan 
labores de investigación en las distintas divisiones de la Dirección de Investigación Criminal y, adicionalmente, 
ciudadanos que habitan en Lima Metropolitana. Las técnicas de recolección de datos para esta investigación 
fueron la observación directa, entrevista y revisión documental; mientras que, respecto a los instrumentos para 
acopiar la información, se elaboró una ruta detallada de búsqueda de información y se utilizó el cuestionario. 
Cabe destacar que no se presentaron obstáculos para obtener la información necesaria para alcanzar los objeti-
vos planteados. Finalmente, para el análisis de datos se utilizó el programa Atlas-Ti, en especial en lo relacionado 
con la investigación de enfoque cualitativo.

RESULTADOS Y DISCUSIÓN

Para tener mayor orden de análisis, se aplicaron entrevistas a los expertos en temas de migración e inseguridad 
ciudadana, así como a los ciudadanos de Lima Metropolitana; además, se analizaron los datos estadísticos 
proporcionados por el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) y la Policía Nacional; además de 
realizar un análisis documental de los datos del Instituto de Democracia y Derechos Humanos de la Pontifica 
Universidad Católica y la Policía Nacional. Estos datos fueron organizados de acuerdo con cuatro macrocatego-
rías: deficiente gestión de las autoridades migratorias, inseguridad ciudadana, impacto en la comunidad del 
accionar violento de los ciudadanos venezolanos y problema social. De estos, se identificaron los elementos que 
influyen en cuestiones de seguridad ciudadana y la migración de venezolanos. 

a) Deficiente gestión migratoria de las autoridades

De la triangulación de los elementos identificados en esta macrocategoría, con base en las entrevistas, análisis estadís-
tico, opinión ciudadana y revisión documental realizados, se pudo observar que la migración venezolana se ha 
incrementado de manera considerable, debido a una deficiente gestión migratoria de las autoridades competentes. 

En enero del 2017, la Superintendencia Nacional de Migraciones implementó una primera etapa de regularización 
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migratoria, la cual se enfocaba en formalizar la estadía de todo extranjero en suelo nacional, ya que el Gobierno 
del Perú observó un creciente ingreso de migrantes, principalmente venezolanos, y que la medida de suspensión 
de Venezuela del Mercosur el 1 de diciembre del 2016 exponía a esta población a carecer de los beneficios de la 
Visa Mercosur para una estadía regular. A partir de ello, se estableció que a través del Decreto Supremo N.° 
001-2017- IN, publicado en el Diario Oficial El Peruano (2017), se otorgue la permanencia temporal para garanti-
zar los derechos de personas extranjeras —madres/padres de hijos/as peruanos/as menores de edad o hijos/as 
mayores con discapacidad permanente—; mientras que, mediante el D. S. N.° 002-2017-IN, también publicado en 
el Diario Oficial El Peruano (2017), se hace extensiva esta permanencia temporal para ciudadanos venezolanos 
que hayan ingresado legalmente al Perú hasta el 2 de febrero del 2017. Posteriormente, mediante el D. S. N.° 
023-2017-IN, publicado en el Diario Oficial El Peruano (2017), se aplicó la segunda etapa, con la cual se amplió el 
beneficio para los venezolanos que siguieron ingresando legalmente luego del 2 de febrero hasta el 31 de julio del 
2017. Estas medidas brindaron una regulación migratoria llamada permiso temporal de permanencia (PTP), 
documento que acredita la situación migratoria regular y habilita al beneficiario a desarrollar actividades bajo el 
marco de la legislación peruana, como trabajar, estudiar, poner un negocio y tener un número de Registro Único 
de Contribuyentes (RUC). 

Sin embargo, los decretos supremos indicados no brindaron “facilidades”, como se les quiere hacer ver, sino todo 
lo contrario, ya que fueron, en estricto, un cumplimiento y reconocimiento de los derechos que todo migrante 
posee y que todo Estado debe salvaguardar. Entonces, el permiso temporal de permanencia (PTP) atiende a una 
población migrante como la venezolana, la cual se encuentran en situación de vulnerabilidad, reconociendo los 
motivos de fuerza mayor que los hace migrar de su país de origen, puesto que no los animan motivos turísticos ni 
de diversión, siendo el PTP una medida que pretendía adaptarse a la urgencia de esta población migrante respec-
to a laborar para sobrevivir y, a su vez, evitar que sucumba a condiciones de ilegalidad favorables para la trata de 
personas, explotación laboral o extorsión, pudiendo ello volverse un problema público para el Estado. 

Adicionalmente, se promulgó el Decreto Supremo N.° 001-2018-IN publicado en el Diario Oficial El Peruano 
(2018), mediante el cual se aprobó los nuevos lineamientos para el otorgamiento del PTP por un año a venezola-
nos que ingresaron desde el 1 de agosto del 2017 hasta el 31 de diciembre del 2018, esto a raíz de que, desde 
agosto, el ingreso de venezolanos quedó bajo la calidad de turistas sin posibilidad de trabajar con legalidad. Esta 
medida migratoria del PTP guarda consonancia con la política exterior del Perú, la cual fue duramente cuestiona-
da por el Gobierno de Venezuela por sus actitudes hostiles hacia su población y condenó la ruptura del orden 
democrático, por ello, en marzo del 2017 se retiró al embajador de Perú en Caracas y, en agosto, se expulsó al 
embajador de Venezuela en Lima. Por lo tanto, reconocer y apoyar los derechos de los venezolanos migrantes 
hace congruente el discurso a nivel político con acciones a nivel social.

b) Inseguridad ciudadana

De la triangulación de los elementos identificados respecto a esta macrocategoría, por medio de entrevistas, 
análisis estadístico, opinión ciudadana y revisión documental, se encontró que la presencia masiva de ciudadanos 
venezolanos ha repercutido de forma alarmante en los indicadores de incidencia delictiva en Lima, tanto en lo que 
respecta a la victimización, como a la percepción. Al respecto, la Dirección Nacional de Investigación Criminal 
(Dirincri, 2019), señala que los delincuentes venezolanos son “extremadamente violentos y temerarios” y se 
“jactan de sus crímenes”. Estas características peculiares de la población migrante indicada, han generado un 
marcado temor en la población, que cada día se siente más vulnerable y con temor de salir a las calles, puesto que 
se siente víctima potencial de los delincuentes extranjeros (venezolanos). Cabe destacar que, en los últimos 
meses, la Dirincri (2019) ha desarticulado más de 20 bandas integradas por venezolanos, siendo una de estas la 
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organización criminal “El Tren de Aragua”, conformada por cinco extranjeros premunidos de armas y granadas, 
quienes se encontraban listos para asaltar el centro comercial Plaza Norte, ubicado en el distrito de Los Olivos. 
De la revisión de los registros de denuncias que obran en la División de Robos de la Dirección de Investigación 
Criminal, se advirtió la comisión de diversos ilícitos penales, de cuyos casos resaltan los siguientes:

       • El 22 de junio del 2018, diez delincuentes venezolanos, armados con ametralladoras y combazos, asaltaron la joyería 
Casa Banchero, ubicada en el interior del Centro Comercial Jockey Plaza, distrito de Surco, burlando la seguridad del 
referido mall, causando pánico en el lugar. Estos delincuentes se llevaron una suma aproximada de 200,000 
dólares y, tras el asalto, los delincuentes se enfrentaron a balazos con dos agentes de seguridad del centro comer-
cial. De los diez criminales, cuatro fueron detenidos, pero otros continúan en la lista de buscados de la PNP.

      • En agosto del 2019, delincuentes venezolanos ingresaron a robar al local de iShop, vestidos como miembros 
de seguridad. Para lograr su fechoría, maniataron a los trabajadores y a un vigilante; tras perpetrar el robo, 
fugaron del lugar haciendo disparos al aire.

      • Otra organización criminal conformada íntegramente por venezolanos y que, por imponer hegemonía en accio-
nes de tráfico ilícito de drogas en San Martin de Porres, ordenaron la muerte y posterior descuartizamiento 
del ciudadano venezolano Rubén Matamoros Delgado y del peruano Jafet Torrico Jarasu, causando gran 
conmoción en el país, así como el repudio a los venezolanos, ya que para hacerse visibles cercenaron los 
cuerpos y los distribuyeron en diferentes partes de Lima, enviando un mensaje subliminal de su peligrosidad 
y que no tienen ningún respeto por la vida humana; al final de las investigaciones, fueron detenidos los 
venezolanos Alexander Salazar Álvarez; Verónica Andreina Montoya Araujo; Abraham Alberto Perozo Borjas 
(a) “Guasón”, Angelbert Alejandro Díaz y Jacksiver Jhoaury Salcedo Campos, encontrándose como no habido 
Jonathan Donayre y el cabecilla apodado “Machelo”, quien dio la orden del asesinato, a la vez que contrató a 
sus paisanos para desaparecer los cuerpos descuartizados de Matamoros y Torrico. Es necesario destacar 
que Rubén Matamoros Delgado había sido expulsado del país, sin embargo, volvió a ingresar como ilegal, 
debido a la precariedad de los controles migratorios, y terminó siendo asesinado salvajemente. 

La característica principal de los hechos indicados es que los criminales de nacionalidad venezolana actúan con 
total crueldad, enseñan el rostro, no tienen ningún reparo por la vida humana y portan armas de guerra.

Tipo de delito Cantidad

Violencia familiar 1,601
Hurtos 852
Robos 460
Contra la vida, el cuerpo y la salud 1.210
Contra la seguridad pública 260
Contra la libertad 135
Contra la administración pública 47
Acoso 21
Contra la fé pública 17
Infracción a la ley penal 13
Peligro común 10
Contra la familia 8
Delitos informáticos 7
Chantaje 5

Tabla 1. 
Delitos o faltas cometidas por ciudadanos venezolanos
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Ambientales 1
Contra los derechos de autor 1
Contra la administración de justicia 1
Otros 251

4,938Total

Nota. Dirección Nacional de Investigación Criminal (2019) 

Nota. INPE (2019)

Durante el 2016 y setiembre del 2019, se presentaron alrededor de 5,767 denuncias contra venezolanos; esta cifra 
representó el 55 % de denuncias contra extranjeros, la mayoría de ellas por violencia familiar, delitos contra el 
patrimonio, lesiones y homicidios, entre otros, tal como se observa en la Tabla 4. Los delitos contra el patrimonio 
son los que se cometen con mayor frecuencia, resaltando el hurto con un 65 % de incidencia, y el robo, con el 19 
%. En lo concerniente a delitos contra la vida, el cuerpo y la salud, se denunciaron 10 homicidios, 1 feminicidio y 
4 tentativas de feminicidio (Dirección Nacional de Investigación Criminal, 2019).

c) Impacto del accionar violento de los ciudadanos venezolanos en la comunidad 

De la triangulación de los elementos identificados respecto a esta macrocategoría, y con base en entrevistas, 
análisis estadístico, opinión ciudadana y revisión documental, se advirtió que la presencia masiva de ciudadanos 
venezolanos viene generando un fuerte impacto en la población, por su marcada agresividad, la falta de respeto 
por la vida humana y por lo sanguinario de su actuación criminal, toda vez que utilizan armas de guerra. Esta 
situación se corroboró con la información proporcionada por el Instituto Nacional Penitenciario (INPE), que 
indica que en agosto del 2019 había un total de 92,875 personas privadas de su libertad, de las cuales 91,021 son 
peruanos y 1,854 extranjeros; de estos, 312 son venezolanos, más de la mitad de estos por robo agravado.

País de origen

Venezolanos 372

Otras 
nacionalidades 1,542

1,854Total

Cantidad de extranjeros privados de su 
libertad internados en los penales a nivel nacional

En la Tabla 6 se presenta la cantidad de venezolanos privados, siendo estos un total de 372, lo cual supera a la de 
los colombianos y ecuatorianos, que, hasta antes de la masiva migración venezolana, eran un porcentaje signifi-
cativo de la población penitenciaria peruana; sin embargo, esta cifra se ha incrementado exponencialmente a 
partir del 2017, año en el que solamente había 37 venezolanos presos. Cabe destacar que la cantidad de venezola-
nos que delinquen no es mayor a la de los ciudadanos peruanos que realizaron esta misma acción; no obstante, 
en percepción están ocasionado un gran daño por el modus operandi y por la forma cómo actúan, puesto que su 
accionar es demasiado violento.

Tabla 2. 
Cantidad de extranjeros privados de su libertad internados en los penales a nivel nacional 
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d) Problema social

De la triangulación de los elementos que se identificaron respecto a la macrocategoría de problema social, con 
base en entrevistas, análisis estadístico, opinión ciudadana y revisión documental, se observó que la presencia 
masiva de ciudadanos venezolanos en el Perú se debe a que Venezuela es considerada en la actualidad como el 
país con el peor desempeño económico en el mundo, motivo por el cual el 87 % de los hogares venezolanos está 
en la pobreza y 8.1 millones de habitantes comen dos o menos comidas al día, según la última encuesta sobre 
condiciones de vida.

Además, en medio de la oleada de protestas contra el Gobierno de Nicolás Maduro, al menos 12,715 personas han 
muerto. En ese orden de ideas, es necesario precisar que los profesionales optaron por migrar hacia países como 
España, Estados Unidos, Chile, entre otros, los cuales se encuentran bien posicionados económicamente. Mien-
tras que, los ciudadanos de clase media para abajo, e inclusive elementos de mal vivir, empezaron a migrar al 
Perú, ingresando desde el 2015 sin ningún control y tan solo con su Cédula de Identidad, lo que generó problemas 
sociales, especialmente relacionados con la inseguridad ciudadana. 

La masiva presencia de ciudadanos venezolanos, que bordea prácticamente el millón, ha generado un problema 
social grave, tanto en lo económico como en salud y educación. En el primer aspecto, se incrementó el número de 
trabajos informales, ya que hoy en día en cada esquina de las principales avenidas se encuentran más venezola-
nos que peruanos trabajando de forma ambulante o informal, a la vez que algunos negocios o empresas han 
contratado a venezolanos con una retribución menor al sueldo mínimo, sin seguro de salud ni con los recursos 
económicos necesarios para pagar una consulta en una clínica particular. 

Con base en esto último, los migrantes venezolanos han optado por asistir masivamente a los hospitales y centros de 
salud pública, inclusive han solicitado el Seguro Integral de Salud (SIS), lo que ha generado una mayor tugurización de 
estos nosocomios y centros asistenciales, que antes de esta masiva inmigración, operativamente, no se daban abasto 
y hoy, con la gran presencia de venezolanos, la situación se ha agudizado. Con respecto a la educación, conforme los 
registros de la Superintendencia Nacional de Migraciones (2019), a la fecha hay más de 100,000 niños en edad escolar 
que han ingresado al país, de los cuales el 57 % se encuentra en Lima Metropolitana. Consecuentemente, estos niños 
tienen la necesidad de acceder a un colegio público, motivando que las vacantes para acceder a estos centros educati-
vos sean copadas en su mayoría por hijos de venezolanos, dejando de lado a los peruanos. 

La economía, la salud y la educación tienen atención prioritaria por parte del Estado, por ello, cuentan con un 
presupuesto asignado para cada ejercicio fiscal; sin embargo, con la presencia de los venezolanos, este presu-
puesto se ha vuelto insuficiente. Por este motivo, en la última reunión de las Naciones Unidas, el presidente 
Martín Vizcarra solicitó la suma de 200 millones de dólares para atender las demandas de los ciudadanos venezo-
lanos. Cabe precisar que, para poder quedarse en el país, los ciudadanos venezolanos deben obtener el permiso 
temporal de permanencia (PTP), el cual ha agravado la situación laboral de los peruanos, ya que permite a los 
venezolanos ingresar con legalidad al ámbito laboral, sin que se vulnere su condición de extranjeros, entrando a 
la competencia laboral en las mismas condiciones legales que los nacionales. 

Esta situación, aunada a la precariedad laboral que afecta indistintamente a peruanos y venezolanos, al emplear 
trabajadores sin contrato o al despedirlos arbitrariamente sin beneficios ni pagos, generó un serio problema 
laboral; no obstante, es menester resaltar que existe evidencia de ciudadanos venezolanos que vienen denun-
ciando a empleadores peruanos por estafa, al hacerlos trabajar sin pagarles el salario acordado. Entonces, los 
migrantes venezolanos están quitando el trabajo a los peruanos; los empresarios peruanos despiden a sus 
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compatriotas y contratan preferentemente venezolanos para reducir sus costos de planilla, pagando menos por 
la misma labor; además, al igual que los peruanos, los venezolanos también han optado por trabajos informales 
y venta ambulatoria, porque les permite tener ingresos inmediatos.

En síntesis, la llegada masiva de ciudadanos venezolanos al país ha generado impacto en la seguridad ciudadana. 
En ese contexto, la Dirección de Investigación Criminal (2019) señaló que en el 2018 la incidencia delictiva 
relevante se incrementó en Lima Metropolitana en 122 % en relación con el 2017. Los distritos de mayor incidencia 
fueron San Juan de Lurigancho y La Victoria, ambos con 9 %. Asimismo, por información de la División de Extran-
jería de la Policía Nacional, se tiene conocimiento que durante el 2018, de los migrantes venezolanos establecidos 
en Lima Metropolitana, el 28 % se ubicó en Lima Norte (San Martín de Porres con 39 % y Los Olivos con 30 %), 
el 27 % en Lima Centro (Surco con 20 % y Cercado de Lima con 15 %), el 20 % en Lima Este (San Juan de Lurigan-
cho con 33 % y Ate Vitarte con 21 %), 17 % en Lima Sur (Chorrillos con 35 % y San Juan de Miraflores con 33 %) 
y 8 % en Lima Oeste.

Así también, en el caso de La Victoria, si bien es cierto la cantidad de residentes es menor, pero su población 
flotante es significativa, principalmente en el emporio comercial Gamarra y alrededores, en donde un gran porcen-
taje de venezolanos se dedica al comercio informal (venta de ropa o jaladores), encontrándose que un 65 % de la 
diáspora venezolana que llegó al país se dedica a realizar labores informales; el 20 % son profesionales, quienes 
han logrado colocarse en empresas u organizaciones formales; mientras que el 15 % restante se ha injertado con 
delincuentes peruanos conformando bandas criminales dedicadas a la comisión de delitos contra el patrimonio 
(robos agravados y hurtos), secuestros, extorsión, homicidios, sicariato, cobro de cupos, entre otros ilícitos 
penales, lo que ha elevado las tasas de victimización y percepción de inseguridad ciudadana, conforme con los 
datos estadísticos que maneja el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INPE).

CONCLUSIONES

La migración ha generado transiciones demográficas que afectan las tasas de criminalidad, ya que a medida que 
aumenta el flujo de migrantes, se incrementa la proporción de la población que cuenta con un perfil propenso al 
delito. En este sentido, las tasas delictivas de victimización y percepción de inseguridad ciudadana se han 
incrementado en el país a raíz del éxodo masivo de venezolanos, generando impacto, miedo y zozobra, por las 
siguientes razones: 

    • Falta de una política migratoria, lo cual permitió el ingreso de venezolanos con antecedentes policiales e 
integrantes de organizaciones criminales.

     • Deficiente control en la frontera norte (Tumbes y Loreto), que permitió el acceso de forma ilegal al país por 
parte de migrantes venezolanos. 

     • Falta de oportunidades laborales para los ciudadanos venezolanos.

    • Un porcentaje de los migrantes venezolanos fueron una población joven y masculina no calificada, por lo 
tanto, las tasas de crimen aumentan.

     • Falta de mecanismos de control por parte de la Policía Nacional del Perú, lo que impide identificar a elementos
       que se encuentren al margen de la ley.
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      • Falta de recursos por parte de las autoridades migratorias para implementar un sistema integrado de registro, 
que permita acceder en tiempo real a las bases de datos de Interpol, Europol, y otras que permita identificar 
a potenciales criminales que pretendan ingresar al país. 

Sin embargo, es preciso destacar que los migrantes venezolanos en el Perú viven en condiciones precarias: en una 
sola habitación duermen y cocinan familias enteras, algunas mujeres se dedican a la prostitución, muchos están 
mendigando, son explotados laboralmente y discriminados a raíz de los últimos acontecimientos delictivos en los 
cuales vienen participando ciudadanos venezolanos. En ese sentido, se encontró que el accionar de la Policía 
Nacional del Perú para hacer frente a la inseguridad ciudadana, que se ha incrementado, tanto en lo que respecta 
a la victimización como en la percepción, con la llegada masiva de venezolanos, está centrada en realizar operati-
vos policiales para detectar lo siguiente:

      • Identificar organizaciones criminales integradas por venezolanos y proceder a su desarticulación.

       • Identificar a todos aquellos ciudadanos venezolanos que se encuentran de forma ilegal en el país para proce-
der a su expulsión.

      • Coordinar con el Instituto Nacional Penitenciario (INPE), para proceder a la expulsión de aquellos venezola-
nos que han cumplido su condena por haber cometido algún ilícito penal. 

    • Repotenciación de la Dirección de Fronteras, especialmente los puestos de vigilancia de la frontera con 
Ecuador, con el fin de identificar los puntos de acceso de venezolanos al país.

RECOMENDACIONES

       • Modificar el Decreto Legislativo N.° 1350, denominado Ley Migratoria, con la finalidad de que todo extranje-
ro que ingrese al país lo haga con visa, ya sea humanitaria o de turista, salvo las restricciones establecidas 
en los convenios internacionales y normas de derechos humanos; de los cuales, el Perú es signatario, de 
conformidad con lo siguiente:

 Dice: 
   Artículo 18.- Tipos de documentos de viaje. Los documentos de viaje son: el pasaporte; el 

salvoconducto; el documento de viaje o el laissez-passer por razones humanitarias; el 
documento de identidad de otro Estado, siempre que se utilice con este propósito, y 
cualquier otro documento, de conformidad con las normas o los instrumentos internaciona-
les de los que el Perú es parte (El Peruano, 2017, p. 58). 

 Debe decir: 
 Artículo 18.- Tipos de documentos de viaje. Los documentos de viaje para ingresar al país son: el  
 pasaporte; la visa humanitaria o de turista y el salvoconducto, los que pueden ser obtenidos por los  

 extranjeros en los consulados del Perú de cada país de origen.

       • Incrementar los operativos policiales para identificar a los integrantes de las organizaciones criminales, conforma-
das por venezolanos o injertados con peruanos, a fin de proceder a su captura y desarticulación, e investigarlos de 
forma prolija e íntegra por la Policía Nacional del Perú, con el objetivo de reunir los elementos de convicción que 
faciliten al Ministerio Público formular denuncia y culminar los procesos con una sentencia condenatoria.
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      • Continuar con operativos permanentes y continuos para identificar a los venezolanos en situación irregular 

y proceder a su expulsión, así como ejercer un mayor control en los pasos fronterizos, a efectos de no permi-
tir más el ingreso irregular o ilegal de extranjeros. 

     • Mejorar los protocolos de comunicación para la utilización de la base de datos de la Oficina de Interpol con 
las Oficinas de Migraciones del Aeropuerto Jorge Chávez y con los controles fronterizos con el Ecuador, 
Brasil y Colombia; esto con la finalidad de obtener información en tiempo real sobre los antecedentes policia-
les y/o criminales de los extranjeros que pretendan ingresar al país. 

Si se adaptan las medidas descritas, se debe generar programas y mecanismos de preferencia con el apoyo de la 
cooperación internacional, con un presupuesto sostenible tendente a mejorar la calidad de vida de los ciudada-
nos venezolanos que se encuentran legalmente en el país, con la finalidad de asegurar que estos cuenten con 
trabajo y empleo justo, con acceso a la salud y educación en iguales condiciones que los peruanos por un cierto 
tiempo, lo cual garantiza el mantenimiento de sus derechos individuales. Cabe destacar que, entre los aspectos a 
tomar en cuenta para otorgar estos programas a la población venezolana, se encuentra el que estos mantengan 
una buena conducta y, una vez cumplido con el plazo de permanencia y no contar con un plan de vida y proyec-
ción que sume al desarrollo del país, proceder a invitarlos a que retornen a su país para continuar con su vida.
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Esta investigación tuvo como objetivo el proponer estrategias integradas de ciberseguridad necesarias para 
fortalecer la seguridad nacional del Perú. La investigación fue de tipo descriptiva y con enfoque epistemológico; 
además, el diseño fue no experimental y propositivo. La población estuvo conformada por las estrategias y 
políticas actuales utilizadas en el ámbito internacional para contrarrestar las ciberamenazas, y la muestra estuvo 
constituida por las estrategias de ciberseguridad implementadas por los Países Bajos, EE. UU., España y Perú. 
Las técnicas de recolección de datos fueron la observación y el análisis documental; mientras que los instrumen-
tos utilizados fueron la ficha de registro y la ficha de análisis. Se encontró que, en los indicadores referidos a 
cooperación regional, bilateral y multilateral, el Perú ha manifestado comportamientos disímiles; además, el 
Estado y la sociedad peruana aún transitan por los enfoques de la concientización y del desarrollo de las capaci-
dades cibernéticas militares, como indicadores prevalentes en el diseño de las políticas nacionales de cibersegu-
ridad. Por ello, se concluyó que la ciberseguridad constituye un compromiso social que demanda articulación 
entre el sector público y el sector privado, lo que en el Perú aún no se concreta; en consecuencia, el diseño de la 
Estrategia Nacional de Ciberseguridad del Perú constituye una necesidad que demanda ser satisfecha.
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Abstract

 

Introducción

This research aimed to propose integrated cybersecurity strategies needed to strengthen Peru's national securi-
ty. The research was descriptive and epistemologically focused; in addition, the design was non-experimental 
and purposeful. The population was made up of the current strategies and policies used in the international 
arena to counter cyberthreats, and the sample was made up of the cybersecurity strategies implemented by the 
Netherlands, the United States, Spain, and Peru. The data collection techniques were observation and 
document analysis; while the instruments used were the registration sheet and the analysis sheet. It was found 
that, in the indicators referring to regional, bilateral and multilateral cooperation, Peru has manifested dissimi-
lar behaviors; furthermore, the Peruvian state and society still transit through the approaches of awareness and 
development of military cybernetic capabilities, as prevalent indicators in the design of national cybersecurity 
policies. Therefore, it was concluded that cybersecurity constitutes a social commitment that demands articula-
tion between the public and private sectors, which in Peru is not yet concrete; consequently, the design of the 
National Cybersecurity Strategy of Peru constitutes a need that demands to be satisfied.

El avance tecnológico en el ámbito comunicacional ha representado un reto para la seguridad y defensa de los 
Estados, pues a la vez que ha tenido un amplio desarrollo, también ha traído consigo grandes desafíos, donde 
los actores políticos, en todos los niveles, deben asumir la responsabilidad de la seguridad y defensa del país, 
siendo un reto fundamental, la contención de las amenazas que provienen del ciberespacio, ya que este repre-
senta una novedosa plataforma donde la vida de las naciones transcurre más allá del plano físico, pero que ha 
demostrado ser capaz de alterar la realidad en dicho plano.

Nagurney y Shukla (2017) señalan que las nuevas tecnologías de información y comunicación han dado origen al 
ciberespacio (Internet). Este constituye el quinto dominio de interacción humana y cada día se hace más extenso, 
albergando gran cantidad de información y brindando amplia variedad de servicios. Como resultado, este espacio 
ha dado lugar a la aparición de nuevas amenazas creadas por individuos, organizaciones o Estados, que buscan 
aprovecharse de esta novedosa forma virtual de interactuar. Las actividades ilícitas en este medio pueden causar 
efectos negativos en la víctima y reportar sustanciales beneficios al perpetrador, quien, generalmente, no logra 
ser identificado por las autoridades. Por ello, los Estados, como garantes de la seguridad y tranquilidad de sus 
habitantes, han tenido que adaptar sus estructuras y marcos normativos para prevenir y enfrentar este nuevo 
escenario, donde las fronteras no son claras y los actores pueden no identificarse claramente.

Es preciso señalar que, a nivel global, existe dependencia de los Estados respecto a sistemas de información, 
constituyendo la gran fortaleza de los mismos, así como también su gran debilidad. Sin embargo, a pesar de los 
riesgos que conlleva una sociedad cada vez más interconectada, esta tendencia es imparable, lo que significa 
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que se debe afrontar el futuro y gestionar los riesgos derivados de estos (Parada, Flórez y Gómez, 2018). El 
contexto a raíz de las amenazas del ciberespacio es variado, ya que se puede observar una mayor y más compleja 
actividad criminal desarrollada por grupos organizados y por delincuentes individuales, así como mayor actividad 
de espionaje, ya sea industrial, militar o político; mayor variedad y cantidad de ataques a las infraestructuras 
críticas de las naciones, a las libertades públicas y a todo tipo de servicios en los que se basa el funcionamiento 
de las sociedades. 

Del mismo modo, se puede apreciar un mayor índice de ataques enmascarados dirigidos por Estados y encubier-
tos bajo la apariencia de ataques de bandas criminales, activistas políticos, hackers y otro tipo de atacantes 
(Singh et al., 2018). Como dato no menor, se puede observar una mayor participación de individuos en acciones 
maliciosas, ya sea por ignorancia, curiosidad, diversión, reto o lucro. Cabe destacar que la gran cantidad de 
riesgos surgen a causa de la atracción que el ciberespacio produce al ofrecer una mayor rentabilidad, facilidad e 
impunidad para esta clase de actividades. 

Los ciberataques son una realidad que, potencialmente, puede destruir en cuestión de horas, la economía, las 
instituciones y las estructuras de los Estados vulnerables, ya que la interconexión global genera riesgos que se 
constituyen en peligros inminentes de ser ejecutados por ciberterroristas o, incluso, por hackers, quienes experi-
mentan con nuevas herramientas de software sin medir la destrucción que pueden causar. Como reacción a esta 
avalancha de amenazas al bienestar y al sistema democrático de los países, surge la necesidad de disponer de 
herramientas en defensa de sus legítimos intereses, lo que corresponde al desarrollo de capacidades y habilida-
des en la prevención, defensa, detección, análisis, investigación, recuperación y respuesta a las amenazas, así 
como también la gestión de riesgos asociados. En ese orden de ideas, es indispensable que los Estados asuman 
la responsabilidad de contener las amenazas potenciales y reales, lo que ha derivado en que organismos como la 
Organización de las Naciones Unidas, la Organización Internacional del Comercio e incluso la Agencia Internacio-
nal para la Energía Atómica, adelanten conferencias y convenciones sobre seguridad informática; ya que esta 
representa un reto de competencia mundial.

El Perú es un país con escasa conciencia en términos de protección y riesgos en materia de seguridad informática; 
además, es uno de los países que menos ha legislado en temas de seguridad de la información y seguridad informá-
tica y, sobre todo, en planeamiento de ciberdefensa y ciberseguridad. Cabe indicar que estos términos no solamen-
te hacen referencia a proteger una página web, sino también a contar con estrategias de seguridad nacional; como 
se ha señalado, la ciberseguridad es parte de la seguridad nacional, por tanto, demanda la toma de medidas de 
protección contra los ataques cibernéticos en coordinación con los sectores público y privado, las cuales deben ser 
compatibles con los derechos y libertades individuales consagrados en la Constitución Política del Perú. 

Establecer estrategias nacionales e integrales de ciberseguridad en un país está relacionado, necesariamente, con 
entender que existen amenazas en el ciberespacio y que el Estado, a través de sus políticas públicas y el estableci-
miento de estrategias, debe de evitarlas o enfrentarlas, según sea el caso. En ese sentido, se revisó el estudio de 
Machín y Gazapo (2016), quienes tuvieron como objetivo presentar estrategias de ciberseguridad que sean realmen-
te capaces de integrar a las diferentes estrategias nacionales para Europa; concluyendo que el escenario de conflicto 
(ciberespacio) está en constante evolución, lo que lo hace altamente complejo y que, al combinarlo con ciberataques 
y ataques físicos a estructuras de un país, se comprueba lo dañinos que son; por ello, proponen desarrollar recursos 
de carácter digital en colaboración con empresas públicas y privadas, para proteger las infraestructuras criticas; 
además, la protección del ciberespacio no debe dañar la libertad ni los derechos de los usuarios.

Por otro lado, se tomó en cuenta la investigación de Camps (2016), destacando que Uruguay ha modernizado su 
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marco legal y terminado con las amenazas provenientes del ciberespacio, sobre todo las que pueden afectar el 
bienestar de la población, pasando esta a ser objeto de la defensa nacional. Estas acciones han sido evaluadas 
positivamente por el Banco Interamericano de Desarrollo y la Organización de Estados Americanos. Finalmente, 
en el ámbito internacional, Villalba (2015) desarrolló una investigación enfocada en proponer modelos de gober-
nanza en el ámbito de la ciberseguridad en España, resaltando propuestas de políticas estructuradas en materia 
de ciberseguridad y recomendando crear el más alto nivel organizacional para enfrentar las nuevas amenazas. 
Cabe destacar que este estudio identificó como aspecto primordial fomentar el gobierno electrónico y, a la vez, 
estructurar a nivel nacional, redes que permitan brindar seguridad cibernética y garantizar el uso de los recursos 
reales y virtuales. 

En el ámbito nacional, se revisó la investigación de Taipe (2018), quien determinó que el nivel de conocimiento del 
personal de las áreas de computación, informática y diseño de políticas de seguridad, de la Fuerza Aérea del Perú, 
posee bajos niveles de conocimiento de ciberseguridad. Asimismo, Rodríguez (2017) realizó una investigación, con 
el fin de establecer los mecanismos implementados por los países para el logro de una serie de objetivos estable-
cidos por una doctrina política, concluyendo que la innovación consiste en la relación temporalmente determina-
da que existe entre los medios y los fines, con el argumento de que, en China, la conformación y desarrollo del 
Sistema Nacional de Innovación (SNI) ha permitido comprender las nuevas tecnologías, procesarlas y producir 
nuevos medios de diversa índole, concluyendo que existe una relación interdependiente en la creación de conoci-
miento, que implica la obtención de conocimientos y tecnologías de otros países. Además, se tomó en cuenta el 
estudio de Seclén (2016), quien determinó que es necesario encontrar un punto de equilibrio entre el lineamiento 
del sistema con la estrategia de negocio de la organización y el control de riesgos de seguridad de la información, 
que faciliten la evaluación del nivel de complejidad de los factores que no permiten el desarrollo de la implemen-
tación total de la Norma Técnica Peruana (NTP) ISO/IEC 27001, y cómo estos terminan afectando a la gestión de 
los procesos de negocio de las organizaciones.

Asimismo, es preciso resaltar la reciente promulgación de la Ley N.° 30999, Ley de Ciberdefensa, la cual constitu-
ye un avance en el tema de ciberseguridad y ciberdefensa; no obstante, es indispensable establecer un diagnósti-
co eficiente en materia de estrategias nacionales de ciberseguridad, que posibiliten replicar experiencias interna-
cionales que coadyuven a proteger al Estado peruano y a sus ciudadanos de las crecientes amenazas latentes en 
el ciberespacio. Por ello, este estudio tuvo como objetivo principal proponer estrategias integradas de cibersegu-
ridad, necesarias para fortalecer la seguridad nacional del Perú.

GEOPOLÍTICA Y CIBERAMENAZAS

Ferro y Castaño (2017) definen la geopolítica como la disciplina que estudia las relaciones de poder entre actores 
de todo tipo, quienes desarrollan acciones orientadas a ejercer el dominio sobre territorios y poblaciones. Enton-
ces, la geopolítica triangula la toma de decisiones, el territorio y el espacio, donde las decisiones políticas son 
inherentes, tanto a actores estatales como no estatales. 

Históricamente, la geopolítica ha experimentado cambios en relación con su objeto de estudio, ya que este se 
transforma en una dinámica constante. Al respecto, Cabrera (2017) indica que la geopolítica y seguridad clásica 
incluía como actores al Estado y al sistema internacional, siendo su objeto de estudio el Estado y las amenazas 
convencionales, quienes tenían como finalidad prever amenazas y disuadirlas; sin embargo, actualmente, los 
nuevos enfoques de seguridad tienen como objeto de estudio la percepción de inseguridad en la sociedad, por lo 
cual, la finalidad es analizar la naturaleza del proceso conflictivo con base en múltiples actores.
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Actualmente, el avance tecnológico ha propiciado que el mundo de las tecnologías de información y comunicación 
(TIC) genere esferas de conflictos y amenazas, las cuales fueron identificadas por el Foro Económico Mundial 
(2019), siendo los principales riesgos actuales, jerárquicamente, los siguientes: confrontación entre potencias por 
temas económicos; erosión de los acuerdos multilaterales; confrontaciones políticas entre las mayores potencias; 
ciberataques, plataformas comerciales y fatos; interrupción en operaciones e infraestructura; pérdida de confian-
za en la seguridad colectiva; populismo y agendas étnicas; noticias falsas, entre otros.

CIBERSEGURIDAD

Hoy en día, el avance tecnológico ha producido grandes beneficios, pero también diversas amenazas, puesto que 
se ha usado la tecnología para almacenar información de diversos ámbitos, lo que conlleva a riesgos y amenazas 
del ciberespacio, si estos no se aseguran eficientemente. Al respecto, Signorino (2019) señala que los riesgos “van 
más allá de la acción de un hacker y se relaciona con actividades informáticas ilegales para sustraer, alterar, 
modificar, manipular, inutilizar o destruir información o activos” (p. 38), para lo cual se utiliza medios electróni-
cos. A partir de ello, surge la necesidad de desarrollar la ciberseguridad, la cual, de acuerdo con la UIT (2010), se 
conceptualiza como el conjunto de herramientas, políticas, acciones, directrices, métodos y medidas idóneas de 
gestión de riesgos respecto a seguridad, utilizadas con el fin de proteger los activos de la organización y a los 
usuarios del ciberespacio, garantizando que se mantengan las propiedades de seguridad de los individuos, así 
como de las organizaciones privadas o estatales.

Vargas, Recalde y Reyes (2017) señalan que la ciberseguridad o seguridad cibernética es la suma de esfuerzos conjuntos 
de los organismos gubernamentales, la comunidad empresarial, organizaciones y ciudadanos, tanto a nivel nacional 
como internacional. Cabe destacar que, las fronteras entre seguridad externa e interna se difuminan, y las comparticio-
nes de competencias en entidades y ministerios concretos ya no representan una respuesta adecuada a los nuevos retos 
de seguridad del ciberespacio; sin embargo, la seguridad sigue siendo una de las principales responsabilidades de 
cualquier Estado, por lo cual hace falta evolucionar hacia nuevos modelos y nuevas reglas (Fundación Telefónica, 2016). 
Por su parte, Arreola (2018) también afirma lo anterior e indica, además, que los Estados enfrentan nuevos desafíos a 
partir del avance tecnológico, ya que, desde la perspectiva de la seguridad, esta ha acelerado procesos, pero también ha 
aumentado la vulnerabilidad de la seguridad e información, conllevando a que los Estados se enfoquen en buscar 
estrategias que salvaguarden la ciberseguridad, implementando medidas y políticas tecnológicas que incluyan a todos 
los actores involucrados, a fin de contrarrestar las amenazas del ciberespacio. 

En vista de esta problemática, Álvarez (2018) refiere la necesidad de implementar estrategias nacionales de ciberse-
guridad (ENC) a nivel mundial, con las cuales se debe intentar recoger la visión del gobierno de una nación a la hora 
de enfrentarse al problema de la gestión de la ciberseguridad en el ámbito global. Cabe señalar que los objetivos de 
estas estrategias no se limitan únicamente a garantizar la seguridad de los ciudadanos y de las infraestructuras 
críticas del país, sino también incluyen la instauración de un ecosistema que fomente la cooperación público-privada 
y la internacional. Es por esta razón que la ciberseguridad es una necesidad social y económica, ya que la influencia 
de los sistemas de información y telecomunicaciones en la economía y en los servicios públicos, así como la estabili-
dad y prosperidad del Perú dependen, en buena medida, de la seguridad y confiabilidad del ciberespacio, cualidades 
que pueden verse comprometidas por causas técnicas, fenómenos naturales o agresiones deliberadas.
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MATERIALES Y MÉTODOS

La investigación fue de tipo descriptiva y enfoque epistemológico, puesto que se orientó hacia el establecimiento 
de las estrategias de ciberseguridad necesarias para fortalecer la seguridad nacional en el Perú. El diseño de la 
investigación fue no experimental y propositivo; mientras que el método utilizado se fundamentó en la hermenéu-
tica; este se realizó en tres etapas: 1) exploratoria: en esta fase se identificaron las estrategias nacionales de 
ciberseguridad de los Países Bajos, EE. UU., España y Perú; 2) descriptiva: esta se desarrolló en dos fases o 
momentos metodológicos; primero, descripción de la situación actual de los Países Bajos, EE. UU., España y Perú; 
segundo, recopilación de las diversas experiencias en tema de ciberseguridad; 3) la fase estructural: comprendió 
el estudio, análisis e interpretación de los documentos y fuentes de información, nacionales e internacionales, 
utilizados en esta investigación. 

La población estuvo conformada por las medidas, estrategias y políticas diseñadas a nivel internacional para 
contrarrestar las ciberamenazas; mientras que la muestra estuvo constituida por las estrategias y políticas 
respecto a ciberseguridad, implementadas en los Países Bajos, EE. UU., España y Perú. La técnica de recolección 
de datos fue la observación y el análisis documental; mientras que los instrumentos de acopio de información 
fueron una ficha de registro y una ficha de análisis. Finalmente, cabe precisar que las variables de análisis fueron 
las estrategias integradas internacionales sobre ciberseguridad y las estrategias integradas sobre ciberseguridad 
en el ámbito de seguridad nacional del Perú.

RESULTADOS Y DISCUSIÓN

Las diversas estrategias y políticas nacionales de ciberseguridad tienen en común el objetivo de preservar la 
integridad del Estado frente a las amenazas provenientes del ciberespacio. No obstante, persisten diferencias en 
cuanto a la perspectiva de los Estados y los fines que se persiguen al implementar políticas públicas de cibersegu-
ridad. Observar la vocación hegemónica global y regional de EE. UU. deriva en que las estrategias de ciberseguri-
dad respondan hacia la contención de sus principales competidores y la trascendencia de sus ejes de influencia. 
En el caso de los Países Bajos, sus intereses se identifican con los de la Unión Europea y la Organización del Trata-
do del Atlántico Norte (OTAN), bajo la concepción de la consolidación del Estado continental europeo. Otro es el 
caso de España que, pese a formar parte de la Unión Europea, persigue, fundamentalmente, objetivos endógenos 
que garanticen la perpetuación del Estado español y sus comunidades autónomas. Por último, el caso peruano 
expresa la situación de un país en vías de desarrollo, con altos niveles de penetración tecnológica y vulnerabilida-
des evidentes en materia de ciberseguridad.

Por su naturaleza, los casos indicados no permiten comparaciones aplicando indicadores que expresen niveles de 
desarrollo de las estrategias nacionales de ciberseguridad. No obstante, a partir de estos, fue posible identificar 
la presencia de elementos que orienten cuáles son las vulnerabilidades que requieren de políticas públicas que 
satisfagan las brechas abiertas en materia de ciberseguridad. Es así como se procedió a aplicar los indicadores 
recomendados por Leiva (2015), con el objetivo de identificar los indicadores que expresen vulnerabilidades en 
las políticas nacionales de ciberseguridad del Perú.
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Países BajosIndicadores

Protege

Enfoque

Sector público

Infraestructuras críticas X X X X

X X XEconomía

X X X XSeguridad nacional

XBienestar social

X X XConcientización

X X XConocimiento

X X XEducación

X X X XCapacidades cibernéticas militares

X X XLiderazgo/coordinación

X X XMarco jurídico

Sector privado

Cooperación
internacional

X X XParticipación en la estrategia

X X XCooperación en su grupo

X X X

X

XCooperación con otros países

EE.UU. España

-

Perú

Tabla 1. 
Estrategias nacionales de ciberseguridad 

En la Tabla 1 se puede observar que Estados Unidos ha liderado la satisfacción de los indicadores de ciberseguri-
dad según el ranking mundial ITU (2018); mientras que los Países Bajos, aun siendo pioneros en Europa en el 
ámbito de la ciberseguridad, ocuparon el puesto 12 del ranking ITU (2018), siendo superado por Inglaterra, 
Francia, Lituania, Estonia, España, Noruega y Luxemburgo; esto a causa de que no han logrado satisfacer los 
indicadores de bienestar social y concientización. Respecto al indicador bienestar social, los Países Bajos dan 
prioridad a la seguridad nacional y la seguridad del Estado continental de la Unión Europea, por sobre la protec-
ción del bienestar y la concientización de la sociedad nacional, lo que refiere la prioridad entre indicadores en el 
ámbito de la ciberseguridad y no en detrimento de un indicador por otro. 

La ventaja comparativa de España frente a los Países Bajos se explica en el enfoque sobre la resiliencia: España 
otorga prioridad a la concientización ciudadana en materia de ciberseguridad y en el aprendizaje de las experien-
cias infortunadas de los Equipos de Respuesta ante Emergencias Informáticas (CERT) a nivel mundial. Esa 
decisión estratégica posicionó a España en el puesto 7 del índice ITU (2018), superado solo por EE. UU., Canadá 
y cuatro países europeos. 

En el marco de lo expuesto, en el ranking ITU (2018), Perú se posicionó en el puesto 95; mientras que, regional-
mente, se ubicó en el puesto 12, superando a países como Panamá, Ecuador, Venezuela, Guatemala, Nicaragua, 
entre otros. Leiva (2015) señala que los países pertenecientes a la Organización de los Estados Americanos (OEA) 
han emprendido tareas conjuntas de fortalecimiento en materia de ciberseguridad desde el 2004 y, desde la 
adopción de la Estrategia Interamericana Integral de Ciberseguridad, esta iniciativa continúa evidenciando 
profundas asimetrías regionales, ya que existen países con poca capacidad de respuesta ante ciberataques; 
mientras que, otros se encuentran en niveles intermedios con capacidades de respuestas fluctuantes. En este 
sentido, el Perú se ubica entre los países con capacidad de respuesta de media a baja. 

Cabe precisar que el caso peruano es singular, ya que dispone de una profusa legislación en materia de cibersegu-
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ridad dispersa entre múltiples instrumentos legales. En el 2019, fue sancionada la Ley de Ciberdefensa, mientras 
que la Ley de Ciberseguridad esperaba por su promulgación. Ambas legislaciones contienen novedosos aportes 
al mejoramiento del índice de ciberseguridad; sin embargo, solo la Ley de Ciberdefensa se encuentra vigente. Es 
fundamental distinguir entre ambos instrumentos: la Ley de Ciberdefensa tiene por objeto la regulación de opera-
ciones militares en el ámbito de la ciberdefensa; la Ley de Ciberseguridad atañe a medidas preventivas ante 
amenazas cibernéticas. Tanto el instrumento vigente como el que está en proyecto poseen la vocación de satisfa-
cer los indicadores ITU y, con ello, blindar al Estado y a la sociedad peruana frente a las ciberamenazas y al rezago 
tecnológico derivado de la acelerada dinámica en el desarrollo de las fuerzas productivas digitales. 

No obstante, la legislación por sí misma es insuficiente en materia de protección de la estructura económica y el 
bienestar social; en tanto, la celeridad de los desarrollos de tecnologías de información y la comunicación (TIC) 
tiende a la obsolescencia normativa, aun antes del alcance de los efectos de novísimas legislaciones. Ello no deriva 
en el indefectible rezago normativo, solo induce a la adecuación permanente en materia reglamentaria que respon-
da a las buenas prácticas en ciberseguridad y ciberdefensa. Para los latinoamericanos, estas dinámicas constitu-
yen un desafío titánico, ya que el peso de la burocracia de raíces hispanas es un coloso que debe ser derrotado. 

De esta manera, el Estado y la sociedad peruana aún transitan por los enfoques de la concienciación y el desarro-
llo de capacidades cibernéticas militares como indicadores prevalentes en el diseño de las políticas nacionales de 
ciberseguridad. Aun cuando el liderazgo descanse, en principio, en el Estado, la ciberseguridad constituye un 
compromiso social que demanda articulación entre el sector público y privado, lo que en el Perú aún no se concre-
ta. Las debilidades estructurales y las fluctuaciones de la gobernabilidad y la gobernanza virtual demandan la 
construcción de plataformas donde concurran los ámbitos público y privado, para la configuración de estrategias 
nacionales de ciberseguridad que respondan a las demandas de internautas civiles y militares, públicos y priva-
dos, académicos, investigadores, industriales, comerciantes y, en general, de la sociedad peruana en su conjunto. 
En los indicadores referidos a cooperación regional, bilateral y multilateral, el Perú ha manifestado comporta-
mientos disimiles; además, ha establecido acuerdos de asesoría militar con los EE. UU., que le permiten fortalecer 
sus sistemas de ciberdefensa y ciberseguridad, fundamentado en la experiencia norteamericana.

Adicionalmente, cuenta con acuerdos regionales dentro de la plataforma OEA, que promueven la cooperación 
con los socios regionales. Según los mencionados indicadores, el Estado peruano confronta el reto de satisfacer 
los indicadores ITU, lo que se resume en lo siguiente: construcción de plataformas de alta seguridad que protejan 
los sistemas del Estado y de la sociedad en general; capacitación de fuerza de trabajo altamente especializada; 
fortalecimiento de los Equipos de Respuesta ante Emergencias Informáticas (CERT) regionales; convocatoria 
eficiente a la ciudadanía para que se incorpore al desarrollo de planes y protocolos de ciberseguridad; adecua-
ción normativa y firma de convenios internacionales novedosos en materia de ciberseguridad; consolidación y 
reimpulso del Equipo de Respuesta ante Incidentes de Seguridad Digital Nacional de la Administración Pública 
Peruana (PeCERT); democratización de la participación ciudadana en materia de ciberseguridad. Todo ello con el 
objetivo de alcanzar la transformación digital del Estado peruano bajo la premisa del blindaje cibernético.

PROPUESTA DE ESTRATEGIA NACIONAL 
DE CIBERSEGURIDAD EN EL PERÚ

Con la creciente frecuencia de los ataques cibernéticos, los costos también han aumentado, siendo el de una sola 
violación cibernética de alrededor de 84,000 y 148,000 dólares, para una pequeña empresa, esto sin incluir los 
costos de remediación y recuperación. En caso de que este ataque sea contra el Estado, infraestructura crítica u 
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Perú
organización social, conlleva a la pérdida de confianza por parte de los inversionistas, ya que el daño causado 
resulta irreparable. Cabe destacar que, según un estudio llevado a cabo por la compañía de ciberseguridad 
Kaspersky Lab junto a Ponemon Institute y citado por Portaltic (2020), el 60 % de las empresas que sufren un 
ciberataque, cierran en los seis meses posteriores a este, por lo tanto, la mejor estrategia para enfrentar los 
riesgos de la ciberseguridad es la prevención. 

El objetivo principal de los ciberdelincuentes es acceder a información confidencial, tanto de instituciones priva-
das o del Estado, como secretos militares que pueden ser usados para construir armamento, rastrear movimien-
tos de tropas o exponer a agentes de contrainteligencia; por ello, es necesario profundizar y actualizar las estrate-
gias, para abordar la gran diversidad de ciberataques que perturban o pretenden destruir las infraestructuras 
gubernamentales físicas e, incluso, la posible producción de una ciberguerra. 

El objetivo de la propuesta de estrategias integradas nacionales de ciberseguridad en el Estado peruano se enfocó 
en cimentar un sistema participativo y de cooperación, alentando la participación conjunta de la población, 
organizaciones e instituciones públicas, privadas y militares, para que estas participen en actividades que permi-
tan el desarrollo eficaz de un programa de ciberseguridad dentro de la nación, que involucre la cooperación con 
la comunidad internacional. Así, las acciones estratégicas se despliegan en tres fases, con base en la necesidad 
de una estructuración hacia una visión donde se procure disminuir la brecha en la capacidad de respuesta, 
reforzando las capacidades cibernéticas nacionales que involucran tanto la separación de las redes internas del 
Estado y de la internet pública, como la creación de una organización encargada de liderar y gestionar la ciberse-
guridad a nivel nacional, así como de un sistema de alta tecnología para detectar y responder a los ataques 
cibernéticos en tiempo real.

a) Fase I: Planificación

Generalmente, los efectos de los ciberataques se conocen cuando estos ya se han ejecutado; por ello, la estrate-
gia de planificación involucra una apertura mental que proporcione una técnica con la capacidad de observar a 
profundidad y ubicar la actividad de dominio asociado a la amenaza, que sirve como conducto para redireccionar 
con sistemas sofisticados a los servidores y proxys que ocasionan el ciberdelito; sin embargo, equipos desactuali-
zados y componentes obsoletos permiten que las amenazas se materialicen mediante la falsa sensación de seguri-
dad que ofrecen ciertos cifrados de datos que se almacenan y quedan desprotegidos. A partir de lo expuesto, se 
evoca la necesidad del diseño en el ámbito estratégico de “defensa informática” de vías técnicas, para minimizar 
los riesgos del Sistema de Gestión de Seguridad de Información, por lo que involucra las siguientes medidas: 

Establecer un Gobierno basado en la confianza y la cooperación

Esta medida conlleva a facilitar la cooperación e interacción público-privado-militar, lo que implica compartir funcio-
nes y responsabilidades para cooperar de forma conjunta entre las entidades nacionales y estatales, en materia de 
ciberseguridad; construir y facilitar una información a nivel nacional con sistema de reparto, enfocado en compartir 
y facilitar al máximo la información respecto a ciberamenazas, tanto en sectores públicos, como privados y militares; 
reforzar el fundamento jurídico de ciberseguridad, es decir, mejorar las leyes institucionales o elaborar medidas 
legales, a fin de responder de forma eficaz ante las amenazas de la ciberseguridad. 

Construir las bases para el crecimiento del Sistema de Ciberseguridad Nacional

Esta medida conlleva crear un ecosistema innovador para la ciberseguridad, a fin de garantizar la competitividad 
de la tecnología, los recursos humanos y las industrias, las cuales son fundamentales para la ciberseguridad nacio-
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nal. Entre los principales alcances de esta medida se encuentran ampliar la inversión de ciberseguridad, fomentar 
la competitividad de la seguridad, mano de obra y tecnología, fomentar un entorno de crecimiento para las entida-
des de ciberseguridad y establecer un principio de competencia ética en las actividades de ciberseguridad. 

Fomentar una cultura de ciberseguridad 

La población debe reconocer la importancia de la ciberseguridad y esforzarse por aplicar normas básicas de 
seguridad; además, el Gobierno debe respetar los derechos fundamentales de los ciudadanos, al aplicar las políti-
cas y facilitar la participación ciudadana. En ese sentido, esta medida se encuentra constituida por los siguientes 
objetivos: incrementar la conciencia de ciberseguridad, reforzar las prácticas de ciberseguridad y asegurar que los 
derechos fundamentales no sean afectados por la ciberseguridad. 

b) Fase II: Ejecución 

Esta fase comprende replantear de manera constante una nueva vía o curso de acción para aumentar la infraes-
tructura de seguridad nacional. Por ello, se debe establecer y llevar a cabo el plan básico nacional de ciberseguri-
dad y el plan nacional de implementación de la ciberseguridad (nivel táctico y operacional), para dar forma e 
implementar esta estrategia con proporcionalidad, racionalidad y eficacia, de modo que cada ministerio y organis-
mo persiga los objetivos establecidos en la estrategia, con la finalidad de cumplir con los principios básicos y 
llevar a cabo las tareas estratégicas de promoción de las leyes, instituciones y políticas relacionadas con la 
ciberseguridad, acorde con las siguientes medidas:

Incrementar la seguridad de la infraestructura central nacional

Esta medida amerita tanto reforzar la seguridad como la resistencia de la infraestructura básica nacional frente a 
los ataques cibernéticos, con la finalidad de garantizar la prestación continua de servicios esenciales; para ello, 
es necesario alcanzar los siguientes objetivos: seguridad de la información nacional y redes de comunicación, 
mejorar el entorno de ciberseguridad en las infraestructuras críticas, y diseñar e implementar un sistema de 
ciberseguridad nacional de alta tecnología. 

Mejorar las capacidades de respuesta a ataques cibernéticos 

Esta medida implica ampliar la capacidad para vislumbrar eficazmente los ataques cibernéticos por adelantado, 
y conseguir lo antes posible la resiliencia; para ello, es preciso alcanzar los siguientes objetivos: asegurar la 
prevención de los ciberataques, reforzar las medidas defensivas contra los ataques cibernéticos masivos, coordi-
nar permanentemente con las Fuerzas Armadas (Comando Operacional de Ciberdefensa del CC. FF. AA.) sobre las 
respuestas activas para ataques cibernéticos y mejorar las capacidades de respuesta contra la ciberdelincuencia. 

c) Fase III: Evaluación 

Esta fase corresponde la revisión de los aspectos comprendidos en las fases previas. La Oficina de Ciberseguridad 
Nacional, señalada en la Fase II, tiene el deber de supervisar periódicamente la aplicación de esta estrategia, así 
como las mejoras de ciberseguridad de las personas, empresas y entidades gubernamentales; adicionalmente, 
esta oficina deberá examinar tanto la idoneidad del marco de ciberseguridad, necesario para aplicar la estrategia, 
como la eficacia de las estrategias de ejecución e implementación de la ciberseguridad, a la luz de los cambios en 
el entorno de seguridad; subsanar las deficiencias, tomando siempre en consideración lo reflejado por deficien-
cias en la estrategia, perseverando la inserción de mejoras cuando sea necesario, conforme con la siguiente 
medida: enriquecimiento de los sistemas de cooperación bilateral y unilateral. 
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CONCLUSIONES

La ciberseguridad constituye un aspecto fundamental para la consecución de los objetivos socioeconómicos de 
las economías modernas. A su vez, las estrategias están formuladas para ser implementadas conforme con el 
sistema de categorización específico que ha decidido cada país para aplicarla, de tal modo que estas puedan 
presentarse a la población mediante una norma, un reglamento, políticas o programas generales nacionales 
existentes en relación con la ciberseguridad. Es importante señalar que las estrategias de ciberseguridad deben 
estar configuradas por el resultado del esfuerzo multidisciplinario de colaboración en provecho de los conoci-
mientos, experiencia y pericia de las organizaciones públicas y privadas, a favor de las políticas nacionales y 
reconocimiento de la necesidad de reforzar por convenios participativos de cooperación de la comunidad interna-
cional en materia de constante capacitación, para dar respuesta oportuna en relación con los índices de respues-
tas ante ciberataques de cualquier índole. 

Asimismo, se observó que la Constitución Política del Perú, en su artículo 44, concatenado con el artículo 163, 
establece que son deberes primordiales del Estado brindar seguridad en relación con la protección de la pobla-
ción, garantizar derechos humanos, y entre otros, defender la seguridad y la soberanía de la nación, dejando 
expuesto que el acceso a contenidos y materiales gráficos de internet puede ser perjudicial, por no ser apto tanto 
para menores de edad (por el contenido sexual, violencia y de drogas al que se expone), como para la sociedad 
que está expuesta al hackeo de información personal, entre otros. Por otro lado, en el 2011 se aprobó un Plan 
Estratégico de Desarrollo Nacional, denominado Plan Bicentenario, el cual se proyectó hasta el 2021, con la 
finalidad de mejorar, tanto el aspecto del ciberespacio como el comercial, inclinándose hacia este último. Por ello, 
aun cuando se planteen proyectos y planes estratégicos de acciones respecto a ciberseguridad, es necesario que 
exista un compromiso social, tanto de la población como de las entidades estatales, privadas y militares, para 
contrarrestar los efectos de las ciberamenazas, aminorar los riesgos y salvaguardar la seguridad nacional. 

En cuanto a las limitaciones resaltantes en el desarrollo de la ciberseguridad en el Perú, se encontró que las debili-
dades estructurales y las fluctuaciones de la gobernabilidad en la vía virtual requieren la construcción de platafor-
mas donde concurran los ámbitos público y privado, para la configuración de estrategias nacionales de cibersegu-
ridad, que respondan a las demandas de internautas civiles y militares, públicos y privados, académicos, investi-
gadores, industriales, comerciantes y, en general, de la sociedad peruana. En ese orden, el diseño de la Estrategia 
Nacional de Ciberseguridad del Perú constituye una necesidad que demanda ser satisfecha, desde la palestra de 
la planificación para la prevención y no como respuesta a los ciberataques, lo cual amerita intencionalmente un 
cambio en la postura de la política nacional, que sustenta erradamente la idea que las estrategias se irán definien-
do en relación con los logros alcanzados. 

En cuanto a las brechas en materia de desarrollo, se concluyó que son un efecto más interesante que la megaten-
dencia del uso del ciberespacio y las facilidades que presenta, encontrándose que la principal brecha existente es 
una gran carencia de tecnologías adecuadas o novedosas, que permitan el funcionamiento y mantenimiento del 
orden interno, el orden público y la seguridad ciudadana, esto debido a la carencia de tecnología de punta, la 
inestable y crítica infraestructura de protección y gestión del riesgo de desastres, y al hecho de contar con progra-
mas ya obsoletos e ineficaces, lo que evita una articulación en tiempo real, debido a la ausencia de un ente rector 
que verifique, promueva y canalice estas acciones a través de tecnologías de la información y comunicación que 
contribuyan a garantizar la seguridad nacional. Por último, para abordar las brechas y optimizar el desarrollo, 
evaluación y actualización de una estrategia integrada de ciberseguridad en el Perú, es preciso mencionar los 
diversos elementos tecnológicos de los que se sirven los hackers para lograr el ingreso y fin de dichos ciberata-
ques, por lo que es inminente concluir que la principal brecha es la que ha de combatirse con el ajuste y actualiza-
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ción de tecnología avanzada, para afrontar las amenazas desde la perspectiva preventiva y no la de solucionar el 
mal ya causado; mientras que la segunda está relacionada con la falta de integración de intereses personales que 
se unifiquen por el bienestar del país en general.

RECOMENDACIONES

Aplicar la propuesta desarrollada en la investigación, con la finalidad de fortalecer la seguridad nacional, a través 
de estrategias de ciberseguridad configuradas por el estudio del esfuerzo multidisciplinario de colaboración, en 
provecho de los conocimientos, experiencia y pericia de las organizaciones públicas y privadas, así como investi-
gar y mejorar el sistema de intercambio de información, a la vez que evaluar y mejorar la capacidad del Gobierno 
para identificar, detener y ajustar el ordenamiento jurídico nacional al marco normativo internacional. 

Se recomienda, además, una constante evolución de los recursos normativos, humanos y tecnológicos, además 
de crear espacios de integración de alianzas estratégicas, que permitan la coordinación para afrontar el preciso 
instante en que se identifique cualquier limitante. Por otro lado, se recomienda ampliar el alcance de la detección 
de ciberataques, para permitir la detección y bloqueo en tiempo real, y desarrollar tecnología de respuesta basada 
en inteligencia artificial.

Para abordar las brechas desde la óptica preventiva, mas no de respuesta ante el ataque, es recomendable 
fortalecer la gestión de las instalaciones novedosas de tecnología de avanzada, para la interfaz y los servicios de 
dominio, o adoptar el buen acceso a un VPN de acceso remoto para gestión centralizada, hasta firewalls de 
sistema de detección de amenazas, con los cuales coadyuvar e imposibilitar los delitos cibernéticos, así como 
establecer una red de seguridad cibernética, con la participación de todos los organismos, empresas e institucio-
nes gubernamentales pertinentes.
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Las juntas vecinales de seguridad 
ciudadana y su relación con la lucha 

contra la delincuencia común: 
estudio de caso de la Municipalidad 

de San Martín de Porres

Las juntas vecinales, en lo relacionado con la seguridad ciudadana, se han convertido en un instrumento 
organizativo que trata de evitar la mutua desconfianza entre ciudadanos y policías, cuestión de vital importan-
cia, ya que existe una fuerte presencia del delito común en las grandes ciudades, como Lima Metropolitana. En 
ese sentido, esta investigación tuvo como objetivo determinar en qué medida las juntas vecinales de seguridad 
ciudadana se relacionan con la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres. El 
estudio fue de tipo descriptivo-correlacional y con enfoque cuantitativo; mientras que, el diseño de investiga-
ción fue no experimental. La población estuvo conformada por las juntas vecinales del distrito de San Martín 
de Porres, cuyo número asciende a 580 personas con responsabilidad estratégica; la muestra estuvo conforma-
da por 231 personas. Las técnicas de recolección de datos fueron la observación directa, revisión documental y 
la encuesta, y los instrumentos utilizados fueron fichas bibliográficas y cuestionario tipo Likert. Los resultados 
demostraron que las acciones políticas y de apoyo social de la participación comunitaria son fundamentales 
para enfrentar los problemas de seguridad ciudadana, por lo cual, se concluyó que las juntas vecinales de 
seguridad ciudadana tienen alta relación en la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San Martín 
de Porres. Por ello, es necesario optimizar el nivel de la gestión de las juntas vecinales de seguridad ciudadana 
en el mencionado distrito, por tener una alta relación en el control de la delincuencia común.
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PARTICIPACIÓN COMUNITARIA, DELINCUENCIA, GESTIÓN.

KEYWORDS: NEIGHBORHOOD COUNCILS, CITIZEN SECURITY, 
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Abstract

Introducción

Neighborhood councils, within citizen security, have become an organizational instrument that tries to avoid 
mutual mistrust between citizens and police, a matter of vital importance where there is a high presence of 
common crime in large cities, such as Metropolitan Lima. In this sense, this research aimed to determine to 
what extent the Neighborhood Citizen Security Boards are related to the fight against common crime in the 
district of San Martín de Porres. The study was descriptive-correlational and quantitative approach; while, the 
research design was non-experimental. The population was made up of the Neighborhood Councils of the San 
Martín de Porres district, whose number rises to 580 people with strategic responsibility and the sample was 
made up of 231 people. The data collection technique was direct observation, documentary review and survey; 
and the instruments used were bibliographic records and a Likert-type questionnaire. The results showed that 
the political and social support actions of community participation are fundamental to face the problems of 
citizen security. Therefore, it was concluded that the neighborhood citizen security boards have a high 
relationship in the fight against common crime in the district of San Martín de Porres, so it is necessary to 
optimize the level of management of the neighborhood citizen security boards in the district of San Martín de 
Porres, for having a high relationship in the control of common crime.

A nivel mundial, la delincuencia ha alcanzado una tendencia global a la estabilidad o, incluso, un ligero descen-
so, puesto que se han implementado estrategias y políticas que permiten que este problema social sea contro-
lado y tienda al descenso de incidencia; sin embargo, los países en desarrollo aún sufren las consecuencias de 
la delincuencia. En un mundo globalizado como el actual, no hay materia de mayor preocupación por parte de 
las instituciones estatales que la seguridad ciudadana, la cual, de acuerdo con Núñez (2016), es “entendida 
como un derecho fundamental de la persona humana, es un elemento fundamental de la convivencia pacífica, 
por lo tanto, es una preocupación y un imperativo no solo nacional sino mundial” (p. 14). Es por ello que, a nivel 
mundial, los Estados luchan constantemente por mantener a las naciones en paz, ya que esta es un derecho 
común. No obstante, así como existen países que han logrado grandes avances en el tema de seguridad ciuda-
dana, como Finlandia, Japón, Noruega y Chile, en países como Perú, aún existen fuertes deficiencias para lograr 
una cultura de paz y respeto al prójimo. 

Cabe destacar que los Estados de la región muestran un marcado déficit de capacidades en materia de justicia 
y seguridad. Esto se refleja no solo en índices de impunidad alarmantes, sino en la crisis que atraviesan sus 
sistemas carcelarios y la desconfianza de la ciudadanía hacia las instituciones de justicia y la policía. A la luz de 
estos déficits, la privatización de la seguridad ha ido ganando fuerza, lo cual tiende a profundizar la desigual-
dad en el acceso a la seguridad y deja sin resolver los retos que atraviesa el Estado como principal garante de 
la seguridad ciudadana, es decir, la actividad delictiva en América Latina continúa avanzando por diversas 
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causas, y enfrentar el problema de la delincuencia común involucra no solo al sector policial, sino que requiere de 
la participación de otras entidades, tanto públicas como privadas. Es por ello que se ha vuelto un problema multi-
sectorial, el cual amerita impulso y liderazgo policial. 

En los últimos tiempos, en el Perú se ha acentuado la problemática que afecta la seguridad interna, como es la 
creciente presencia de la delincuencia, tema que ha recobrado vigencia en el debate en torno a las medidas que 
debe adoptar el Estado para hacer frente a la inseguridad ciudadana. En este sentido, el Estado peruano, a través 
de sus instituciones, ha ensayado una serie de estrategias que no han tenido resultados óptimos, a causa de 
actos de corrupción, falta de apoyo estatal, ausencia de políticas agresivas contra la delincuencia, y el criterio de 
jueces y fiscales a favor de los delincuentes, permitiéndoles su libertad. Por ello, una de las estrategias es la 
convocatoria de la ciudadanía, para que, organizadamente, apoye la lucha contra la inseguridad. Gran parte de 
las medidas planteadas, como el aumento de las penas por delitos comunes o la colocación de mayor número de 
policías en las calles, han dejado de lado el rol que le corresponde ejercer a la ciudadanía en esta área, de modo 
que la misma no solamente sea un observador pasivo en esta materia, sino que colabore con las autoridades, en 
la medida de sus posibilidades, a través de la observación y la participación.

Esta violencia obedece a muchos factores causales de índole socioeconómico y cultural, donde la familia, la 
escuela, la comunidad y los medios de comunicación, constituyen espacios de socialización importante; sin 
embargo, estos históricamente no han articulado una clara orientación de sus objetivos, contribuyendo a una 
débil formación ciudadana. Al respecto, existen diversos estudios sobre tácticas y estrategias a utilizarse. En ese 
sentido, se determinan tres formas de prevención: 1) situacional, la cual tiene por objeto reducir los delitos al 
aumentar las dificultades y riesgos para el delincuente; 2) social, actuar sobre las condiciones que generan los 
hechos delictivos, es decir, prevenir los factores de riesgo; y 3) comunitaria; esto último, de acuerdo con Pachas 
(2010), combina aspectos de las dos primeras formas de prevención, es decir, actúa sobre el entorno y sobre las 
circunstancias que llevan al delincuente a cometer actos delictivos. 

Dentro de este panorama de inseguridad, uno de los roles más importantes para su prevención lo constituyen las 
juntas vecinales, las cuales cobran cada día mayor protagonismo en la lucha contra la delincuencia. Es preciso 
indicar que, en el caso de las juntas vecinales, parece haber una lógica inversa a la distribución de recursos 
policiales y municipales para contrarrestar la inseguridad ciudadana; ya que, ahí donde estas dos entidades 
cuentan con menos personal y materiales, los vecinos son más activos para organizarse y conformar juntas 
vecinales. Si bien es cierto, en parte esta lógica permite entender la fiebre de las juntas vecinales, no agota las 
razones para explicar su número en cada distrito. Para entender esto se debe explorar las razones que tiene la 
población para conformar juntas vecinales, como en el caso de San Martín de Porres, donde existen problemas 
de gestión y de participación ciudadana, y que constituye un instrumento mucho más responsable y complejo, ya 
que involucra mayor interacción para asumir la toma de decisiones en situaciones de desarrollo comunicacional 
y administrativo, que sea suficiente en términos de lograr un visión medida en términos de calidad y cumplimiento 
de metas, para poder superar la compleja relación entre la Policía Nacional del Perú y las juntas vecinales. 

Para un mejor análisis de esta problemática, se revisó el estudio de Díaz y Díaz (2014), quienes buscaron determi-
nar la influencia de las juntas vecinales y el desempeño de la Policía Nacional del Perú (PNP) en la seguridad 
ciudadana de La Victoria, concluyendo que la participación ciudadana y el desempeño de la PNP influye positiva-
mente en la seguridad ciudadana. Además, se tomó en cuenta la tesis de Reyes (2014), la cual tuvo como objetivo 
analizar la seguridad ciudadana en Lima Metropolitana, en el marco del desarrollo y la defensa nacional, específi-
camente en distritos como San Borja, Surco, Miraflores y Barranco, ya que en estos se ha recrudecido la inseguri-
dad de forma alarmante en los últimos años, concluyendo que existe una incidencia significativa entre la seguri-
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dad ciudadana en Lima Metropolitana y el desarrollo y defensa nacional, considerando la necesidad de imple-
mentar estrategias genéricas dentro de su gestión, sobre todo en el campo de inteligencia de la PNP y mayor 
participación de las juntas vecinales. Finalmente, se revisó la investigación de Salazar (2014), la cual tuvo como 
objetivo examinar los fundamentos político-criminales de la seguridad ciudadana en los lineamientos del Estado 
peruano, además de determinar el enfoque legislativo que tiene el Estado peruano sobre la delincuencia, desde la 
concepción de la seguridad ciudadana; concluyendo que existe una incidencia significativa y resaltando la necesi-
dad de implementar estrategias genéricas dentro su gestión. 

En vista de la problemática señalada, esta investigación tuvo como propósito general, determinar en qué medida 
las juntas vecinales de seguridad ciudadana se relacionan con la lucha contra la delincuencia común en el distrito 
de San Martín de Porres; además de determinar en qué medida la participación comunitaria, gestión e interrela-
ción policial de las juntas vecinales se relaciona con el combate a la violencia, la victimización e intimidación y 
amenazas, respectivamente, en la lucha con la delincuencia común.Adicionalmente, se consideraron un cuerpo de 
hipótesis. Como hipótesis general: Las Juntas Vecinales de seguridad ciudadana tienen alta relación con la lucha 
contra la delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres, período 2017-2018. Mientras que las hipóte-
sis específicas fueron: a) La participación comunitaria en las Juntas Vecinales de seguridad ciudadana tiene alta 
relación con el combate a la violencia en la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San Martín de 
Porres. b) La gestión de las Juntas Vecinales de seguridad ciudadana tiene alta relación con el combate a la 
victimización en la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres. c) La interrelación 
policial con las Juntas Vecinales de seguridad ciudadana tiene alta relación con el combate a la intimidación y 
amenazas en la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres.

DELINCUENCIA COMÚN

Según la Real Academia Española (2014), la delincuencia es entendida como la cualidad del delincuente para 
realizar acciones delictivas o un conjunto de delitos, ya en general o referidos a un país, época o especialidad de 
estos. En la actualidad, estos actos han crecido de manera considerable, especialmente en países en desarrollo, 
por lo cual, se considera un problema social que impacta negativamente en la sociedad. Guerrero (2020) 
manifiesta que la delincuencia no es un problema monolítico, es decir, que tenga una sola fuente, sino que surge 
a partir de distintos fenómenos que coexisten y, en la actualidad, demanda mayor atención para establecer las 
estrategias adecuadas y reducir su tasa de incidencia. Al respecto, Villarán (2019) indica que los factores que 
influyen en la delincuencia común son variados, pero se relacionan directamente con la pobreza, desempleo, 
educación y falta de cohesión social. Estos factores deben ser estudiados y analizados de forma exhaustiva, para 
diseñar políticas públicas efectivas enfocadas en reducir la incidencia de la delincuencia. 

Pérez, citado por Rafael (2017), señala que la delincuencia es un problema que se debe prevenir en vez de reprimir, por lo 
cual es necesario implementar estrategias preventivas que incluyan actividad tanto en la educación formal e informal, las 
cuales deben ser dirigidas por el Estado, quien debe patrocinar y dirigir junto a las instituciones estatales la aplicación de 
los programas desarrollados en torno a seguridad ciudadana. Por su parte, Huaytalla (2017) manifiesta que la alta 
incidencia de este problema social ha generado inseguridad y pánico en la población, por lo cual, la institución policial 
debe reestructurarse de acuerdo con las necesidades de la población, además de trabajar de forma íntegra con la ciuda-
danía y el Ministerio Público, para que las políticas de seguridad ciudadana se implementen de forma eficaz. 
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PARTICIPACIÓN COMUNITARIA 

La participación comunitaria es un proceso mediante el cual, la población se organiza para resolver alguna necesi-
dad o problema de interés social. Reiner et al. (2019) indican que la importancia de la participación comunitaria 
es su sentido integrador, ya que permite que intervengan tanto los actores individuales como las instituciones, ya 
sean públicas o privadas, en la identificación y formulación de políticas, además de ejecución y control de 
medidas, con la finalidad de resolver de forma eficiente los problemas de la ciudadanía y generar un ambiente de 
bienestar en la población. Adicionalmente, Lema (2020) resalta que para establecer una participación eficaz con 
la ciudadanía se requiere confianza con los agentes locales, a fin de configurar, eficientemente, políticas y accio-
nes enfocadas en el bien común.
De acuerdo con Quintero (2020), los gobiernos latinoamericanos se han enfocado en formular y ejecutar políticas 
y acciones públicas que integren tanto el accionar de la policía como de las comunidades, para enfrentar los 
problemas de seguridad ciudadana; esto como producto de los altos índices de delincuencia a nivel latinoamerica-
no. Por su parte, Sabarots (2017) señala que la participación comunitaria es vital —como política pública de seguri-
dad— para contrarrestar y reducir las acciones delictivas, siempre y cuando las acciones de la comunidad se 
desarrollen de forma participativa, estructurada e institucional. 

Adicionalmente, George et al. (2017) afirman que “la participación comunitaria debe ser una actitud masiva, 
consciente y activa de toda la población” (p. 533), a fin de hacer frente a la criminalidad organizada y la delincuen-
cia común. Cabe precisar que la delincuencia común implica dimensiones de violencia, victimización e intimida-
ción, así como amenazas hacia las personas que participan activamente enfrentando esta problemática, por lo 
cual es necesario aplicar medidas que garanticen la seguridad de los actores sociales y, a su vez, reducir el proble-
ma de inseguridad ciudadana, a fin de motivar la participación comunitaria. 

En síntesis, la participación comunitaria busca concretar el ejercicio de la ciudadanía, reforzar sus derechos 
asociados a la libertad individual, además de sustentar los principios de democracia liberal respecto al derecho 
de participar activamente en la sociedad. 

JUNTAS VECINALES 

Las juntas vecinales, de acuerdo con Sánchez (2017), son agrupaciones comunales o distritales integradas de 
forma voluntaria para resolver una problemática social, principalmente relacionada con la seguridad ciudadana. 
Adicionalmente, Villegas (2019) señala que “las juntas vecinales son actores sociales del proceso de participación 
ciudadana, que se organizan en representación vía voto democrático entre los vecinos y vecinas de las zonas y 
barrios que forman parte de un distrito” (p. 160), es decir, los vecinos dejaron de ser veedores o simples recepto-
res de políticas públicas y, por el contrario, asumen el papel de actores, en este caso, artífices de seguridad ciuda-
dana en sus distritos. 

Para que la participación comunitaria se lleve a cabo de forma eficiente, respecto a las acciones de las juntas 
vecinales, es necesario que se ejecute una gestión adecuada. Al respecto, Palomino (2003) indica que “es un 
proceso mediante el cual se puede lograr encaminar a la organización dentro de una visión y misión direccional 
competitiva” (p. 48), es decir, la participación de la comunidad no debe involucrar solo el sentido político de 
aceptación por la sociedad organizada, sino que debe enfocarse en realizar una gestión con la generación de una 
visión y misión impuestas por el Estado como por los actores públicos y privados, respecto a las políticas y accio-
nes para reducir la incidencia de inseguridad. 
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En este sentido, el Ministerio del Interior (2018) ha establecido como objetivo primordial fortalecer a las juntas vecinales 
para proteger a las personas en situación de vulnerabilidad, a fin de prevenir acciones de violencia; articular nuevas 
juntas vecinales orientadas a cubrir las demandas de seguridad ciudadana y promover la articulación entre la Policía 
Nacional del Perú y las juntas vecinales, a fin de ejecutar eficientemente las estrategias frente a actos delictivos. 

METODOLOGÍA

La investigación fue de tipo descriptivo y correlacional, ya que se enfocó en describir las propiedades y causas del 
problema de estudio, además de interpretar la realidad en un momento dado. El enfoque fue cuantitativo y el diseño 
no experimental. La población de estudio estuvo conformada por las juntas vecinales del distrito de San Martín de 
Porres, cuyo número asciende a 580 personas; mientras que, la muestra se determinó mediante la aplicación de una 
fórmula de cálculo de una muestra simple al azar, obteniendo un total de 231 personas como muestra de estudio.

Las técnicas de recolección de datos fueron la observación directa, revisión documental y la encuesta; esta última 
aplicada a las personas con responsabilidad estratégica de las juntas vecinales de seguridad ciudadana del distri-
to de San Martín de Porres. Los instrumentos de acopio de información fueron las fichas bibliográficas seleccio-
nadas y el cuestionario tipo Likert, el cual estuvo integrado por 6 dimensiones de tres ítems cada una para un 
total de 18 preguntas, a través del cual se midieron las variables juntas vecinales y delincuencia común, aplicado 
a miembros de las juntas vecinales de seguridad ciudadana del distrito de San Martín de Porres. 

Para describir los datos o puntuaciones recolectadas, se empleó la herramienta estadística de la distribución de 
frecuencias, la cual permite ordenar categorías de acuerdo con las puntuaciones, completando esta herramienta 
con frecuencias relativas o porcentajes en cada dimensión de la variable y frecuencia respectiva. Para contrastar 
las hipótesis se utilizaron los datos de la muestra, las cuales se formularon y calcularon con coeficientes de 
validez específicos, como la prueba de chi cuadrada cruzada. Cabe destacar que los jueces expertos validaron el 
contenido del cuestionario con un porcentaje de concordancia de 93.32 %; además, la confiabilidad del instru-
mento, medido por el Alfa de Cronbach, alcanzó un valor de 0,887. 

Frecuencia

Válido

Muy en 
desacuerdo 1

26
68

120

0.4

11.3
29.4

51.9

0.4

11.3
29.4

51.9

0.4

11.7
41.1

93.1

En desacuerdo

231 100.0 100.0Total

Indefinido

De acuerdo

16 6.9 6.9 100.0Muy de acuerdo

Porcentaje Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado

Tabla 1. 
Dimensión: participación comunitaria

En la Tabla 1 se puede observar que los encuestados percibieron la existencia de una débil proyección social y 
participación política y social en la gestión de las juntas vecinales de seguridad ciudadana en la lucha contra la 
delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres, considerando que el 51.9 % de la muestra está de acuerdo 
con dicha apreciación, mientras que el 6.9 % está muy de acuerdo y, finalmente, 29.4 % tuvo una opinión neutral. 
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Frecuencia

Válido

Muy en 
desacuerdo 13

46
28

93

5.63

19.91
12.12

40.26

5.63

25.54
37.66

77.92

En desacuerdo

231 100.0 100.0Total

Indefinido

De acuerdo

51 22.08

5.63

19.91
12.12

40.26

22.08 100.0Muy de acuerdo

Porcentaje Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado

Tabla 2. 
Dimensión: gestión

Frecuencia

Válido

Muy en 
desacuerdo 16

35
10

97

6.93

15.15
4.33

41.99

6.93

22.08
26.41

68.40

En desacuerdo

231 100.0 100.0Total

Indefinido

De acuerdo

73 31.60

6.93

15.15
4.33

41.99

31.60 100.0Muy de acuerdo

Porcentaje Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado

Tabla 3. 
Dimensión: interrelación policial

Por otra parte, el 11.3 % de los encuestados estuvo en desacuerdo con esa percepción; mientras que el 0.4 % estuvo 
muy en desacuerdo.

Estos resultados se traducen en que los vecinos son conscientes de la fuerte relación de la proyección social, la 
cual muchas veces no es concretada en la participación comunitaria de las juntas vecinales de seguridad ciudada-
na junto a la acción social, los cuales son pilares fundamentales en la lucha contra la delincuencia común en el 
distrito bajo estudio.
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Con relación a la dimensión gestión, en la Tabla 2 puede leerse que los encuestados percibieron la existencia de 
una débil gestión de políticas interactivas, así como de los planes y gestión operativa en las juntas vecinales de 
seguridad ciudadana en la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres, consideran-
do que el 40.9 % de la muestra está de acuerdo con dicha apreciación, mientras que el 22.08 % está muy de 
acuerdo y, finalmente, el 12.12 % tuvo una opinión neutral. Por otra parte, el 5.63 % de los encuestados estuvo en 
desacuerdo con esa percepción; mientras que el 19.91 % estuvo muy en desacuerdo.

Estos resultados se traducen en que para los encuestados existe poca efectividad de los planes realizados anualmente 
en la lucha contra la delincuencia común, así como una falta de integración en este marco común, que afecta a todos 
por igual, tanto como un incumplimiento en las metas de la gestión de las juntas vecinales de seguridad ciudadana.



Con relación a la dimensión interrelación policial, en la Tabla 3 puede leerse que los encuestados percibieron la 
existencia de una débil vigilancia policial a través de rondas mixtas, así como una casi inexistente coordinación 
policial en las juntas vecinales de seguridad ciudadana en la lucha contra la delincuencia común en el distrito de 
San Martín de Porres, considerando que el 41.99 % de la muestra está de acuerdo con dicha apreciación, mientras 
que el 31.60 % está muy de acuerdo y, finalmente, el 4.33 % tuvo una opinión neutral. Por otra parte, el 6.93 % 
de los encuestados estuvo en desacuerdo con esa percepción; mientras que el 15.15 % estuvo muy en desacuerdo.

Estos resultados se traducen en que para los encuestados existe ineficacia en las acciones sujetas al control de 
rondas mixtas en la interrelación con la policía, así como una baja vigilancia y relación entre los resultados alcan-
zados y los objetivos estratégicos propuestos en la interrelación con la policía por las juntas vecinales de seguri-
dad ciudadana en la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres.

Frecuencia

Válido

Muy en 
desacuerdo 8

9
40

91

3.46

3.90
17.32

39.39

3.46

7.36
24.68

64.07

En desacuerdo

231 100.0 100.0Total

Indefinido

De acuerdo

83 35.93

3.46

3.90
17.32

39.39

35.93 100.0Muy de acuerdo

Porcentaje Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado

Tabla 4. 
Dimensión: violencia

Frecuencia

Válido

Muy en 
desacuerdo 15

16
51

114

6.49

6.93
22.08

49.35

6.49

13.42
35.50

84.85

En desacuerdo

231 100.0Total

Indefinido

De acuerdo

35 15.15

6.49

6.93
22.08

49.35

100.0

15.15 100.0Muy de acuerdo

Porcentaje Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado

Tabla 5. 
Dimensión: victimización

Con relación a la dimensión violencia, en la Tabla 4 puede leerse que los encuestados percibieron la existencia de 
una alta violencia familiar y de género, así como alteraciones del orden público en el distrito de San Martín de 
Porres, considerando que el 39.39 % de la muestra está de acuerdo con dicha apreciación, mientras que el 35.93 
% está muy de acuerdo y, finalmente, el 17.32 % tuvo una opinión neutral. Por otra parte, el 3.90 % de los encues-
tados estuvo en desacuerdo con esa percepción; mientras que el 3.46 % estuvo muy en desacuerdo.

Estos resultados se traducen en que, para los encuestados, la alta violencia familiar y de género en denuncias en 
la lucha contra la delincuencia común tiene un aspecto muy ligado a la inseguridad, y forman parte de un problema 
estructural relacionado con la existencia de alteraciones del orden público en el distrito de San Martín de Porres.

A
rt

íc
ul

os
 d

e 
in

ve
st

ig
ac

ió
n

56

Vol. 1, Nº 4, Julio - Octubre 2020    https://bit.ly/35n7VPR



Con relación a la dimensión victimización, en la Tabla 5 puede leerse que los encuestados percibieron la existencia 
de una alta presencia de delitos graves, menores y faltas en el distrito de San Martín de Porres, considerando que 
el 49.35 % de la muestra está de acuerdo con dicha apreciación, mientras que el 15.15 % está muy de acuerdo y, 
finalmente, el 22.08 % tuvo una opinión neutral. Por otra parte, el 6.93 % de los encuestados estuvo en desacuerdo 
con esa percepción; mientras que el 6.49 % estuvo muy en desacuerdo.

Estos resultados se traducen en que los encuestados son conscientes de que existe una fuerte relación entre los 
delitos graves y la seguridad ciudadana, así como la alta frecuencia de delitos leves en la victimización de personas. 
También, que la comisión de faltas no tiene mayor incidencia en la victimización de las personas del distrito de San 
Martín de Porres.

Frecuencia

Válido

Muy en 
desacuerdo 11

24
45

67

4.76

10.39
19.48

29.00

4.76

15.15
34.63

63.64

En desacuerdo

231 100.0Total

Indefinido

De acuerdo

84 36.36

4.76

10.39
19.48

29.00

100.0

36.36 100.0Muy de acuerdo

Porcentaje Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado

Tabla 6. 
Dimensión: intimidación y amenazas

En relación con la dimensión intimidación y amenazas, en la Tabla 6 puede leerse que los encuestados percibieron 
la existencia de una intimidación frecuente, amenazas latentes y temor en el distrito de San Martín de Porres, 
considerando que el 29 % de la muestra está de acuerdo con dicha apreciación, mientras que el 36.36 % está muy 
de acuerdo y, finalmente, el 19.48 % tuvo una opinión neutral. Por otra parte, el 10.39 % de los encuestados estuvo 
en desacuerdo con esa percepción; mientras que el 4.76 % estuvo muy en desacuerdo.

Estos resultados se traducen en que los encuestados son conscientes de una frecuente intimidación, amenazas 
latentes y temor en las personas en la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres.

Contrastación de hipótesis

Al contrastar la hipótesis principal, utilizando la técnica estadística de la prueba chi-cuadrada cruzada, se obtuvo 
un valor de 144.11, el cual se consideró una correlación positiva muy alta, razón por la cual, se aceptó la hipótesis 
positiva y se rechazó la nula. Esto implica que la variable juntas vecinales de seguridad ciudadana se relaciona con 
la dimensión de la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San Martin de Porres, dado que el trabajo 
en equipo suscitado por las juntas vecinales contribuye con el accionar de la policía, para mejorar los niveles de 
orden y seguridad de sus respectivas jurisdicciones. 

Respecto a la primera hipótesis específica, al aplicar el método estadístico chi-cuadrada cruzada y correlacionar las 
hipótesis, se obtuvo un valor de 159.22, lo cual se consideró como una correlación positiva muy alta, por ello, se 
aceptó la hipótesis positiva y se rechazó la hipótesis nula, lo que implica que la participación comunitaria en las 
juntas vecinales de seguridad ciudadana tiene alta relación con el combate a la violencia en la lucha contra la 
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delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres, esto a partir de la relevancia de la participación comuni-
taria, donde intervienen representantes legítimos, a través de diferentes modalidades en los procesos de gestión 
del desarrollo local y de la municipalidad, especialmente aquellos que afectan las condiciones de vida materiales, 
sociales, políticas, económicas y culturales de la población, factor esencial para combatir la delincuencia. 

Por otro lado, respecto a la segunda hipótesis específica, al utilizar el método estadístico de chi-cuadrado, se 
obtuvo un resultado de 47.82, lo que evidenció una correlación positiva, pero exigua, por lo cual se aceptó la 
hipótesis positiva y se rechazó la hipótesis nula, concluyendo que la gestión de las juntas vecinales de seguridad 
ciudadana, si bien tienen relación, esta es relativamente alta, dado que se necesita potencializarla con el combate 
a la victimización en la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres, mediante el 
mejoramiento de su planeamiento, con una optimización de las políticas aplicadas y el cumplimiento de sus metas, 
lo cual puede favorecer la lucha contra el delito en esta jurisdicción. 

Finalmente, respecto a la tercera hipótesis específica, al utilizar el método estadístico de chi-cuadrado, se obtuvo 
un valor de 112.53, resultado considerado de correlación positiva alta, por lo que se aceptó la hipótesis positiva y 
se rechazó la hipótesis nula, concluyendo que la interrelación policial con las juntas vecinales de seguridad ciuda-
dana tiene alta relación con el combate a la intimidación y amenazas en la lucha contra la delincuencia común en 
el distrito de San Martín de Porres, donde es manifiesta la relevancia del esfuerzo de la Policía Nacional del Perú y 
las juntas vecinales en favor de la coordinación intersectorial, que es un aspecto fundamental para materializar e 
implementar políticas públicas, así como para obtener los objetivos trazados y esperados en favor de la comunidad 
en el combate al delito. La tabla 7 resume los resultados de las pruebas de hipótesis hechas.

Tabla 7. 
Resumen de las pruebas de hipótesis. 

Las Juntas Vecinales de seguridad ciudadana tienen alta 
relación con la lucha contra la delincuencia común en el 

distrito de San Martín de Porres, período 2017-2018. 
Mientras que las hipótesis específicas fueron:

a) La participación comunitaria en las Juntas Vecinales de 
seguridad ciudadana tiene alta relación con el combate a 
la violencia en la lucha contra la delincuencia común en el 

distrito de San Martín de Porres.

144.11

159.22

20.09

b) La gestión de las Juntas Vecinales de seguridad 
ciudadana tiene alta relación con el combate a la 

victimización en la lucha contra la delincuencia común 
en el distrito de San Martín de Porres.

47.82

c) La interrelación policial con las Juntas Vecinales de 
seguridad ciudadana tiene alta relación con el combate 

a la intimidación y amenazas en la lucha contra la 
delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres.

112.53

X2
tabla2con η=8 y α=0.01 X-2

calculadoHipótesis general

Hipótesis específicas

Hipótesis Prueba Chi-Cuadrada cruzada
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DISCUSIÓN DE RESULTADOS

Como el valor de X2 pertenece a la región de aceptación de la hipótesis alternativa (H1), se demostró que las juntas 
vecinales de seguridad ciudadana tienen alta relación en la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San 
Martín de Porres. Este resultado se encuentra de acuerdo con lo planteado por Carranza (2020), quien señaló que 
las juntas vecinales promueven la cooperación ciudadana, en conjunto con la policía y la municipalidad, de forma 
voluntaria y solidaria, con la finalidad de contrarrestar los problemas de seguridad, en especialmente el delito 
común. Ello tiene colofón con los resultados del cuestionario aplicado, donde se resaltan las acciones políticas y de 
apoyo social de la participación comunitaria, pero que se tornan débiles en su gestión, sobre todo a nivel de planea-
miento, pero cuya relación con la existencia de alta violencia y victimización en la delincuencia común en el distrito 
de San Martín de Porres es manifiesta. 

Respecto a la primera hipótesis específica, se puede afirmar que la participación comunitaria en las juntas vecina-
les de seguridad ciudadana tiene alta relación en el combate contra la violencia y la lucha contra la delincuencia 
común en el distrito de San Martín de Porres. Este resultado concordó con lo señalado por Coaquira (2018), quien 
determinó que existe relación directa entre las juntas vecinales y la seguridad ciudadana, ya que estas organizacio-
nes son actores sustantivos en la lucha contra la delincuencia común; además, precisa que la capacitación y coordi-
nación entre los actores para velar por la seguridad ciudadana es esencial, puesto que permite desarrollar estrate-
gias para controlar la delincuencia común dentro de los barrios o urbanizaciones. Ello tiene relación con los resulta-
dos del cuestionario aplicado, donde se resaltan las debilidades de la gestión de las políticas interactivas y de los 
planes, pero que se tornan urgentes de solucionar, dada la alta frecuencia de los delitos en el distrito de San Martín 
de Porres, sobre todo en los actos graves. 

Los resultados de la segunda hipótesis específica permitieron afirmar que la gestión de las juntas vecinales de seguri-
dad ciudadana tiene alta relación en el combate a la victimización en la lucha contra la delincuencia común en el 
distrito de San Martín de Porres, lo que concordó con los estudios realizados por Chandler (2006), quien señala que 
la gestión implica la determinación de las metas y objetivos básicos a largo plazo en una organización, junto con la 
adopción de cursos de acción y la distribución de recursos necesarios para lograr estos propósitos; en nuestro caso 
es el combate a la victimización en la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres. Ello 
tuvo incidencia de los resultados del cuestionario aplicado, donde se resaltó la falta de cumplimiento de las metas 
dentro del plan estratégico formulado, así como la lentitud de los resultados alcanzados y los objetivos estratégicos 
propuestos, que redundan en las debilidades contra el combate al delito en el distrito de San Martín de Porres. 

Según los resultados de la tercera hipótesis específica, se pudo afirmar que la interrelación policial con las juntas 
vecinales de seguridad ciudadana tiene alta relación en el combate a la intimidación y amenazas en la lucha contra 
la delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres, lo cual concordó con lo postulado por Repetto (2012), 
quien señala que la coordinación es la capacidad de generar un proceso de sinergia en las acciones y los recursos 
de los diversos involucrados en un campo concreto de la gestión pública, como es el caso de la lucha contra la 
delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres, y donde dicho proceso se va construyendo o redefinien-
do en caso de su preexistencia a través de un sistema de reglas de juego formales e informales, mediante el cual los 
actores participantes encuentran fuertes incentivos para cooperar, más allá de sus intereses e ideologías particula-
res. Ello tiene incidencia de los resultados del cuestionario aplicado, en el que se resaltó la falta de efectividad de 
vigilancia y la debilidad de la interacción actual, que implican un mejor desempeño contra el combate al delito en 
el distrito de San Martín de Porres.
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CONCLUSIONES

Mediante el análisis de resultados y la contrastación de hipótesis, se determinó que las juntas vecinales de seguri-
dad ciudadana tienen alta relación con la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres, 
lo que implica que existe alta delincuencia común en el mencionado distrito, lo cual resalta la importancia de las 
juntas vecinales en este campo.

Se encontró que la participación comunitaria en las juntas vecinales de seguridad ciudadana tiene alta relación con 
el combate a la violencia en la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres, conside-
rando que en la actualidad existe participación política y proyección social, pero que esto aún no es acorde con las 
acciones respecto a seguridad ciudadana, ya que estas se tornan débiles.

Adicionalmente, mediante esta investigación se concluyó que la gestión de las juntas vecinales de seguridad ciudadana 
tiene alta relación con el combate a la victimización en la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San Martín 
de Porres, considerando que existe debilidad de las políticas interactivas y la gestión a nivel de planes, como la gestión 
operativa, pero que no se está plasmando dentro del combarte al delito, dado la fuerte victimización ciudadana.

Finalmente, se determinó que la interrelación policial con las juntas vecinales de seguridad ciudadana tiene alta 
relación con el combate a la intimidación y amenazas en la lucha contra la delincuencia común en el distrito de San 
Martín de Porres; al respecto, es preciso resaltar que existen debilidades en la vigilancia y coordinación policial, las 
cuales deben solucionarse urgentemente, debido al alto nivel delictivo distrital.

RECOMENDACIONES

Considerando que las juntas vecinales de seguridad ciudadana tienen alta relación con la lucha contra la 
delincuencia común en el distrito de San Martín de Porres, se recomienda potencializar su eficacia, mediante la 
aplicación de una gestión competitiva con estrategias de administración de orden legal, de liderazgo y de interac-
ción teórica, con los principios cívicos de apoyo a la seguridad ciudadana, con el objeto de transformar sus debili-
dades en fortalezas y, a la vez, perfeccionar su labor en la lucha contra el delito común. 
Asimismo, es indispensable la solución de las deficiencias actuales relacionadas con los programas de dirección y 
control de las juntas vecinales en el sistema de seguridad ciudadana, mediante el cumplimiento estricto del plan 
establecido por la Policía en materia de seguridad ciudadana, a fin de mejorar la evaluación del rendimiento 
productivo de sus acciones y, sobre todo, evitar que el voluntariado policial sea objeto, en muchos casos, de 
injerencia e intromisión política de los diferentes niveles de Gobierno, ya sea municipal, regional o nacional, activi-
dades que tienen una esencia y lógica política antagónica a los principios de las juntas vecinales, las cuales han 
sido de gran aporte en las comisarías del distrito.

Por otro lado, es prioritario generar estrategias a nivel de personal, con la capacitación debida a sus recursos huma-
nos, dada la realidad existente, no solo a nivel legal sino también desde el punto de vista del modelo administrativo 
imperante, el cual, más allá de toda consideración político-ideológica, permite, sin duda alguna, la orientación de 
las juntas vecinales hacia la eficacia de los recursos humanos.

Finalmente, se recomienda brindar un papel principal a la coordinación dentro del sistema de seguridad ciudadana, 
donde participan las juntas vecinales como instrumento de gestión con alto potencial, para solucionar problemas 
de control del aumento de delitos comunes en el distrito.
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Esta investigación tuvo como objetivo analizar la situación de institucionalidad del Sistema de Defensa Nacio-
nal en el nivel político y estratégico durante el periodo 2001-2018, y definir su impacto en la formulación de la 
Política Pública de Seguridad y Defensa Nacional. La investigación fue de tipo teórico-descriptivo y enfoque 
cualitativo; el diseño fue no experimental y el método utilizado fue el hermenéutico. La población estuvo 
conformada por documentos sobre políticas públicas, y la muestra se tomó a partir de documentos relaciona-
dos con políticas de seguridad y defensa nacional encontrados en las instalaciones del Ministerio de Defensa. 
La técnica de acopio de información fue el análisis documental, siendo el instrumento utilizado una relación de 
documentos por buscar y la ruta de sitios virtuales o reales. Se encontró que, en el periodo de estudio, el Estado 
elaboró y formuló hasta tres políticas de seguridad y defensa nacional; sin embargo, estas resultaron inviables, 
ya que no se implementaron ni articularon en los tres niveles de Gobierno, esto a consecuencia de una serie de 
decisiones desacertadas en el nivel superior de la seguridad y defensa nacional del Perú. Así, se concluyó que 
del 2001 al 2018 existió un espacio de tiempo caracterizado por la debilidad institucional en el nivel superior de 
la seguridad y defensa nacional del Perú, situación que no permitió diseñar, articular e implementar una 
adecuada política de seguridad y defensa nacional.
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Abstract
The objective of this research was to analyze the situation of institutionality of the National Defense System at 
the political and strategic level during the period 2001-2018, and to define its impact on the formulation of the 
National Security and Defense Public Policy. The research was of theoretical-descriptive type and qualitative 
approach; the design was non-experimental and the method used was hermeneutic. The population was made 
up of documents on public policies, and the sample was taken from documents related to national security and 
defense policies found in the facilities of the Ministry of Defense. The information gathering technique was 
documentary analysis, the instrument used being a list of documents to be searched and the route of virtual or 
real sites. It was found that, during the period of study, the State elaborated and formulated up to three natio-
nal security and defense policies; however, these were not viable, since they were not implemented or articula-
ted in the three levels of government, this as a consequence of a series of unwise decisions in the higher level 
of Peru's national security and defense. Thus, it was concluded that from 2001 to 2018 there was a period of 
time characterized by institutional weakness at the higher level of Peru's security and national defense, a 
situation that did not allow for the design, articulation and implementation of an adequate national security 
and defense policy.

Introducción
La caída del Muro de Berlín y los acontecimientos del 11 de setiembre del 2001, significaron un cambio transcen-
dental en el mundo, ya que, a partir de estos, la población global tomó conciencia del nuevo escenario, caracte-
rizado por el crecimiento y magnitud que habían alcanzado las antiguas y nuevas amenazas a la seguridad. Por 
ello, la Organización de los Estados Americanos (2003) convocó a una Conferencia Especial sobre Seguridad, 
en la cual todos los Estados de las Américas se comprometieron a promover y fortalecer la paz y seguridad en 
el hemisferio. En esta conferencia se reconoce la existencia de diversas amenazas, tanto tradicionales como 
nuevas, que generan preocupación a nivel mundial, además de representar desafíos a la seguridad, ya que los 
Estados tienen el derecho soberano de identificar sus prioridades nacionales de seguridad y definir las estrate-
gias, planes y acciones para hacer frente a las amenazas, conforme con su ordenamiento jurídico y con el pleno 
derecho internacional, así como según las normas y principios de la Carta de la OEA (Organización de los 
Estados Americanos) y la Carta de las Naciones Unidas. 

En la subregión sudamericana es preciso relevar otros hechos que caracterizaron la década de los 90, como la 
generación de emergentes comunidades de seguridad y defensa, así como la instalación de una agenda secto-
rial, lo que derivó en que los Gobiernos se esfuercen por hacer transparentes las políticas de seguridad y defen-
sa, con el objetivo de reducir el riesgo de un conflicto y, a su vez, coadyuvar a consolidar el sistema democrático 
menos predispuesto al uso de la fuerza. Por esta razón, la OEA adoptó ciertos lineamientos para la elaboración 
de documentos sobre políticas y doctrinas nacionales de defensa, con la finalidad de fomentar la confianza 
mutua entre sus Estados miembros, así como garantizar la seguridad en el hemisferio. 
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Si bien es cierto, en la región se consideró como un paso trascendental la Declaración sobre Seguridad de las 
Américas de la OEA, hubo ciertas críticas porque no se precisó adecuadamente los conceptos de amenaza, riesgo 
y vulnerabilidad, así como el de nuevas amenazas; por tanto, esto imponía la necesidad de contar con políticas de 
seguridad o defensa que fueran publicadas a nivel regional. Cabe recordar que, en la convención señalada, se 
estableció una larga y crítica lista de problemas de seguridad de variada naturaleza, que tenían la capacidad de 
afectar transversalmente a los Estados y, por lo tanto, requerían respuestas multisectoriales y, en muchos casos, 
contar con cooperación internacional. 

En efecto, es a través de la política de seguridad y defensa que los Estados, a manera de previsión, orientan la 
selección, preparación y utilización de sus medios, para la obtención y mantenimiento de su seguridad nacional. 
En el Perú, a pesar de que en las aulas del Centro de Altos Estudios Nacionales (CAEN) se discute académicamen-
te este tema desde la década de los 70 —respecto a la importancia del Estado para plantearse una política de 
seguridad, con la finalidad de neutralizar presiones dominantes, tanto en el campo interno como externo, y alcan-
zar los objetivos políticos de seguridad— recién en el año 1998 aparecen los primeros intentos por definir una 
política de seguridad y defensa, las cuales fueron formuladas por el Ministerio de Defensa, pero no se difundieron 
ni se hicieron propias internamente. Respecto a esto último, es pertinente recordar que los hechos que sucedie-
ron durante la década del 80 y parte del 90 del siglo pasado, cuando el Perú vivía enfrascado en una lucha frontal 
contra dos organizaciones terroristas (Sendero Luminoso y el Movimiento Revolucionario Túpac Amaru), derro-
tándolas militarmente con la captura de los líderes terroristas; sin embargo, no se conoció oficialmente una políti-
ca de seguridad y defensa nacional y, por consiguiente, una estrategia nacional de seguridad, puesto que se 
mantenía un nivel de secretismo que no permitió su conocimiento ni su internalización en la población. 

Por su parte, durante los años 2001 y 2018 se vivió una fuerte inestabilidad política, jurídica e institucional en el 
ámbito de la seguridad nacional, lo que no permitió formular adecuadamente una política relacionada con el 
tema, poniendo en grave riesgo la seguridad del Estado peruano, ya que no era posible asegurar la coherencia y 
consistencia en la gestión de la política de seguridad y defensa nacional por parte del Estado, lo cual impacta 
negativamente en este, desencadenando las siguientes situaciones: 1) que no se planifiquen adecuadamente 
políticas y estrategias para afrontar las amenazas existente contra la seguridad nacional; 2) que no se oriente e 
impulse la acción de los diversos organismos componentes del sistema de seguridad y defensa nacional, involu-
crados en el planeamiento estratégico; 3) que no se logre la participación coordinada entre todos los actores 
involucrados en el planeamiento estratégico, a fin de buscar la eficiencia y mejor empleo de recursos, y 4) que no 
se disponga de una política de seguridad y defensa nacional que se internalice en la población, dado que no existe 
un mecanismo que ayude a su difusión y conocimiento por parte de la ciudadanía en general.

A partir de la problemática señalada, y para fines de esta investigación, se revisó el libro de Arteaga y Fojón 
(2010), quienes señalaron que la política de defensa, a diferencia del resto de políticas que integran la política 
general de un Estado y que comparten la misma secuencia de objetivos, políticas y estrategias, ha dispuesto de 
un proceso de planeamiento específico para atender la defensa nacional; además, respecto a otros campos de 
acción política, una política de defensa constituye la disponibilidad de recursos en tiempo de guerra, ya que los 
recursos especiales militares deben ser previstos y obtenidos con mucha antelación. Además, se tomó en cuenta 
el estudio de Zariquey (2013), quien determinó que la estrategia de defensa es aún una tarea pendiente del 
Estado, ya que no se cuenta con un documento formal que establezca cuál es la estrategia de seguridad y defensa 
nacional a ser ejecutada, lo que debe permitir al Gobierno adoptar una postura proactiva ante su entorno, 
generando la capacidad de reacción necesaria para afrontar las contingencias o situaciones menos probables con 
relativa probabilidad de éxito.
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En ese sentido, la presente investigación se enfocó en analizar la situación de institucionalidad de la Secretaría de 
la Defensa Nacional (Sedena) en el nivel político y estratégico, durante los años 2001-2018, y definir su impacto 
en la formulación de la Política de Seguridad y Defensa Nacional. Como objetivos específicos, se centró en descu-
brir la existencia de contravenciones legales del marco jurídico relacionado con la seguridad nacional, y evaluar si 
estas permitieron elaborar una adecuada política de seguridad y defensa nacional; determinar si durante el perio-
do 2001-2018, las organizaciones existentes del Sedena tenían una estructura orgánica adecuada, que garantiza-
ra la coherencia y consistencia en su funcionamiento y, por lo tanto, permitiera una correcta gestión de la Política 
de Seguridad y Defensa Nacional; determinar si la doctrina de seguridad y defensa nacional vigente permitía una 
adecuada conducción política del Sedena, facilitando la elaboración de una adecuada política pública de seguri-
dad y defensa nacional y, finalmente, determinar si las que se diseñaron y formularon tuvieron aplicabilidad para 
garantizar la seguridad nacional.

SEGURIDAD Y DEFENSA NACIONAL 

La Real Academia Española (2014) indica que la seguridad es una cualidad de seguro, lo que implica estar exento 
de todo daño o riesgo. Esta cualidad es una de las necesidades más importante de las personas, ya que, de acuer-
do con Turienzo (2016), se encuentra en segunda posición en la jerarquía de necesidades propuesta por Maslow, 
siendo esencial su satisfacción para cubrir otras necesidades. En el ámbito de las naciones, a nivel global, se 
empezó a utilizar el término seguridad nacional a partir de los conflictos generados en la Segunda Guerra 
Mundial. Al respecto, Ballesteros (2016) indica que la utilización de este término tuvo la finalidad de “incluir 
aspectos relacionados con la seguridad económica, necesaria para la reconstrucción de países” (p. 57), a fin de 
evitar el devenir de la industria de aquellos países que participaron activamente en la guerra. 

A lo largo del tiempo, la conceptualización de seguridad nacional se ha ido transformando y, actualmente, de 
acuerdo con Saavedra (2017), la seguridad nacional puede crear las estrategias para enfrentar las amenazas del 
entorno, permitir estabilidad y desarrollo, alcanzar intereses económicos, entre otros, ya que estos aspectos 
repercuten directamente en determinada nación; por ello, los líderes políticos se han enfocado en coordinar estra-
tegias y políticas que garanticen la seguridad y defensa nacional, con la finalidad de utilizar estas herramientas 
para actuar ante la incertidumbre y riesgos que trae consigo la globalización. 

POLÍTICAS DE SEGURIDAD Y DEFENSA NACIONAL

Ardila et al. (2018) afirman que la seguridad y la defensa son considerados aspectos primordiales a nivel nacional, 
debido a las nuevas amenazas generadas a partir de la globalización; por ello, se han desarrollado estrategias que 
permitan resolver cuestiones en torno a esta problemática. Respecto a la seguridad nacional, de acuerdo con 
Balta (2019), esta es un servicio público materia de una política de Estado, responsabilidad no solo del Gobierno, 
sino también de los ciudadanos. Cabe precisar que la seguridad nacional es objeto de una política pública, la cual, 
de acuerdo con Pérez (2019), es conceptualizada como: 
       
        El conjunto de acciones planeadas, ejecutadas y evaluadas por actores públicos y privados que, a partir 

de la lectura, la sistematización y el análisis de las demandas sociales, estructuran conceptual, operativa 
y financieramente un conjunto de planes, programas y proyectos, que tienen por finalidad mitigar, y en 
ocasiones erradicar, los problemas a los que la sociedad les confiere el estatus de problema de interés 
general. (p. 58)

De acuerdo con la Secretaría de Seguridad y Defensa Nacional (2015), “la Política de Seguridad y Defensa Nacio-
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nal proporciona lineamientos generales para estructurar, coordinar y armonizar los esfuerzos del Estado para 
hacer frente a las amenazas, preocupaciones y desafíos a la seguridad nacional” (p. 105). Cabe precisar que, 
según el ordenamiento jurídico del Perú, esta es una política nacional, tal como lo establece el Decreto Supremo 
N.° 029-2018-PCM publicado en el Diario Oficial El Peruano (2018), al resaltar que constituye decisiones políticas 
fundamentales, las cuales se toman priorizando los objetivos y acciones estratégicas que permitan resolver un 
problema público de alcance nacional o sectorial en determinado contexto sociopolítico. Por su parte, Peña (2013) 
resalta que, en las políticas públicas de defensa, intervienen tanto actores institucionales como no instituciona-
les, quienes tienen el deber de trabajar de forma íntegra, articulada y multidimensional, aplicando estrategias y 
controlando su ejecución, a fin de garantizar la seguridad y defensa nacional del país.

METODOLOGÍA

La investigación fue de tipo teórica-descriptiva, puesto que, mediante el conocimiento del proceso de formulación 
de una política pública, una política de seguridad y, en sí, de la doctrina sobre seguridad nacional en el Perú, se 
obtuvo como estructura de la realidad resultante un producto meramente conceptual. El enfoque de investiga-
ción fue de tipo cualitativo; mientras que el diseño fue no experimental. Se utilizó el método hermenéutico, ya que 
se recogió la información documental de los observables en el mismo lugar de la realidad problemática, con base 
en el material documental y normativo del que se disponga.

La población estuvo conformada por documentos de todo tipo, como leyes, decretos, resoluciones, diarios, perió-
dicos y otros medios audiovisuales relacionados con las políticas públicas; mientras que la muestra de estudio 
fueron aquellos documentos relacionados con políticas de seguridad y defensa nacional encontrados en las 
instalaciones del Ministerio de Defensa (Unidad Funcional de Gestión del Sistema de Defensa Nacional). 

Para recolectar la información se empleó la técnica del análisis documental y, como instrumento, se utilizó una 
relación de documentos por buscar y la ruta de sitios virtuales o reales a ser encontrados. Para el análisis de informa-
ción, se siguieron tres fases: reducción, que constó de segmentación en unidades, codificación/categorización o 
agrupamiento; disposición, en la que se precisó presentar y disponer de la información de forma ordenada, y, 
finalmente, transformación. Cabe destacar que se puso énfasis en el análisis del proceso que se sigue para elaborar 
una política de seguridad y defensa nacional, en su implementación y articulación con los gobiernos subregionales, 
su relación o interdependencia con la estrategia nacional de seguridad y cómo se fortalecería la seguridad nacional.

ANÁLISIS DE RESULTADOS

Al realizar la transcripción del contenido de las diferentes normas legales relacionadas con la seguridad y defensa 
nacional, e interpretando cada una de ellas con un enfoque hermenéutico, se identificó una serie de elementos 
que se constituyen en limitaciones que presentan los organismos públicos especializados en seguridad y defensa 
en el Perú. Para tal efecto, se analizó holísticamente las diferentes decisiones que se tomaron en el nivel político 
estratégico, las cuales repercutían en institucionalización y sostenibilidad del sistema de defensa.

Situación institucional en el nivel político estratégico

Las necesidades propias de la seguridad nacional requieren de una institucionalidad organizada, competente y 
capaz de articular y garantizar una respuesta multidimensional y transversal por parte del Estado, acorde con la 
más moderna concepción de gestión pública.
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a) Contravenciones legales en el marco jurídico de la seguridad y defensa nacional 

La legalidad es una de las condiciones institucionales más importantes para toda organización, de la que no está 
exento el Sistema de Defensa Nacional peruano, es decir, para asegurar una adecuada gestión del mismo, debe 
estar acompañada o precedida por una legislación o marco jurídico pertinente, de tal manera, que esta legalidad 
que se exige, depende de las autoridades, particularmente las que están en el nivel superior de la seguridad nacio-
nal, quienes deben actuar con respeto a la Constitución, a la ley y al derecho, dentro de las facultades que le estén 
atribuidas y de acuerdo con los fines para los que les fueron conferidas.

En el nivel político estratégico se ha cometido una serie de contravenciones a la ley o a lo legalmente establecido, 
encontrando la dación de normas legales que permitían la duplicidad de funciones, en desmedro de un órgano de 
instancia superior, como es la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena), creada como una entidad de carácter 
autónomo y permanente para asesorar y asistir al Consejo de Defensa, pues se le asignaron las funciones del 
Ministerio de Defensa (Mindef) a un órgano de tercer nivel organizacional. Lo mismo sucedió con el Decreto Supre-
mo N.° 001-2008-DE, mediante el cual se aprobó el Reglamento de Organización y Funciones (ROF) del Mindef, y 
se estableció la función y atribución de este ministerio para aprobar la Política de Seguridad y Defensa Nacional en 
el ámbito militar y no militar, duplicando y usurpando funciones que le correspondían única y exclusivamente a un 
órgano de estancia superior, como era el Consejo de Seguridad Nacional (Cosena), según la Ley N.° 28478. 

Además, se ha incumplido una serie de normas legales en el nivel político-estratégico, donde la conducción políti-
ca de la seguridad nacional en el nivel superior del Estado está directamente relacionada con el Consejo de Seguri-
dad y Defensa Nacional (Cosedena), que se desenvuelve en un marco de gestión, que deberá estar acompañado 
o precedido por una legislación adecuada y su fiel cumplimiento; sin embargo, se aprecia durante todo el periodo 
de estudio una serie de incumplimientos, como los siguientes: 

• Se desactivó la Sedena en dos oportunidades, en los años 2003 y 2016, sin respetar la preeminencia de normas 
y no acatando lo establecido en el D. L. N.° 743, Ley del Sistema de Defensa Nacional, y en el D. L. N°. 1129. 

• Se derogaron extemporáneamente normas que han sido modificadas, como el D. L. N.° 743, mediante la Ley 
N.° 28478, Ley del Sistema de Seguridad y Defensa Nacional (Sisedena), después de dos años de la desactiva-
ción del Sedena como órgano autónomo. Sobre la normativa anacrónica a los fines actuales de la seguridad, 
diremos que en todo este periodo de estudio se dieron una serie de normas que iban en contra del nuevo 
escenario de la seguridad y que, en vez de promover el fortalecimiento institucional del Sistema de Defensa, 
más bien lo debilitaba. dentro de ello podemos manifestar lo siguiente:

- Se emitió, y dio con el D. S. N.° 001-B-2004, la Política de Estado para la Defensa y Seguridad Nacional, bajo un 
enfoque predominantemente militar, que tuvo una vigencia de 13 años (del 2004 al 2017) y que, durante este 
tiempo, nunca se articuló ni implementó, tal como lo reconoció oficialmente el Estado en el D. S. N.° 012-2017-DE. 

- En plena vigencia de la Política del Estado para la Defensa y Seguridad Nacional, se emitió el D. S. N.° 
027-2007-PCM, dentro de una serie de políticas nacionales de obligatorio cumplimiento, como la Política 
Nacional N.° 12, Seguridad y Defensa Nacional, sin aprobación del Cosena, ocasionando una serie de confusio-
nes conceptuales y doctrinales que atentaban contra la institucionalidad del Sisedena.
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b) Estructura organizacional disfuncional 

Constitucionalmente, el Estado debe garantizar la seguridad de la nación, mediante el Sistema de Defensa Nacio-
nal; por lo cual, la dirección, preparación y el ejercicio de la defensa nacional lo desarrolla a través de un sistema 
funcional, denominado Sidena. A la cabeza del sistema se encuentra el Cosedena, dirigido por el presidente de la 
República, como un órgano de nivel superior del Estado, cuya eficacia y eficiencia pasa por tener una organización 
dotada de estructura, las potestades adecuadas y la capacidad decisional necesaria. Sin embargo, desde el punto 
de vista organizacional, se encontraron cambios institucionales desacertados, los cuales han demostrado la 
limitada estructura orgánica y una deficiente conducción política del Sistema de Defensa Nacional.

En primer lugar, se observó que, desde el 2001, se han producido avances y retrocesos respecto a cuestiones de 
seguridad y defensa nacional, como la desactivación del Sedena, encargando sus funciones al Digepe, con el 
agravante de que se duplicaron funciones y se actuó al margen de la aprobación del Codena, según el artículo 18, 
numeral f) del D. L. N.° 743. Posteriormente, se dieron sucesivas normas legales en el sector defensa, confirmando 
la irregular decisión indicada, llegando incluso a duplicar y usurpar funciones, que eran de única y exclusiva 
competencia del Codena, ya que mediante D. S. N.° 001-2008-DE, se le encarga al Mindef, como función y atribu-
ción de este, aprobar la Política de Seguridad y Defensa Nacional. 

Luego, en el 2012, con la finalidad de crear un Sistema de Defensa Nacional con un enfoque multidimensional, se 
emite el D. L. N.° 1129; además, se creó la Sedena, mediante el D. L. N.° 1131. No obstante, como acto de retroceso, 
en el 2016 se desactiva nuevamente el Sedena mediante el D. S. N.° 061-2016-PCM, al margen de la aprobación 
del Cosedena y, de nuevo al margen de la aprobación del Cosedena, según el artículo 7 del D. L. N.° 1129, se encar-
ga nuevamente al Mindef asumir las funciones de esta secretaría, donde después de idas y vueltas respecto a 
definir qué órgano asumiría puntualmente estas funciones, se decidió, mediante la R. M. N.° 813-2018-DE/SG, 
que fuese la Unidad Funcional de Gestión del Sidena, la cual viene funcionando de manera provisional en tanto 
modifiquen los documentos de gestión del Mindef, ya que sigue la normatividad vigente respecto a las funciones 
y organización del Mindef en materia de seguridad y defensa nacional. 

En relación con la limitada estructura orgánica de los tres sistemas creados dentro del periodo de estudio, los dos 
primeros tenían una estructura limitada, descontextualizada del nuevo escenario de seguridad, puesto que no 
poseían el enfoque multidimensional demandado ni una estructura que garantice respuestas efectivas del 
Estado, de carácter multisectorial, para enfrentar las nuevas amenazas. Además, sobre el vigente Sistema de 
Defensa Nacional, creado mediante el D. L. N.° 1129, el enfoque multidimensional se tornó deficiente, esto a partir 
de la desactivación del Sedena y el encargo de funciones a un órgano de dudosa legalidad dentro del Mindef, 
como la Ufgsidena. 

Finalmente, respecto a la conducción política del sistema, la cual se ha vuelto deficiente, se puede resaltar que la 
responsabilidad de este problema recae sobre el Codena, estancia máxima de decisión política del Sidena, el cual 
permitió los cambios estructurales señalados durante el 2003 y 2016 sin su aprobación, lo que indica que el 
sistema devino en deficiente, al no asumir o hacer cumplir a cabalidad sus prerrogativas, siendo estas importan-
tes para garantizar la seguridad de la nación. 
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c) Doctrina de seguridad y defensa nacional obsoleta

En el Perú, el Sistema de Defensa Nacional no solo se sustenta mediante la organización y funciones que rigen por 
ley, sino también por la doctrina de defensa nacional; por ello, es necesario un instrumento orientador del 
sistema, es decir, la formulación de una política de seguridad y defensa nacional. En esta investigación, se eviden-
ció que se dispone de tal doctrina, pero es obsoleta, ya que se ha quedado estancada desde la época de la Guerra 
Fría, bajo un enfoque unilateral y militar, puesto que, luego de la doctrina de defensa nacional publicada en el 
2000, no se ha conocido ningún otro texto en esta materia. Asimismo, se observó que existe desconocimiento 
acerca del nuevo escenario de la seguridad; esto a partir de la perduración de la vigencia de la Política del Estado 
para la Defensa y la Seguridad Nacional, emitida mediante el D. S. N.° 001-B-2004, la cual, desde su formulación, 
al ser considerado su contenido bajo la clasificación de secreto, estuvo impedida de efectuar una implementación 
articulada en forma sectorial y territorial; no obstante, se mantuvo vigente por 13 años, hasta que se emitió el D. 
S. N.° 012-2017-DE, que aprobó la nueva Política de Seguridad y Defensa Nacional; sin embargo, esta última políti-
ca tuvo un esquema metodológico que no forma parte de la doctrina. 

Respecto a la ausencia de un lenguaje común, se encontró que se dan diversas denominaciones a la Política de 
Seguridad y Defensa Nacional (Política Integral de Defensa Nacional, Política de Defensa Nacional, entre otros). 
Este mismo problema se evidenció en las denominaciones del Sistema de Defensa Nacional (Sistema de Seguridad 
y Defensa Nacional, Sistema de Defensa Nacional, entre otros). Aunque actualmente, a partir de la dación de la 
última política, se establece una nueva denominación, pero este cambio constante y las alteraciones estructura-
les, resultaron perjudiciales para lograr la actualización permanente de la doctrina. Cabe destacar que la desacti-
vación del Sedena, ente natural y encargado de la actualización de la doctrina de seguridad y defensa nacional, 
obstaculizó el establecimiento de esta doctrina. 

d) Inaplicabilidad de la Política de Seguridad y Defensa Nacional 

En el periodo de estudio de esta investigación (2001-2018), la Política de Seguridad y Defensa Nacional ha sido 
inaplicable, debido a su falta de coherencia con el nuevo escenario de la seguridad, ello a partir de la falta de 
articulación con los Gobiernos subnacionales. La incoherencia quedó en evidencia al observar que la Política del 
Estado para la Defensa y la Seguridad Nacional, dada mediante el D. S. N.° 001-B-2004, tenía objetivos predomi-
nantemente militares; mientras que, la nueva Política de Seguridad del 2017, también estuvo dentro del enfoque 
tradicional militar de seguridad. 

En cuanto a la falta de articulación de los Gobiernos subnacionales, esto se demostró con la afirmación del 
Estado, mediante el D. S. N.° 012-2017-DE, en el que se aprobó la nueva Política de Seguridad y Defensa Nacional, 
donde se señaló que la política del 2004, dada su clasificación de secreta, no pudo ser implementada de forma 
integral, articulada y coordinada de forma territorial y sectorial. Sin embargo, respecto a la política dada en el 
2017, esta tampoco ha podido ser articulada e implementada, ya que, de acuerdo con el Ceplan (2018), esta se 
debe implementar mediante un Plan Estratégico Multisectorial (PEM) y con base en la guía de políticas naciona-
les. Esta implementación se debe realizar a través de los planes de Sinaplan, el cual, hasta la fecha de esta investi-
gación, no ha sido formulado. Respecto a la no identificación como política pública, de acuerdo con el ordena-
miento jurídico peruano, recién a partir de la nueva Política de Seguridad y Defensa Nacional, publicada en el 
2018, se resaltó que esta sería una política nacional multisectorial. 

Finalmente, en cuanto a las peculiaridades de la política señalada, durante el periodo de estudio (2001-2018), se 
han mantenido los diferentes sistemas de defensa, así como respetado la especificidad de una política de seguri-
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dad y defensa nacional, es decir, han sido elaborados bajo un esquema propio, sin soporte doctrinario, pero 
aprobado por el Consejo de Seguridad y Defensa Nacional; sin embargo, con la publicación de una Guía de políti-
cas nacionales por parte del Ceplan (2018), se viene imponiendo, ante la ausencia justamente de una doctrina, un 
esquema metodológico donde se desconoce su especificidad, lo cual alteraría su diseño y formulación, verbigra-
cia; además, no se reconocería como parte de su implementación lo establecido en el D. S. N.° 037-2013-PCM 
(Reglamento del D. L. N.° 1129), donde indica en el artículo 24 los siguientes instrumentos de la Política de Seguri-
dad y Defensa Nacional: estrategia, directiva para el planeamiento estratégico integral y directivas específicas de 
la seguridad y defensa nacional.

Todos estos documentos, como parte de la especificidad de la política en mención, pretendieron complementar la 
aplicación e implementación de la Política de Seguridad y Defensa Nacional; sin embargo, esto no es reconocido 
por la Guía de políticas nacionales (Ceplan, 2018), ya que en esta se ha establecido que todas las políticas nacio-
nales se deben implementar solo a través de los planes de Sinaplan, esto es, los PEM, PESEM, PEI y POI.

DISCUSIÓN

Luego de haber expuesto los resultados encontrados, se llevó a cabo la discusión acerca de estos, de acuerdo con 
las siguientes dimensiones: contravenciones legales del marco jurídico de la seguridad y defensa nacional, como 
atentado a la legalidad, a partir de la duplicidad de funciones, incumplimiento de normas y la normativa anacróni-
ca a los fines actuales de la seguridad nacional; disfuncionalidad de la estructura organizacional del sistema, a 
través de desacertados cambios institucionales, limitada estructura organizacional y deficiente conducción políti-
ca del sistema; obsolescencia de la doctrina de seguridad y defensa nacional, a través de la incoherencia con el 
enfoque multidimensional y la ausencia de un lenguaje común; inaplicabilidad de la Política de Seguridad y Defen-
sa Nacional, debido a la incoherencia con el nuevo escenario de seguridad, la falta de articulación con los Gobier-
nos subnacionales, la no identificación como política pública y las peculiaridades de una política de seguridad y 
defensa nacional. Cabe precisar que, si bien se señalan cuatro líneas clave, cada uno de estos aspectos está 
relacionado y en proceso de ida y vuelta en el sostenimiento de la institucionalidad del Sidena y, por ende, permi-
ten garantizar una adecuada formulación de la Política de Seguridad y Defensa Nacional. 

a) Contravenciones legales del marco jurídico de la seguridad y defensa nacional

Bucur (2013) señala que la legalidad es una de las condiciones institucionales más importantes para toda organi-
zación, tema del cual no está exento el Sistema de Defensa Nacional peruano; por ello, las autoridades deben 
actuar con respeto a la Constitución, la ley y el derecho, dentro de las facultades que le estén atribuidas y de 
acuerdo con los fines para los que les fueron conferidas. No obstante, se ha apreciado que, en el ámbito de la 
legalidad, durante el 2001-2018, el marco legal de la seguridad nacional ha tenido una serie de contravenciones, 
lo que ha afectado la institucionalidad del Sidena. 

Cabe destacar que la seguridad nacional constituye un fin superior; por lo tanto, es una de las máximas priorida-
des del nivel político-estratégico para preservar la institucionalidad del sistema. Consciente de esto, el Estado 
peruano, constitucionalmente, ha establecido que garantiza la seguridad de la nación, mediante el Sistema de 
Defensa Nacional, cuya organización y funciones están regidas por ley, siendo órgano superior el Consejo de 
Seguridad y Defensa Nacional, presidido por el presidente de la República. En este sentido, Bernales (1998) indica 
que la defensa nacional es, en esencia, una política de Estado, por lo cual, es un tema político que implica decisio-
nes de alto nivel, ya que requiere de leyes institucionales y procedimientos, así como de organismos constituidos 
legalmente para hacerlo viable. 
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Sin embargo, a pesar de la importancia del respeto al marco legal de seguridad y defensa nacional, durante el perio-
do 2001-2018 se ha encontrado una serie de contravenciones legales que generaron distorsiones y confusiones a 
nivel normativo, lo que debilitó la institucionalidad del sistema y, consecuentemente, provocó el detrimento de su 
funcionamiento, el cual debería ser coherente y consistente para poder enfrentar eficazmente el nuevo escenario 
de seguridad, caracterizado por su complejidad e incertidumbre, a partir del surgimientos de nuevas amenazas. 

b) Estructura organizacional disfuncional

Durante el periodo de estudio (2001-2018) se observó que, desde el punto de vista organizacional, se cometieron 
cambios institucionales erróneos, lo que provocó una limitada estructura orgánica y deficiente conducción políti-
ca del Sistema de Defensa Nacional, lo que impidió que el sistema funcione como tal, es decir, como un sistema 
cibernético que viabilice la política de seguridad y defensa de la nación, para que esta se articule e implemente, 
transversal y verticalmente, de manera intergubernamental. En este sentido, Delamer (2005) indica que este 
sistema debe “comparar los resultados logrados con los datos que le dieron origen, ajustando o modificando el 
comportamiento futuro del sistema” (p. 37), a fin de que este se adapte a las variaciones del entorno, es decir, el 
Sidena debe actuar decisivamente, utilizando mecanismos especulativos, cibernéticos, integrados e interdepen-
dientes, acorde con las necesidades de la seguridad nacional, ya que este es un interés de carácter nacional. 

c) Doctrina de seguridad y defensa nacional obsoleta

De acuerdo con lo observado, durante el periodo de estudio (2001-2018) se determinó que existe una doctrina de 
seguridad y defensa nacional, pero obsoleta, reflejando el desconocimiento del nuevo escenario de seguridad 
(enfoque multidimensional) y la ausencia de lenguaje común. Respecto al primer problema señalado, se observó 
que la ausencia de una doctrina actualizada ha impedido la conducción política adecuada del Sidena, cuya actua-
ción debería ser coherente y consistente, con la finalidad de cumplir con los objetivos y metas, lo que permitirá 
que realice sus funciones primordiales, tales como planeamiento, organización, dirección y control. En este 
sentido, Yovera (2014) señala que una doctrina de seguridad y defensa nacional, legamente constituida, permite 
guiar el planeamiento en esta materia a nivel multidimensional, ajustándose a la realidad nacional y las cuestio-
nes de cada uno de los sectores de la sociedad. Por lo cual, una doctrina de seguridad y defensa nacional servirá 
de orientación y soporte de las actividades del Sidena, viabilizando la Política de Seguridad y Defensa Nacional 
de forma coordinada, sostenida e integral a toda amenaza que se presente en la seguridad nacional. 

d) Inaplicabilidad de la Política de Seguridad y Defensa Nacional

La protección de los intereses nacionales de seguridad constituye una responsabilidad primordial del Gobierno, 
el cual debe salvaguardarse eficientemente, por lo tanto, si se amerita el caso, debe tomarse en cuenta el instru-
mento militar, ya que este interés constituye uno de los fines a alcanzar de la Política de Seguridad y Defensa 
Nacional. Al respecto, Robles (2006) resalta la trascendencia e importancia de dicha política, ya que esta: 

Debe precisar la respuesta estatal, en forma coordinada e integral, frente a cada tipo de amenaza a la 
seguridad. Posteriormente y como parte integrante de esa política, se establece la política de defensa, 
teniendo como premisa el carácter de política pública y nunca el de coroto cerrado de determinado 
sector del Estado. (p. 165)

Cabe destacar que la aprobación de la nueva Política de Seguridad de Defensa Nacional, mediante el D. S. N.° 
012-2017-DE publicado en el Diario Oficial El Peruano (2017), reconoció que la política en esta materia, emitida en 
el 2004, no fue implementada de manera integral, articulada y coordinada; sin embargo, esta última aprobada 
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tampoco ha cumplido con estos objetivos, puesto que debe implementarse mediante los planes del Sinaplan, tal 
como lo señala el Ceplan (2018), siguiendo los lineamientos establecidos en la Guía de políticas nacionales.

CONCLUSIONES

Durante el periodo 2001-2018, se encontró debilidad institucional —a nivel superior— respecto a la seguridad y 
defensa nacional del Perú, lo que ha impedido diseñar, articular e implementar una adecuada política de seguri-
dad y defensa nacional. A su vez, la legalidad es una condición institucional fundamental en el Sidena; sin embar-
go, durante el periodo de estudio (2001-2018), se cometieron graves contravenciones del marco legal (corpus 
juris) de la seguridad y defensa nacional, lo que ha generado confusiones conceptuales y doctrinales, que han 
perjudicado la institucionalidad del sistema. 

Por otro lado, se determinó que, en el Perú, durante el periodo de estudio (2001-2018), solo existió oficialmente 
una doctrina de seguridad y defensa nacional que data del 2000, por lo cual, se concluyó que la formulación de 
la Política de Seguridad y Defensa Nacional quedó congelada, deviniendo en obsoleta, ya que la doctrina indicada 
estuvo constituida por un enfoque eminentemente militar, no acorde con el nuevo escenario de seguridad post 
Guerra Fría, es decir, de enfoque multidimensional y multisectorial. 

Finalmente, en el periodo 2001-2018, se establecieron dos políticas de seguridad y defensa nacional —en el 2004 y 
2017, respectivamente—; sin embargo, estas no se implementaron ni de forma intersectorial o intergubernamental. 
No obstante, de acuerdo con lo establecido por el Ceplan, se estableció que las políticas de seguridad y defensa 
nacional deben lograr lo siguiente: ser públicas; multisectoriales, por lo que tienen temporalidad; multidimensiona-
les, por lo que deben ser actualizadas, y mantener ciertas particularidades, dada su alta complejidad y connotación. 

RECOMENDACIONES

En primer lugar, se recomienda que el Cosedena defina, consolide, empodere y difunda el soporte legal de la 
seguridad nacional, debiendo evaluarse periódicamente, y evitar que instancias de menor nivel o jerarquía 
atenten contra la legalidad de este marco jurídico. Del mismo modo, el Cosedena debe adoptar, inmediatamente, 
una serie de medidas enfocadas en fortalecer y empoderar su estructura orgánica, con la delimitación competen-
cial de sus órganos, a fin de garantizar la eficacia y eficiencia del sistema. 

El Mindef, a través de la Dirección General de Educación y Doctrina (Digedoc), deberá conformar una comisión 
multisectorial y elaborar la doctrina de seguridad y defensa nacional, en el nivel político y estratégico, ya que esta 
será la guía orientadora del quehacer del Sidena, poniendo énfasis en lo siguiente: redefinición del concepto de 
seguridad y defensa nacional bajo el enfoque multidimensional; definición del concepto amenaza, nueva amena-
za, riesgo, preocupación, desafíos y vulnerabilidad; definir el concepto de intereses nacionales, interés nacional 
de seguridad y su categorización; redefinir las actividades desarrolladas en el planeamiento de la seguridad y 
defensa nacional, a nivel político estratégico. 

Finalmente, se recomienda que el Consejo de Seguridad y Defensa Nacional se reúna para acordar lo siguiente: 
actualización de la novena política de Estado del Acuerdo Nacional, respecto a seguridad nacional, bajo el 
enfoque multidimensional; definir un esquema metodológico para la elaboración de la Política Nacional de Seguri-
dad y Defensa Nacional, de acuerdo con lo dispuesto por el Ceplan; elaborar documentación que respete los 
efectos de la implementación de la Política de Seguridad y Defensa Nacional, constituido mediante las siguientes 

Revista de Ciencia e Investigación en Defensa-CAEN ISSN 2709-1422 Revista de Ciencia e Investigación en Defensa-CAEN ISSN 2709-1422 

A
rt

íc
ul

os
 d

e 
in

ve
st

ig
ac

ió
n

73



herramientas: estrategia de seguridad nacional, directiva de seguridad y defensa nacional, directiva para el 
planeamiento estratégico integral, y directivas específicas de la seguridad y defensa nacional. 
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Participación de las 
Fuerzas Armadas en el 
sistema de gestión del 

riesgo de desastres

Participation of the armed
forces in the disaster
management system

Esta investigación tuvo como objetivo determinar si la participación de las Fuerzas Armadas ha contribuido en 
el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (Sinagerd). La investigación fue de tipo correlacio-
nal-aplicativo y el diseño fue no experimental. La población estuvo constituida por personal militar de las 
Fuerzas Armadas, que ha participado en el fenómeno de El Niño y en capacitaciones conjuntas, conformado 
por un total de 111 personas; mientras que, para la selección de la muestra, se utilizó el tipo de muestreo no 
probabilístico sobre un total de 86 personas. Las técnicas de recolección de datos fueron el análisis documental 
y la encuesta; mientras que el instrumento utilizado fue el cuestionario, el cual obtuvo un valor positivo de 
0.9187, respecto al coeficiente de Alfa de Cronbach, lo que comprobó su alta confiabilidad. Para el estudio de 
validez, se recurrió al juicio de expertos, quienes coincidieron que el instrumento en cuestión tiene un construc-
to que permite medir adecuadamente las variables objeto de estudio. Para el análisis de resultados se empleó 
la estadística descriptiva y para contrastar la hipótesis se utilizó la técnica del chi-cuadrado. Al aplicar esta 
prueba, se obtuvo un valor de 35,668 (X2 = 9,488), por lo que, con un nivel de significación del 5 %, se rechazó 
la hipótesis nula y se aceptó la hipótesis alternativa. Sobre la base de ello, se concluyó que la participación de 
las Fuerzas Armadas ha contribuido significativamente en el Sistema de Gestión del Riesgo de Desastres.
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PALABRAS CLAVE: GESTIÓN DE RIESGO, FUERZAS ARMADAS, 
SISTEMA DE GESTIÓN, RIESGO DE DESASTRES, DESASTRES NATURALES.

KEYWORDS: RISK MANAGEMENT, ARMED FORCES, 
MANAGEMENT SYSTEM, DISASTER RISK, NATURAL DISASTERS

Abstract

Introducción

This research aimed to determine whether the participation of the Armed Forces has contributed to the Natio-
nal Disaster Management System (Sinagerd). The research was correlational-applicative and the design was 
non-experimental. The population was made up of military personnel from the Armed Forces, who have partici-
pated in the El Niño phenomenon and in joint training, and comprised a total of 111 people; while, for the 
selection of the sample, the non-probabilistic type of sampling was used on a total of 86 people. The data 
collection techniques were documentary analysis and the survey; while the instrument used was the question-
naire, which obtained a positive value of 0.9187, with respect to Cronbach's Alpha coefficient, which proved its 
high reliability. For the validity study, experts' judgment was used, and they agreed that the instrument in 
question has a construct that allows measuring adequately the variables under study. For the analysis of 
results, descriptive statistics were used and to contrast the hypothesis, the chi-square technique was used. 
When applying this test, a value of 35,668 (X2 = 9,488) was obtained, so, with a significance level of 5%, the null 
hypothesis was rejected and the alternative hypothesis was accepted. Based on this, it was concluded that the 
participation of the Armed Forces has contributed significantly to the Disaster Risk Management System.

Los desastres son eventos de carácter calamitoso que han estado presentes a lo largo de la historia de la huma-
nidad. En las últimas décadas, se ha otorgado mayor importancia a su estudio, debido a los efectos del calenta-
miento global, entre otros, lo que ha propiciado una mayor cantidad de eventos naturales que impactan negati-
vamente en el desarrollo de cualquier país. 

El Perú no se encuentra exento de estos eventos, ya que en las últimas décadas se han presentado una mayor 
cantidad de catástrofes, lo que ha provocado la pérdida de vidas humanas y dificultades de subsistencia, 
debido a que los desastres naturales tienen efectos severos, siendo la población de clase baja la más afectada, 
además de tener menos opciones de recuperación. En ese sentido, los países deben estar preparados para 
afrontar eventos naturales, como terremotos, tsunamis, inundaciones, fenómenos como el de El Niño o La Niña, 
a fin de salvaguardar la vida de la población. 

Cabe resaltar que el fenómeno de El Niño de 1997-1998 ha sido uno de los eventos más aciagos ocurridos en el 
Perú, ya que se desarrolló rápidamente y produjo aumentos de temperatura mayores a otros registrados (entre 
2 a 5 °C por encima de lo normal). Este fenómeno afectó principalmente a la región Lambayeque, generando 
daños en infraestructura a nivel departamental, pues se perdieron 6,837 hectáreas y un total de 17,312 hectá-
reas fueron afectadas, siendo la provincia de Ferreñafe la más afectada por este evento; en energía, puesto que 
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el desborde de los ríos produjo el colapso de torres de alta tensión; en salud, debido al colapso en los centros 
de salud de esta región; daños en el sistema de agua y desagüe, y daños en la infraestructura vial, especialmen-
te las vías que cruzan la Panamericana Norte. 

En vista de esta problemática, la Presidencia del Consejo de Ministros (2014) elaboró una Política Nacional de 
Gestión de Riesgos de Desastres (GRD), la cual fue definida como un conjunto de orientaciones direccionadas 
a impedir o reducir los riesgos de desastres en el Perú, con la finalidad de evitar que se generen eventos en este 
sentido y llevar a cabo un sistema de preparación, atención, rehabilitación y reconstrucción eficaz ante 
situaciones de desastres; asimismo, esta política se enfoca en aminorar los efectos adversos que produzcan los 
desastres sobre la economía, el medio y los habitantes. En este marco surge una gran cantidad de cuestiones 
relacionadas con las funciones, actividades y rol de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional del Perú, dentro 
del Sistema de Gestión del Riesgo de Desastres, en relación con los eventos que se produjeron en el Perú en la 
segunda mitad del siglo XX y en las dos primeras décadas del siglo XXI. 

Es importante destacar que, para afrontar el fenómeno de El Niño y reducir la vulnerabilidad del país ante 
eventos naturales, entre el 2015 y 2016, se han invertido cifras históricas, ascendiendo el presupuesto a S/ 
3,097 millones, de los que solo se ejecutaron S/ 2,414 millones para prevenir y mejorar la capacidad de respues-
ta ante el fenómeno en el norte del país. Frente a esta inversión, la llegada de El Niño permitió observar las 
deficiencias y la poca capacidad de reacción por parte de las autoridades, evidenciando que las políticas de 
Estado establecidas son limitadas, respecto a la gestión y prevención del riesgo de desastres; esto a partir de 
que el fenómeno de El Niño afectó gravemente a la población, provocando que 874 distritos fueran declarados 
en emergencia; además, se contabilizaron 113 fallecidos, 17 desaparecidos, 397 heridos; 184 mil damnificados y 
alrededor de un millón de afectados, así como 21 mil viviendas colapsadas y 20 mil en estado inhabitable; 
establecimientos de salud afectados, colapsados e inutilizables; puentes y vías afectados y colapsados; hectá-
reas de cultivos afectadas o perdidas; entre otros.

En definitiva, estos eventos se encuentran identificados en la Constitución Política del Perú, la cual establece lo 
siguiente:

Artículo 163.- El Estado garantiza la seguridad de la Nación mediante el Sistema de Defensa Nacional. 
La Defensa Nacional es integral y permanente. Se desarrolla en los ámbitos interno y externo. Toda 
persona, natural o jurídica, está obligada a participar en la Defensa Nacional, de conformidad con la 
ley. (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2016, p. 133)

En consecuencia, el Estado, a través de las Fuerzas Armadas, debe establecer en sus funciones el planificar, 
coordinar y supervisar las acciones realizadas por las instituciones armadas en el área de defensa civil, las 
cuales deben estar orientadas a contrarrestar los daños generados por los desastres naturales que requieran 
la participación integrada de los actores sociales. 

Consecuentemente, a partir de la problemática señalada, el objetivo de esta investigación fue determinar si la 
participación de las Fuerzas Armadas ha contribuido en el Sistema Nacional de Gestión de Riesgo de Desas-
tres (Sinagerd), así como determinar si el sistema indicado ha fortalecido la capacidad del personal militar 
para la evacuación y rescate. Además, se busca conocer si la participación de las Fuerzas Armadas, con perso-
nal médico, ha favorecido el salvamento de vidas de damnificados y, finalmente, determinar si la participación 
de las Fuerzas Armadas, con el equipamiento e ingeniería, ha contribuido en el proceso de reconstrucción 
física posdesastres. 
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Se tomó en cuenta la investigación de Díaz (2013), quien analizó la gestión de riesgo del componente de coordi-
nación en el Sistema Nacional de Defensa Civil (Sinadeci), concluyendo que observó falta de cultura organiza-
cional, debido al exceso de burocracia; además, la falta de normas, métodos y procedimientos ocasiona 
deficiencias de coordinación respecto a la gestión de riesgos. Asimismo, se revisó el estudio de Machuca (2014), 
quien tuvo como objetivo principal calcular los daños económicos potenciales en el sector vivienda, producto 
de las inundaciones causadas por El Niño durante 1993 y 2012, en regiones localizadas al norte del país, conclu-
yendo que los daños fueron cuantiosos, ascendiendo a casi 837 millones de soles. En el marco internacional, se 
revisó el estudio de Ugarte y Salgado (2014), quienes afirmaron que los desastres socionaturales que se produ-
cen en determinado territorio dejan diversas vulnerabilidades y riesgos en la población afectada, por ello, se 
debe manejar eficazmente, a nivel público y político, la percepción de riesgo en la población. Finalmente, el 
estudio de Palacios (2017) se enfocó en analizar los riesgos naturales y antrópicos a los que se encuentran 
expuestas las unidades educativas del Barrio Comité del Pueblo en Ecuador, encontrando que la gestión de 
riesgos en la comunidad educativa tiene un déficit demasiado alto, respecto a temas de prevención y mitigación 
de riesgos relacionados con eventos naturales, así como en temas de respuesta y reacción.

GESTIÓN DEL RIESGO

En los últimos años, se ha evidenciado una gran cantidad de desastres, los cuales se caracterizan por ser de 
mayor severidad, ello como consecuencia de la acción humana y el uso indiscriminado de recursos, así como la 
industrialización, entre otros factores que han influenciado negativamente en el ambiente, produciendo el calen-
tamiento global y el cambio climático, desencadenando riesgos para la población en general. Sandoval (2020) 
afirma que los desastres socionaturales, actualmente, son uno de los principales problemas a los que se enfrenta 
un país, ya que la aparición eventual y sorpresiva de estos impide el desarrollo, al impactar negativamente en la 
estabilidad de una nación, puesto que no solo produce la pérdida de vidas humanas, sino también pérdidas 
económicas. Zapa et al. (2017) indican que los riesgos de eventos naturales deben prevenirse y mitigarse, a fin de 
evitar situaciones de vulnerabilidad social, económica, física y ambiental para la sociedad. Entonces, depende 
del análisis de riesgo transformar las situaciones de vulnerabilidad, a fin de aminorar los daños que puedan 
producirse por los desastres naturales. Según Ávila et al. (2016), debido a que los riesgos naturales afectan 
directamente a la población, estos requieren de una intervención pública; es decir, de decisiones, acciones y 
políticas públicas que se enfoquen en reducir o hacer frente al impacto de los eventos naturales, lo cual requiere 
de inversión y acciones relacionadas con la prevención y recuperación. 

En este sentido, Calderón y Frey (2017) señalan que la gestión de desastres está constituida por los procesos, 
estrategias y proyectos enfocados en la identificación del riesgo, la reducción de este y la capacidad de respuesta 
ante un eventual desastre natural. Para que la gestión sea efectiva, es necesario que se desarrolle “bajo una 
estructura organizativa, unos instrumentos de planificación, unos sistemas de información y unos mecanismos de 
financiación” (p. 241). Espinosa et al. (2017) indican que la gestión de riesgos incluye los siguientes aspectos: 
ordenamiento del territorio; análisis de la historia del territorio; implementación de programas educativos y 
culturales respecto a los eventos naturales identificados en un área determinada, a fin de mitigarlos y prevenirlos, 
y responsabilidad de la toma de decisiones. Cumplir con estos objetivos de gestión permitirá generar mayor 
bienestar y reconocimiento social. Finalmente, Ferreira et al. (2016) afirman que la gestión de riesgos es un proce-
so social en el que deben participar de forma íntegra y organizativa el Estado, las instituciones y la comunidad en 
general, a fin de planificar acciones de prevención y respuesta ante la aparición de eventos naturales, y que estas 
sean evaluadas para mejorar la capacidad de respuesta de la sociedad. 
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FUERZAS ARMADAS Y LA GESTIÓN DE RIESGO COLECTIVO 

Cardona et al. (2003) señalan que el riesgo colectivo, también denominado riesgo público, es el peligro existen-
te, en algún grado, para todos los integrantes de una comunidad. Este riesgo, al ser identificado, conlleva a la 
aplicación de estrategias y políticas públicas para su reducción, lo que implica el compromiso de instituciones 
públicas y privadas, así como de la comunidad. Una de las instituciones que participa activamente en la preven-
ción y resolución de las emergencias producidas a causa de los desastres naturales son las Fuerzas Armadas. 
Al respecto, Salvago (2019) afirma que las Fuerzas Armadas no solo tienen la función de realizar acciones exter-
nas del Estado, sino también deben actuar internamente, con el objetivo de generar bienestar en la población 
y cubrir la necesidad de seguridad. Por su parte, Yépez (2017) indica lo siguiente: 

Las FF. AA. se constituyen en el brazo ejecutor de las políticas de seguridad y defensa que el Estado 
planifica. Por tanto, el empleo de las FF. AA. es el empleo mismo de los recursos del Estado para 
prever, enfrentar, remediar o paliar las amenazas y los riesgos que influyen en la Nación. (p. 75)

A su vez, Gómez (2018) señala que las Fuerzas Armadas son un apoyo importante para cubrir las necesidades 
de la población, en especial respecto al Sistema Nacional de Gestión de Riesgos y Desastres, puesto que la 
distribución del personal en el territorio nacional, para atender emergencias de desastres naturales, así como 
su organización efectiva, son características ideales que constituyen a estas fuerzas de la nación, indispensa-
bles para hacer frente a los eventos naturales, los cuales representan riesgos para su estabilidad y desarrollo. 
Por su parte, Mindiola y Toulkeridis (2019) señalan, respecto a las Fuerzas Armadas, lo siguiente: 

Uno de los pilares fundamentales en que se sustenta la seguridad y defensa de una nación, lo consti-
tuye sin lugar a dudas la capacitación y sensibilización que poseen los integrantes de las Fuerzas 
Armadas en la atención a la población y la seguridad ciudadana. (p. 58) 

Entonces, las Fuerzas Armadas deben contar con la capacitación y el equipamiento necesario para prevenir y 
contrarrestar los efectos de los desastres naturales, con la finalidad de garantizar el bienestar de la población 
y cumplir con el objetivo de mantener la seguridad ciudadana. En ese sentido, Soto y Del Castillo (2019) 
manifiestan que las Fuerzas Armadas deben implementar acciones estratégicas que puedan ser ejecutadas en 
el presente, pero también que sean aplicables ante futuros eventos naturales; es decir, sus acciones deben 
tener la capacidad de adaptarse a los cambios, ya que los acontecimientos resultantes a partir del cambio 
climático crean un ambiente de riesgos constantes, que pueden afectar gravemente a la sociedad, impidiendo 
el desarrollo nacional. 

METODOLOGÍA

La investigación fue de tipo correlacional-aplicativo, ya que tuvo como finalidad conocer la relación o grado de 
asociación existente entre las variables de estudio Participación de las Fuerzas Armadas y el Sistema Nacional 
de Gestión del Riesgo de Desastres, con un enfoque cuantitativo y un diseño de investigación no experimental, 
puesto que se observó el fenómeno en cuestión en su entorno natural. 

La población estuvo constituida por el personal militar de las Fuerzas Armadas que han participado en el 
fenómeno de El Niño en la costa peruana, y que han participado en capacitaciones conjuntas, lo que hace un 
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Frecuencia

Válido

Muy en 
desacuerdo 6

7
13

28

7.0

8.1
15.1

32.6

7.0

15.1
30.2

62.8

En desacuerdo

86 100.0Total

Indefinido

De acuerdo

32 37.2

7.0

8.1
15.1

32.6

100.0

37.2 100.0Muy de acuerdo

Porcentaje Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado

Tabla 1. 
Participación de las Fuerzas Armadas

total de 111 personas. Para la selección de la muestra, se utilizó el tipo de muestreo probabilístico, obteniéndose 
un total de 86 personas. 

Las técnicas de recolección de datos fueron el análisis documental, puesto que se seleccionó la información 
respecto a la gestión del riesgo de desastres; y la encuesta, con la finalidad de obtener información respecto a 
las experiencias obtenidas por los militares al participar en situaciones de desastres naturales. Los instrumen-
tos de acopio de información fueron fichas de interpretación de carácter hermética y el cuestionario, el cual fue 
aplicado al personal militar que participó en el fenómeno de El Niño costero en sus distintos grados. 

Para comprobar la validez y confiabilidad de los instrumentos utilizados, se aplicó el cuestionario a una muestra 
piloto (30 personas), obteniéndose un valor positivo de 0.9187 respecto al coeficiente de confiabilidad Alfa de 
Cronbach. Cabe precisar que, para contrastar la hipótesis, se aplicó la técnica estadística chi-cuadrado, con la 
finalidad de demostrar la relación entre las variables de análisis. 

ANÁLISIS DE RESULTADOS

En la Tabla 1 se puede observar que los encuestados percibieron que la participación de las Fuerzas Armadas 
en la administración de Desastres tiene una importancia capital, en virtud de que el 32.6 % de la muestra está 
de acuerdo con dicha apreciación, mientras que el 37.2 % está muy de acuerdo y, finalmente, 15.1 % tuvo una 
opinión neutral. Por otra parte, el 8.1 % de los encuestados estuvo en desacuerdo con esa percepción, mientras 
que el 7.0 % estuvo muy en desacuerdo.

Estos resultados se traducen en que los encuestados son conscientes de su rol en la participación activa de sus 
miembros en situaciones de emergencia en cualquier parte del país, actuando efectivamente de acuerdo con los 
procedimientos y protocolos establecidos en la asistencia a los damnificados, para lo cual se requiere una 
capacitación y entrenamiento constante para llevar a cabo la búsqueda y rescate de las personas afectadas, 
con la finalidad de reducir el impacto de la emergencia en la ciudadanía. Para esto, se requiere la conformación 
de brigadas encargadas de los simulacros, que permitan identificar los factores que inciden en una rápida y 
oportuna respuesta frente a la emergencia. 

Cabe destacar que el Indeci tiene un rol protagónico, tanto en el diseño y formulación, como en la comunicación 
de las políticas, planes y procedimientos a seguir por el personal militar que tiene la tarea de brindar apoyo en 
esos momentos. En ese orden de ideas, es vital la capacidad del personal para la atención médica en emergen-
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cias y desastres, de evacuación y rescate de damnificados, la logística para la reconstrucción física y la disponi-
bilidad de equipamiento e ingeniería para la atención de desastres.

Frecuencia

Válido

Muy en 
desacuerdo 6

7
15
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7.0

8.1
17.4
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7.0
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En desacuerdo

86 100.0Total

Indefinido
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32 37.2

7.0

8.1
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30.2

100.0

37.2 100.0Muy de acuerdo

Porcentaje Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado

Tabla 2. 
Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres

En la Tabla 2 se puede observar que los encuestados percibieron que el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo 
de Desastres es el ente idóneo para articular las políticas, planes y protocolos de atención a la ciudadanía en 
casos de emergencia, considerando que el 30.2 % de la muestra está de acuerdo con dicha apreciación, mientras 
que el 37.2 % está muy de acuerdo y, finalmente, 17.4 % tuvo una opinión neutral. Por otra parte, el 11.6 % de los 
encuestados estuvo en desacuerdo con esa percepción; mientras que el 8.1 % estuvo muy en desacuerdo.

Estos resultados se traducen en que los encuestados son conscientes de la importancia de la planificación bajo 
el enfoque de GRD basado en el conocimiento a profundidad del riesgo, bajo un análisis sistémico y multidisci-
plinario que permita establecer los diferentes niveles de riesgo y el nivel de vulnerabilidad de la población, con 
base en una cultura de la prevención, que permita atenuar el impacto de las catá strofes naturales sobre la 
ciudadanía, así como fortalecer la capacidad de respuesta articulada, organizada y conjunta. En ese sentido, es 
vital un sistema de detección y alerta temprana, que permita a la población y demás entes interesados indicar 
cuál es el protocolo a seguir, de tal forma que la respuesta sea rápida y oportuna, sobre todo en aquellos 
lugares de mayor vulnerabilidad. En ese sentido, es de capital importancia difundir y comunicar las políticas y 
planes oportunamente a todos los entes interesados y a la ciudadanía en general.

CONTRASTACIÓN DE HIPÓTESIS

a) Hipótesis general

H1: La participación de las Fuerzas Armadas ha contribuido significativamente en el Sistema Nacional del 
Riesgo de Desastres (Sinagerd).

H0: La participación de las Fuerzas Armadas no ha contribuido significativamente en el Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres (Sinagerd).

Para contrastar la hipótesis alternativa (H1) y la hipótesis nula (H0), se utilizó la técnica estadística chi-cuadra-
do (X2 = 9,488), obteniéndose un valor de 35,668, por lo cual, se rechazó la hipótesis nula y se aceptó la hipóte-
sis alternativa, lo que demostró que la participación de las Fuerzas Armadas ha contribuido significativamente 
en el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres.
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b) Primera hipótesis específica

H1: El Sistema de Gestión del Riesgo de Desastres ha fortalecido significativamente la capacidad del personal 
militar para la evacuación y rescate. 

H0: El Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres no ha fortalecido significativamente la capacidad 
del personal militar para la evacuación y rescate. 

Para realizar la contrastación de la primera hipótesis específica, se empleó la técnica estadística de la prueba 
chi-cuadrado (X2 = 9,488), obteniéndose un valor de 32,882. Este valor perteneció a la región de rechazo, por 
ello, no se aceptó la hipótesis nula (H0) y se aceptó la hipótesis alternativa (H1); en este sentido, se demostró 
que el Sistema Nacional del Riesgo de Desastres ha fortalecido significativamente la capacidad del personal 
militar para la evacuación y rescate.

c) Segunda hipótesis específica 

H1: La participación de las Fuerzas Armadas con personal médico ha fortalecido significativamente el proceso 
de salvamento de vidas de damnificados. 

H0: La participación de las Fuerzas Armadas con personal médico no ha favorecido significativamente el proce-
so de salvamento de vidas de damnificados.

Al contrastar la hipótesis alternativa (H0) y la hipótesis nula (H1) de la segunda hipótesis específica, haciendo 
uso de la técnica estadística de la prueba chi-cuadrado (X2 = 9.488), se obtuvo un valor de 56,946; por lo tanto, 
se rechazó la hipótesis nula y se aceptó la hipótesis alternativa. Con base en el resultado hallado, se demostró 
que la participación de las Fuerzas Armadas con personal médico ha favorecido significativamente el proceso 
de salvamento de vidas de damnificados.

d) Tercera hipótesis específica

H1: La participación de las Fuerzas Armadas con el equipamiento e ingeniería ha contribuido significativamente 
en el proceso de reconstrucción física posdesastres. 

H0: La participación de las Fuerzas Armadas con el equipamiento e ingeniería no ha contribuido significativa-
mente en el proceso de reconstrucción física posdesastres. 

Para realizar la contrastación de la tercera hipótesis específica, se empleó la técnica estadística de la prueba 
chi-cuadrado (X2 = 9,488), obteniéndose un valor de 19,402; por lo cual, se rechazó la hipótesis nula y se aceptó 
la hipótesis alternativa. Entonces, se demostró que la participación de las Fuerzas Armadas, con el equipamien-
to e ingeniería, ha contribuido significativamente en el proceso de reconstrucción física posdesastres. 

DISCUSIÓN

Respecto a la hipótesis general, se estableció que existe relación significativa entre las dos variables principales: 
Participación de las Fuerzas Armadas y el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (Sinagerd), ya 
que, mediante los resultados obtenidos del valor chi-cuadrado (X2 = 9.488), se evidenció que este resultado 
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pertenece a la región de rechazo; por lo tanto, se aceptó la hipótesis alternativa y se rechazó la hipótesis nula. 
Este resultado fue contrastado con lo propuesto por Cardona et al. (2003), quienes afirmaron que la gestión 
del riesgo es un proceso social complejo constituido por la articulación de diversas entidades del Estado, 
haciendo uso de todos los recursos y equipamiento necesarios para prevenir, reducir y/o controlar los riesgos 
en la sociedad y hacer frente a los desastres. 

Adicionalmente, se observó que las variables en su conjunto y, al descomponerlas en indicadores para su 
medición, permitieron comprender la problemática respecto a las Fuerzas Armadas y su relación con el 
Sinagerd, determinando los procesos críticos de la participación de las Fuerzas Armadas, como son la capaci-
dad del personal militar para la atención de emergencias y desastres, desarrollo en investigación científica y 
técnica en gestión de riesgos y desastres, la disponibilidad de equipamiento e ingeniería para la atención de 
desastres y reconstrucción física de zonas damnificadas, y reconstrucción física de zonas damnificadas. 

En cuanto a la primera hipótesis específica, se estableció que el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de 
Desastres se relaciona con el fortalecimiento de la capacidad de respuesta del personal militar para la atención 
de emergencia y desastres, lo cual, de acuerdo con la información obtenida por medio de la muestra encuesta-
da, se determinó que requiere de un proceso de fortalecimiento y reformulación de las estrategias aplicadas por 
el Instituto de Defensa Civil (Indeci), con la finalidad de realizar un proceso continuo, conjunto e interpretativo, 
que permita asegurar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres. Al respecto, la 
Constitución Política del Perú indica lo siguiente: “Artículo 171.- Las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional 
participan en el desarrollo económico y social del país, y en la defensa civil de acuerdo a la ley” (Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos, 2016, p. 135), siendo las acciones de apoyo a la población, una de las formas en 
que las Fuerzas Armadas contribuye directamente a integrar aquellas poblaciones donde el Estado tiene limita-
ciones para realizar sus actividades. 

Asimismo, respecto a la segunda hipótesis específica, se estableció que la participación de las Fuerzas Arma-
das, con su equipamiento e ingeniería, se relaciona directa y significativamente con la respuesta ante emergen-
cias y reconstrucción física posdesastres. En ese sentido, las Fuerzas Armadas deben disponer de los recursos 
y técnicos especializados, que permitan contrarrestar los riesgos y hacer frente a los desastres, lo cual permitirá 
reducir los daños en la población afectada, así como favorecer la capacidad de recuperación de los afectados. 
Al fortalecer los aspectos indicados, se cumplirá con el artículo 17 de la Ley N.° 29964, Ley del Sistema Nacional 
de Gestión del Riesgo de Desastres emitida por el Congreso de la República (2011), el cual destaca que las 
Fuerzas Armadas participan activamente en la gestión del riesgo de desastres, de acuerdo con sus competen-
cias. Esto último concuerda con lo señalado por Cardona (2002), quien resaltó que la gestión del riesgo incluye 
la implementación de políticas públicas que integren la identificación del riesgo (percepciones individuales, 
representaciones sociales y estimaciones objetivas), la reducción del riesgo (prevención y mitigación) y el 
manejo de desastres (respuesta ante el evento y recuperación de estos); asimismo, la interdisciplinariedad y 
enfoque integral de la gestión del riesgo favorecerá la efectividad de las políticas públicas.

CONCLUSIONES

Respecto a la hipótesis general, al aplicar la prueba estadística chi-cuadrado, se obtuvo un valor de 35,668, 
valor que cae en la zona de rechazo; por lo cual, con un nivel de significación del 5 %, se rechazó la hipótesis 
nula y se aceptó la hipótesis alternativa, concluyendo que la participación de las Fuerzas Armadas ha contribui-
do significativamente en el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres. 

A
rt

íc
ul

os
 d

e 
in

ve
st

ig
ac

ió
n

84

Vol. 1, Nº 4, Julio - Octubre 2020    https://bit.ly/2H7k2Z2



Revista de Ciencia e Investigación en Defensa-CAEN ISSN 2709-1422 
Por otro lado, el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres fortalece significativamente la capacidad 
de respuesta del personal militar para la atención de emergencias y desastres, afirmación que respalda los 
resultados obtenidos mediante la prueba estadística chi-cuadrado (32,882 > 9,488), valor que cae en la zona 
de rechazo; en consecuencia, con un nivel de significación del 5 %, se rechazó la hipótesis nula y se aceptó la 
hipótesis alternativa. 

Asimismo, se concluyó que la participación de las Fuerzas Armadas con personal médico ha favorecido significa-
tivamente el proceso de salvamento de vidas de los damnificados. Esto fue respaldado por los resultados obteni-
dos mediante la prueba estadística chi-cuadrado (56,946 > 9,488), valor que cae en la zona de rechazo; por lo 
cual, con un nivel de significancia del 5 %, se rechazó la hipótesis nula y se aceptó la hipótesis alternativa. 

Finalmente, se evidenció que la participación de las Fuerzas Armadas con el equipamiento e ingeniería ha 
contribuido significativamente en el proceso de reconstrucción física posdesastres, afirmación que fue respal-
dada por los resultados obtenidos mediante la prueba estadística chi-cuadrado (19,402 > 9,488), valor que cae 
en la zona de rechazo; consecuentemente, con un nivel de significación del 5 %, se rechazó la hipótesis nula y 
se aceptó la hipótesis alternativa.

RECOMENDACIONES

Se recomienda al Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas, por medio de componentes terrestres, navales y 
aéreos a nivel nacional, coordinar con los gobiernos regionales y locales, el fortalecimiento de la participación 
de las Fuerzas Armadas en el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres. Esto se puede lograr 
mediante talleres de capacitación para las autoridades, médicos y militares, en la evacuación y rescate, salva-
mento de vidas de damnificados y en el proceso de reconstrucción física luego de la ocurrencia de desastres, a 
fin de afrontar con efectividad los eventos naturales. 

Además, se recomienda a los representantes del Indeci, en coordinación con el Comando Conjunto de las 
Fuerzas Armadas, implementar políticas para asegurar la ejecución continua y la sostenibilidad de los planes de 
operación conjunta correspondientes al ámbito y área de responsabilidad de cada institución, lo cual permitirá 
y optimizará la participación y capacidad de respuesta del personal militar en el Sinagerd. 

A su vez, se propone que el Ministerio de Defensa solicite mayor presupuesto al Ministerio de Economía, para 
equipar adecuadamente al personal militar y fortalecer la capacidad de respuesta inmediata de este ante 
situaciones de riesgo o eventos naturales, hecho que permitirá efectivizar la participación de las Fuerzas Arma-
das en situaciones de desastres. 

Finalmente, se recomienda que los encargados del Sinagerd conformen equipos multidisciplinares y aprove-
chen las fortalezas del personal militar, así como las capacidades logísticas de cada institución militar, con la 
finalidad de realizar acciones preventivas y reactivas ante eventuales desastres naturales. Esto permitirá trans-
mitir el conocimiento necesario a la población que vive en zonas vulnerables, y obtener habilidades para reducir 
el riesgo que genera el evento natural. 
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